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El Congreso de la República
Visto el texto del “Convenio entre La República 

Portuguesa y la República de Colombia para evitar 
la doble Imposición y para prevenir la evasión fiscal 
en relación con el Impuesto sobre la Renta” y su 
“Protocolo”, suscritos en Bogotá, D. C., República 
de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y el “canje de 
notas entre la República Portuguesa y la República 
de Colombia por medio del cual se corrigen impre-
cisiones en la traducción en las versiones en español, 
inglés y portugués del “Convenio entre la República 
Portuguesa y la República de Colombia para evitar 
la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal 
en relación con el Impuesto sobre la Renta”.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia fiel y 
completa en castellano del Convenio, su Protocolo 
y el Canje de Notas, los cuales constan de veintitrés 
(23) folios, certificados por la Coordinadora del Gru-

po Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio 
de Relaciones Exteriores).

CONVENIO ENTRE LA REPÚBLICA POR-
TUGUESA Y LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y 
PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL EN 
RELACIÓN CON EL IMPUESTO SOBRE LA 

RENTA
La República Portuguesa y la República de 

Colombia, deseando concluir un Convenio para 
evitar la doble imposición y para prevenir la 
evasión fiscal en relación con el impuesto sobre 
la renta, con el fin de promover y fortalecer las 
relaciones económicas entre los dos países,

LEY 1692 DE 2013
(diciembre 17)

por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre la República Portuguesa 
y la República de Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la 
evasión fiscal en relación con el Impuesto sobre la Renta” y su “Protocolo”, 
suscritos en Bogotá, D.C., República de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y el 
canje de notas entre la República Portuguesa y la República de Colombia por 
medio de la cual se corrigen imprecisiones en la traducción en las versiones 
en español, inglés y portugués del “convenio entre la República Portuguesa y 
la República de Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la 

evasión fiscal en relación con el Impuesto sobre la Renta”.
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Han acordado lo siguiente:
CAPÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO
ARTÍCULO 1

PERSONAS COMPRENDIDAS
El presente Convenio se aplica a las personas 

residentes de uno o de ambos Estados Contratantes.
ARTÍCULO 2

IMPUESTOS COMPRENDIDOS
1. El presente Convenio se aplica al impuesto 

sobre la renta exigible por cada uno de los Estados 
Contratantes, y en el caso de Portugal en nombre de 
sus subdivisiones políticas o administrativas o las 
autoridades locales, cualquiera que sea el sistema 
de exacción.

2. Se considera impuesto sobre la renta el que 
grava la totalidad de la renta o cualquier parte de la 
misma, incluidos los impuestos sobre las ganancias 
derivadas de la enajenación de bienes muebles o 
inmuebles, los impuestos sobre los importes de los 
sueldos o salarios pagados por las empresas, así 
como los impuestos sobre las plusvalías.

Los impuestos actuales a los que se aplica este 
Convenio son, en particular:

a) en Portugal:
i) el Impuesto sobre la Renta Personal (Imposto 

Sobre o Rendimiento das Pessoas Singulares - IRS);
ii) el impuesto de sociedades (Imposto Sobre o 

Rendimento das Pessoas Colectivas - IRC), y
iii) la Sobretasa Local sobre el Impuesto de So-

ciedades (Derrama);
(En lo sucesivo “impuesto portugués”) y
b) en Colombia:
i) el Impuesto sobre la Renta y Complementarios;
(En lo sucesivo “Impuesto colombiano”).
3. El Convenio se aplicará igualmente los 

impuestos de naturaleza idéntica o análoga que 
se establezcan con posterioridad a la fecha de la 
firma del mismo, y que se añadan a los actuales o 
les sustituyan. Las autoridades competentes de los 
Estados Contratantes se comunicarán mutuamente 
las modificaciones significativas que se hayan intro-
ducido en sus respectivas legislaciones impositivas.

CAPÍTULO II
DEFINICIONES

ARTÍCULO 3
DEFINICIONES GENERALES

1. A los efectos del presente Convenio, a menos 
que de su contexto se infiera una interpretación 
diferente:

a) el término “Colombia” significa la República 
de Colombia y, utilizado en sentido geográfico 
comprende además del territorio continental, el 
archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, la Isla de Malpelo y demás islas, islotes, 
cayos, morros, y bancos que le pertenecen, así como 
el subsuelo, el mar territorial, la zona contigua, la 
plataforma continental, la zona económica exclusi-
va, el espacio aéreo, el espectro electromagnético o 
cualquier otro espacio donde ejerza o pueda ejercer 

soberanía, de conformidad con el Derecho Interna-
cional o con las leyes colombianas;

b) el término “Portugal” usado en un sentido 
geográfico comprende el territorio de la República 
Portuguesa, de conformidad con el Derecho Inter-
nacional y la legislación portuguesa;

c) los términos “un Estado Contratante” y “el otro 
Estado Contratante” significan, según lo requiera el 
contexto, Colombia o Portugal;

d) el término “impuesto” significa, según lo 
requiera el contexto, el impuesto portugués o el 
impuesto colombiano;

e) el término “persona” comprende las personas 
naturales, las sociedades y cualquier otra agrupación 
de personas;

f) el término “sociedad” significa cualquier per-
sona jurídica o cualquier entidad que se considere 
persona jurídica a efectos impositivos;

g) las expresiones “empresa de un Estado Con-
tratante” y “empresa del otro Estado Contratante” 
significan, respectivamente, una empresa explotada 
por un residente de un Estado Contratante y una 
empresa explotada por un residente del otro Estado 
Contratante;

h) la expresión “tráfico internacional” significa 
todo transporte efectuado por un buque o aeronave 
explotado por una empresa de un Estado Contratan-
te, salvo cuando el buque o aeronave sea explotado 
únicamente entre puntos situados en el otro Estado 
Contratante;

i) la expresión “autoridad competente” significa:
i) en Colombia: el Ministro de Hacienda y Crédito 

Público o su representante autorizado;
ii) en Portugal: el Ministro de Hacienda, el Di-

rector General de Impuestos (Director-Geral dos 
Impostos) o su representante autorizado;

j) el término “nacional”, en relación con un Estado 
Contratante, designa a:

i) toda persona natural que posea la nacionalidad 
de este Estado Contratante; y

ii) toda persona jurídica, sociedad de personas 
–partnership– o asociación constituida conforme a 
la legislación vigente en este Estado Contratante.

2. Para la aplicación del Convenio por un Estado 
Contratante en un momento determinado, cual-
quier término o expresión no definida en el mismo 
tendrá, a menos que de su contexto se infiera una 
interpretación diferente, el significado que en ese 
momento le atribuya la legislación de ese Estado 
relativa a los impuestos que son objeto del Conve-
nio, prevaleciendo el significado atribuido por esa 
legislación fiscal sobre el que resultaría de otras 
ramas del Derecho de ese Estado.

ARTÍCULO 4
RESIDENTE

1. A los efectos de este Convenio, la expresión 
“residente de un Estado Contratante” significa toda 
persona que, en virtud de la legislación de ese Estado, 
esté sujeta a imposición en el mismo en razón de 
su domicilio, residencia, sede de dirección, lugar de 
constitución o cualquier otro criterio de naturaleza 
análoga, incluyendo también a ese Estado y a sus 
subdivisiones políticas o administrativas o entidades 
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locales. Esta expresión no incluye, sin embargo, a 
las personas que estén sujetas a imposición en ese 
Estado exclusivamente por la renta que obtengan 
de fuentes situadas en el citado Estado.

2. Cuando, en virtud de las disposiciones del apar-
tado 1, una persona natural sea residente de ambos 
Estados Contratantes, su situación se resolverá de 
la siguiente manera:

a) dicha persona será considerada residente 
solamente del Estado donde tenga una vivienda 
permanente a su disposición; si tuviera una vivienda 
permanente a su disposición en ambos Estados, se 
considerará residente solamente del Estado con el 
que mantenga relaciones personales y económicas 
más estrechas (centro de intereses vitales);

b) si no pudiera determinarse el Estado en el 
que dicha persona tiene el centro de sus intereses 
vitales o si no tuviera una vivienda permanente a 
su disposición en ninguno de los Estados, se con-
siderará residente solamente del Estado donde viva 
habitualmente;

c) si viviera habitualmente en ambos Estados, 
o no lo hiciera en ninguno de ellos, se considerará 
residente solamente del Estado del que sea nacional;

d) si fuera nacional de ambos Estados, o no lo 
fuera de ninguno de ellos, las autoridades compe-
tentes de los Estados Contratantes resolverán el caso 
de común acuerdo.

3. Cuando, en virtud de las disposiciones del apar-
tado 1, una persona que no sea persona natural sea re-
sidente de ambos Estados Contratantes, se considerará 
residente solamente del Estado donde se encuentre su 
sede de dirección efectiva. Si no es posible determinar 
la residencia de esta manera, los Estados Contratantes 
harán lo posible por resolver el caso, mediante un 
procedimiento de acuerdo mutuo. En ausencia de 
acuerdo mutuo entre las autoridades competentes de los 
Estados Contratantes, dicha persona no tendrá derecho 
a ninguno de los beneficios o exenciones impositivas 
contempladas por este Convenio.

ARTÍCULO 5
ESTABLECIMIENTO PERMANENTE

1. A efectos del presente Convenio, la expresión 
“establecimiento permanente” significa un lugar fijo 
de negocios mediante el cual una empresa realiza 
toda o parte de su actividad.

2. La expresión “establecimiento permanente” 
comprende, en especial:

a) las sedes de dirección;
b) las sucursales;
c) las oficinas;
d) las fábricas;
e) los talleres; y
f) las minas, los pozos de petróleo o de gas, las 

canteras o cualquier otro lugar en relación con la 
exploración o explotación de recursos naturales.

3. El término “establecimiento permanente” 
también incluye:

a) una obra, un proyecto de construcción, mon-
taje o instalación, o las actividades de supervisión 
relacionadas con ellos, pero solo cuando dicha obra, 
proyecto o actividad tenga una duración superior a 
seis meses;

b) la prestación de servicios por parte de una em-
presa por intermedio de empleados u otro personal 
encomendado por la empresa para ese fin, pero solo 
si las actividades de esa naturaleza prosigan (para 
el mismo proyecto o un para uno conexo) en un 
Estado Contratante por un periodo o periodos que 
en total excedan de 183 días, dentro de un periodo 
cualquiera de doce meses.

4. No obstante las disposiciones anteriores de 
este artículo, se considera que la expresión “esta-
blecimiento permanente” no incluye:

a) la utilización de instalaciones con el único fin 
de almacenar, exponer o entregar bienes o mercancías 
pertenecientes a la empresa;

b) el mantenimiento de un depósito de bienes o 
mercancías pertenecientes a la empresa con el único 
fin de almacenarlas, exponerlas o entregarlas;

c) el mantenimiento de un depósito de bienes o 
mercancías pertenecientes a la empresa con el único 
fin de que sean transformadas por otra empresa;

d) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios 
con el único fin de comprar bienes o mercancías o 
de recoger información para la empresa;

e) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios 
con el único fin de realizar para la empresa cualquier 
otra actividad de carácter auxiliar o preparatorio;

f) el mantenimiento de un lugar fijo de negocios 
con el único fin de realizar cualquier combinación de 
las actividades mencionadas en los subapartados a) 
a e), a condición de que el conjunto de la actividad 
del lugar fijo de negocios que resulte de esa combi-
nación conserve su carácter auxiliar o preparatorio.

5. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 
y 2, cuando una persona - distinta de un agente 
independiente al que le será aplicable el apartado 7 
- actúe por cuenta de una empresa y ostente y ejerza 
habitualmente en un Estado Contratante poderes que 
la faculten para concluir contratos en nombre de la 
empresa, se considerará que esa empresa tiene un 
establecimiento permanente en ese Estado respecto 
de las actividades que dicha persona realice para la 
empresa, a menos que las actividades de esa per-
sona se limiten a las mencionadas en el apartado 
4 y que, de haber sido realizadas por medio de un 
lugar fijo de negocios, no hubieran determinado la 
consideración de dicho lugar fijo de negocios como 
un establecimiento permanente de acuerdo con las 
disposiciones de ese apartado.

6. No obstante las disposiciones anteriores de 
este artículo, se considera que una empresa asegu-
radora de un Estado contratante tiene, salvo por lo 
que respecta a los reaseguros, un establecimiento 
permanente en el otro Estado Contratante si recau-
da primas en el territorio de este otro Estado o si 
asegura riesgos situados en él por medio de una 
persona distinta de un agente independiente al que 
se aplique el apartado 7.

7. No se considera que una empresa tiene un es-
tablecimiento permanente en un Estado Contratante 
por el mero hecho de que realice sus actividades en 
ese Estado por medio de un corredor, un comisio-
nista general o cualquier otro agente independiente, 
siempre que dichas personas actúen dentro del marco 
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ordinario de su actividad. No obstante, cuando ese 
representante realice todas o casi todas sus activida-
des en nombre de tal empresa, y entre esa empresa 
y el representante en sus relaciones comerciales y 
financieras se establezcan o impongan condiciones 
que difieran de las que se habrían establecido entre 
empresas independientes, dicho representante no 
será considerado como representante independiente 
en el sentido del presente apartado.

8. El hecho de que una sociedad residente de un 
Estado Contratante controle o sea controlada por 
una sociedad residente del otro Estado Contratante 
o que realice actividades empresariales en ese otro 
Estado (ya sea por medio de un establecimiento 
permanente o de otra manera), no convierte por si 
solo a cualquiera de estas sociedades en estableci-
miento permanente de la otra.

CAPÍTULO III
IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS

ARTÍCULO 6
RENTAS DE BIENES INMUEBLES

1. Las rentas que un residente de un Estado 
Contratante obtenga de bienes inmuebles (incluidas 
las rentas de explotaciones agrícolas, forestales o 
silvícolas) situados en el otro Estado Contratante 
pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2. La expresión “bienes inmuebles” tendrá el 
significado que le atribuya el derecho del Estado 
Contratante en que los bienes estén situados. Dicha 
expresión comprende en todo caso los bienes acce-
sorios a los bienes inmuebles, el ganado y el equipo 
utilizado en explotaciones agrícolas, forestales o 
silvícolas, los derechos a los que sean aplicables 
las disposiciones de derecho privado relativas a 
los bienes raíces, el usufructo de bienes inmuebles 
y el derecho a percibir pagos fijos o variables en 
contraprestación por la explotación, o la concesión 
de la explotación, de yacimientos minerales, fuentes 
y otros recursos naturales. Los buques o aeronaves 
no se considerarán bienes inmuebles.

3. Las disposiciones del apartado 1 son aplicables 
a las rentas derivadas de la utilización directa, el 
arrendamiento o aparcería, así como de cualquier 
otra forma de explotación de los bienes inmuebles.

4. Las disposiciones de los apartados 1 y 3 se 
aplican igualmente a las rentas derivadas de los 
bienes inmuebles de una empresa y de las rentas 
derivadas de los bienes inmuebles utilizados para la 
prestación de servicios personales independientes.

5. Las disposiciones anteriores de este artículo 
también se aplican a las rentas obtenidas de la pres-
tación de servicios y bienes muebles relacionados 
con el mantenimiento o administración de bienes 
inmuebles.

ARTÍCULO 7
UTILIDADES EMPRESARIALES

1. Las utilidades de una empresa de un Estado 
Contratante solamente pueden someterse a imposi-
ción en ese Estado, a no ser que la empresa realice 
su actividad en el otro Estado Contratante por medio 
de un establecimiento permanente situado en él. Si 
la empresa realiza o ha realizado su actividad de 
dicha manera, las utilidades de la empresa pueden 

someterse a imposición en el otro Estado, pero solo 
en la medida en que sean imputables a ese estable-
cimiento permanente.

2. Sin perjuicio de las disposiciones del apartado 3, 
cuando una empresa de un Estado Contratante realice o 
ha realizado su actividad en el otro Estado Contratante 
por medio de un establecimiento permanente situado 
en él, en cada Estado Contratante se atribuirán a di-
cho establecimiento permanente las utilidades que el 
mismo hubiera podido obtener si fuera una empresa 
distinta y separada que realizase actividades idénticas 
o similares, en las mismas o análogas condiciones y 
tratase con total independencia con la empresa de la 
que es establecimiento permanente.

3. Para la determinación de las utilidades del 
establecimiento permanente se permitirá la de-
ducción de los gastos realizados para los fines del 
establecimiento permanente, incluyéndose los gastos 
de dirección y generales de administración para los 
mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en 
que se encuentre el establecimiento permanente 
como en otra parte.

4. No se atribuirán utilidades a un establecimiento 
permanente por la simple compra de bienes o mer-
cancías para la empresa.

5. A efectos de los apartados anteriores, las uti-
lidades imputables al establecimiento permanente 
se calcularán cada año utilizando el mismo método, 
a no ser que existan motivos válidos y suficientes 
para proceder de otra forma.

6. Cuando las utilidades comprendan rentas 
reguladas separadamente en otros artículos de este 
Convenio, las disposiciones de dichos artículos no 
quedarán afectadas por las del presente artículo.

ARTÍCULO 8
TRANSPORTE MARÍTIMO Y AÉREO

1. Las utilidades de una empresa de un Estado 
Contratante procedentes de la explotación de buques 
o aeronaves en tráfico internacional solo pueden 
someterse a imposición en ese Estado.

2. Para los fines de este artículo:
a) el término “utilidades” comprende las que se 

deriven directamente de la explotación de buques 
o aeronaves en tráfico internacional, y

b) el término “explotación de buques o aero-
naves” por una empresa, comprende también el 
arrendamiento de buques o aeronaves a casco des-
nudo y el arrendamiento de contenedores y equipo 
relacionado, siempre que dicho arrendamiento sea 
accesorio a la explotación por esa empresa, de buques 
o aeronaves en tráfico internacional.

3. Las disposiciones del apartado 1 son también 
aplicables a las utilidades procedentes de la participa-
ción en un consorcio –poo1–, en una explotación en 
común o en una agencia de explotación internacional.

ARTÍCULO 9
EMPRESAS ASOCIADAS

1. Cuando
a) una empresa de un Estado Contratante par-

ticipe directa o indirectamente en la dirección, el 
control o el capital de una empresa del otro Estado 
Contratante, o
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b) unas mismas personas participen directa o 
indirectamente en la dirección, el control o el capital 
de una empresa de un Estado Contratante y de una 
empresa del otro Estado Contratante, y, en uno y 
otro caso, las dos empresas estén, en sus relaciones 
comerciales o financieras, unidas por condiciones 
aceptadas o impuestas que difieran de las que se-
rian acordadas por empresas independientes, las 
utilidades que habrían sido obtenidas por una de las 
empresas de no existir dichas condiciones, y que de 
hecho no se han realizado a causa de las mismas, 
podrán incluirse en las utilidades de esa empresa y 
someterse a imposición en consecuencia.

2. Cuando un Estado contratante incluya en las 
utilidades de una empresa de ese Estado –y, en 
consecuencia, grave– las de una empresa del otro 
Estado que ya han sido gravadas por este segundo 
Estado, y estas utilidades así incluidas son las que 
habrían sido realizadas por la empresa del Estado 
mencionado en primer lugar si las condiciones 
convenidas entre las dos empresa hubieran sido 
las acordadas entre empresas independientes, si 
está de acuerdo en que el ajuste realizado por el 
Estado mencionado en primer lugar está justificado 
tanto en sí mismo como en el monto, el otro Estado 
practicará el ajuste correspondiente de la cuantía del 
impuesto que ha percibido sobre esas utilidades. 
Para determinar dicho ajuste se tendrán en cuenta 
las demás disposiciones del presente Convenio y las 
autoridades competentes de los Estados contratantes 
se consultarán en caso necesario.

ARTÍCULO 10
DIVIDENDOS

1. Los dividendos pagados por una sociedad 
residente de un Estado Contratante a un residente 
del otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado.

2. Sin embargo, dichos dividendos pueden some-
terse también a imposición en el Estado Contratante 
en que resida la sociedad que paga los dividendos y 
según la legislación de ese Estado; pero, si el bene-
ficiario efectivo de los dividendos es un residente 
del otro Estado Contratante, el impuesto exigido no 
podrá exceder del 10 por ciento del importe bruto 
de los dividendos.

Las autoridades competentes de los Estados 
Contratantes establecerán de mutuo acuerdo las 
modalidades de aplicación de estos límites.

Este apartado no afecta a la imposición de la 
sociedad respecto de las utilidades con cargo a las 
cuales se pagan los dividendos.

3. El término “dividendos”, en el sentido de este 
artículo, significa las rentas de las acciones u otros 
derechos, excepto los de crédito, que permitan par-
ticipar en las utilidades, así como las rentas de otros 
derechos sociales sujetas al mismo régimen tributario 
que las rentas de las acciones por la legislación del 
Estado de residencia de la sociedad que hace la dis-
tribución. El término también incluye las utilidades 
atribuidas en virtud de un acuerdo de participación 
en utilidades (“associação em participação”).

4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no 
son aplicables si el beneficiario efectivo de los 
dividendos, residente de un Estado Contratante, 

realiza en el otro Estado Contratante, del que es 
residente la sociedad que paga los dividendos, una 
actividad empresarial a través de un establecimiento 
permanente situado allí o realiza en el otro Estado 
servicios personales independientes por medio de 
una base fija situada allí y la participación que genera 
los dividendos está vinculada efectivamente a dicho 
establecimiento permanente o base fija. En tal caso 
son aplicables las disposiciones del artículo 7 o del 
artículo 14 según corresponda.

5. Cuando una sociedad residente de un Estado 
Contratante obtenga utilidades o rentas proceden-
tes del otro Estado Contratante, ese otro Estado no 
podrá exigir impuesto alguno sobre los dividendos 
pagados por la sociedad, salvo en la medida en que 
esos dividendos se paguen a un residente de ese otro 
Estado o la participación que genera los dividendos 
esté vinculada efectivamente a un establecimiento 
permanente o una base fija situado en ese otro Estado, 
ni tampoco someter las utilidades no distribuidas de 
la sociedad a un impuesto sobre las mismas, aunque 
los dividendos pagados o las utilidades no distribui-
das consistan, total o parcialmente, en utilidades o 
rentas procedentes de ese otro Estado.

ARTÍCULO 11
INTERESES

1. Los intereses procedentes de un Estado Con-
tratante y pagados a un residente del otro Estado 
Contratante pueden someterse imposición en ese 
otro Estado.

2. Sin embargo, dichos intereses pueden someter-
se también a imposición en el Estado Contratante del 
que procedan y según la legislación de ese Estado, 
pero si el beneficiario efectivo de los intereses es un 
residente del otro Estado Contratante, el impuesto 
así exigido no podrá exceder del 10 por ciento del 
importe bruto de los intereses.

Las autoridades competentes de los Estados 
Contratantes establecerán de mutuo acuerdo las 
modalidades de aplicación de este límite.

3. El término “intereses”, en el sentido de este 
artículo, significa las rentas de créditos de cualquier 
naturaleza, con o sin garantía hipotecaria, y en par-
ticular las rentas de valores públicos y las rentas de 
bonos y obligaciones, incluidas las primas y premios 
unidos a esos títulos. Las penalizaciones por mora 
en el pago no se consideran intereses a efectos del 
presente artículo.

4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 no 
son aplicables si el beneficiario efectivo de los in-
tereses, residente de un Estado Contratante, realiza 
en el otro Estado Contratante, del que proceden los 
intereses, una actividad empresarial por medio de un 
establecimiento permanente situado allí o realiza en 
el otro Estado servicios personales independientes 
por medio de una base fija situada allí, y si el crédito 
que genera los intereses está vinculado efectivamente 
a dicho establecimiento permanente o base fija. En 
tal caso son aplicables las disposiciones del artículo 
7 o 14 según el caso.

5. Los intereses se consideran procedentes de 
un Estado Contratante cuando el deudor sea un 
residente de ese Estado. Sin embargo, cuando el 
deudor de los intereses, sea o no residente de un 
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Estado Contratante, tenga en un Estado Contratante 
un establecimiento permanente o una base fija en 
relación con el cual se haya contraído la deuda por 
la que se pagan los intereses, y estos últimos son 
soportados por el establecimiento permanente o base 
fija, dichos intereses se considerarán procedentes del 
Estado Contratante en que este situad el susodicho 
establecimiento permanente o base fija.

6. Cuando en razón de las relaciones especiales 
existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo, 
o de las que uno y otro mantengan con terceros, el 
importe de los intereses, habida cuenta del crédito 
por el que se paguen, exceda del que hubieran con-
venido el deudor y el acreedor en usencia de tales 
relaciones, las disposiciones de este artículo no se 
aplicarán más que a este último importe. En tal caso 
la cuantía en exceso podrá someterse a imposición 
de acuerdo con la legislación de cada Estado Con-
tratante, teniendo en cuenta las de las disposiciones 
del presente Convenio.

ARTÍCULO 12
REGALÍAS

1. Las regalías procedentes de un Estado Con-
tratante y pagadas a un residente del otro Estado 
Contratante pueden someterse imposición en ese 
otro Estado.

2. Sin embargo, dichas regalías pueden también 
someterse a imposición en el Estado Contratante 
del que procedan y de acuerdo con la legislación de 
este Estado, pero si el beneficiario efectivo de las 
regalías es residente del otro Estado Contratante, el 
impuesto así exigido no puede exceder del 10 por 
ciento del importe bruto de las regalías. Las auto-
ridades competentes de los Estados Contratantes 
establecerán de mutuo acuerdo las modalidades de 
aplicación de este límite.

3. El término “regalías”, en el sentido de este 
artículo, significa las cantidades de cualquier clase 
pagadas por el uso, o la concesión de uso, de derechos 
de autor sobre obras literarias, artísticas o Científicas, 
incluidas las películas cinematográficas, de paten-
tes, marcas, diseños o modelos, planos, fórmulas 
o procedimientos secretos, o por informaciones 
relativas a experiencias industriales, comerciales 
o científicas. El término regalías también incluye 
los pagos recibidos por concepto de la prestación 
de asistencia técnica, servicios técnicos y servicios 
de consultoría.

4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2, no 
son aplicables si el beneficiario efectivo de las 
regalías, residente de un Estado Contratante, rea-
liza en el Estado Contratante del que proceden las 
regalías una actividad empresarial por medio de un 
establecimiento permanente situado allí o realiza en 
el otro Estado servicios personales independientes 
por medio de una base fija situada allí, y si el bien 
o el derecho por el que se pagan las regalías está 
vinculado efectivamente dicho establecimiento 
permanente o base fija. En tal caso son aplicables 
las disposiciones del artículo 7 o del artículo 14 
según el caso.

5. Las regalías se considerarán procedentes de un 
Estado Contratante cuando el deudor sea un residente 
de ese Estado. Sin embargo, cuando el deudor de las 

regalías, sea o no residente de un Estado Contratante, 
tenga en un Estado Contratante un establecimiento 
permanente o una base fija en relación con el cual 
se haya contraído la obligación de pago de las 
regalías y este establecimiento permanente o base 
fija soporte el pago de las mismas, las regalías se 
considerarán procedentes del Estado en que este 
situado el establecimiento permanente o base fija.

6. Cuando, por las relaciones especiales existentes 
entre el deudor y el beneficiario efectivo o por las 
que uno y otro mantengan con terceros, el importe 
de las regalías, habida cuenta del uso, derecho o 
información por los que se pagan, exceda del que 
habrían convenido el deudor y el beneficiario efectivo 
en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de 
este artículo no se aplicaran más que a este último 
importe. En tal caso, la cuantía en exceso podrá 
someterse imposición de acuerdo con la legislación 
de cada Estado Contratante, teniendo en cuenta las 
demás disposiciones del presente Convenio.

ARTÍCULO 13
GANANCIAS DE CAPITAL

1. Las ganancias que un residente de un Estado 
Contratante obtenga de la enajenación de bienes in-
muebles tal como se definen en el artículo 6, situados 
en el otro Estado Contratante, pueden someterse a 
imposición en ese otro Estado.

2. Las ganancias derivadas de la enajenación de 
bienes muebles que formen parte del activo de un 
establecimiento permanente que una empresa de un 
Estado Contratante tiene en el otro Estado Contra-
tante o de bienes muebles pertenecientes a una base 
fija que un residente de un Estado Contratante tenga 
en el otro Estado Contratante para prestar servicios 
personales independientes, incluyendo las ganancias 
derivadas de la enajenación de dicho establecimiento 
permanente (solo o con el conjunto de la empresa) 
o de dicha base fija, pueden someterse a imposición 
en ese otro Estado.

3. Las ganancias derivadas por una empresa de 
un Estado Contratante de la enajenación de buques 
o aeronaves explotados en el tráfico internacional, o 
de bienes muebles afectos a la explotación de dichos 
buques o aeronaves, pueden someterse a imposición 
solo en el Estado Contratante.

4. Las ganancias obtenidas por un residente de un 
Estado contratante de la enajenación de acciones o 
de participaciones similares, en las que más del 50% 
de su valor procede, de forma directa o indirecta, 
de propiedad inmobiliaria situada en el otro Estado 
contratante, pueden gravarse en ese otro Estado.

5. Las ganancias obtenidas por un residente de un 
Estado Contratante de la enajenación de acciones u 
otros derechos representativos del capital de una so-
ciedad residente del otro Estado Contratante, pueden 
gravarse en ese otro Estado Contratante cuando el 
residente del primer Estado Contratante mencionado 
posea, en cualquier momento dentro de un periodo 
de doce meses anteriores a la enajenación, el 25% o 
más del capital de dicha sociedad, pero el impuesto 
así exigido no podrá exceder del 20% del importe 
neto de dichas ganancias.

6. Las ganancias derivadas de la enajenación de 
cualquier otro bien distinto de los mencionados en 
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los apartados anteriores de este artículo pueden so-
meterse a imposición solo en el Estado Contratante 
en que resida quien enajena.

ARTÍCULO 14
SERVICIOS PERSONALES  

INDEPENDIENTES
1. Las rentas obtenidas por un residente de un 

Estado Contratante por la prestación de servicios 
profesionales o el ejercicio de otras actividades 
de carácter independiente solo podrán someterse a 
imposición en este Estado excepto en las siguientes 
circunstancias, en que esas rentas podrán ser grava-
das también en el otro Estado Contratante:

a) si dicho residente tiene en el otro Estado Con-
tratante una base fija disponible de manera habitual 
para la prestación de sus actividades; en tal caso, 
solo podrá gravarse en ese otro Estado Contratante 
la parte de las rentas que sean imputables a dicha 
base fija; o

b) si su estancia en el otro Estado Contratante 
es por un periodo o periodos que sumen o excedan 
e total de 183 días en cualquier periodo de doce 
meses que comience o termine durante el año fiscal 
considerado; en tal caso, solo podrá gravarse en 
ese otro Estado la parte de la renta obtenida de las 
actividades desempeñadas por él en ese otro Estado.

2. El término “servicios profesionales” com-
prende especialmente las actividades científicas, 
literarias, artísticas, de educación o enseñanzas in-
dependientes, así como las actividades independien-
tes de médicos, abogados, ingenieros, arquitectos, 
odontólogos y contadores.

ARTÍCULO 15
SERVICIOS PERSONALES DEPENDIENTES

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 16, 
18 y 19, los salarios, sueldos y otras remuneraciones 
similares obtenidos por un residente de un Estado 
Contratante en razón de un trabajo dependiente solo 
puede someterse a imposición en ese Estado, a no 
ser que el trabajo dependiente se desarrolle en el 
otro Estado Contratante. Si el trabajo dependiente 
se desarrolla en este último Estado, las remunera-
ciones derivadas del mismo pueden someterse a 
imposición en él.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, las 
remuneraciones obtenidas por un residente de un Es-
tado Contratante en razón de un trabajo dependiente 
realizado en el otro Estado Contratante solo pueden 
someterse a imposición en el Estado mencionado o 
en primer lugar si:

a) el perceptor permanece en el otro Estado 
durante un periodo o periodos cuya duración no 
exceda, en conjunto, de 183 días en cualquier pe-
riodo de doce meses que comience o termine en el 
año fiscal considerado, y

b) las remuneraciones son pagadas por, o en 
nombre de, un empleador que no sea residente del 
otro Estado, y

c) las remuneraciones no son soportadas por un 
establecimiento permanente o una base fija que el 
empleador tenga en el otro Estado.

3. No obstante las disposiciones precedentes de 
este artículo, las remuneraciones obtenidas por un 
residente de un Estado Contratante en razón de un 
empleo realizado a bordo de un buque o aeronave 
explotados en tráfico internacional por una empresa 
del otro Estado Contratante, podrán someterse a 
imposición ese otro Estado.

ARTÍCULO 16
REMUNERACIONES EN CALIDAD  

DE CONSEJERO
Las remuneraciones en calidad de consejero y 

otras retribuciones similares que un residente de un 
Estado Contratante obtenga como miembro de un 
directorio, consejo de administración o de vigilancia 
u otro órgano similar de una sociedad residente del 
otro Estado Contratante pueden someterse a impo-
sición en ese otro Estado.

ARTÍCULO 17
ARTISTAS Y DEPORTISTAS

1. No obstante lo dispuesto en los artículos 7, 
14 y 15, las rentas que un residente de un Estado 
Contratante obtenga del ejercicio de sus activi-
dades personales en el otro Estado Contratante 
en calidad de artista del espectáculo, tal como 
actor de teatro, cine, radio o televisión o músico o 
como deportista, pueden someterse a imposición 
en ese otro Estado. Las rentas a que se refiere este 
apartado incluyen las rentas que dicho residente 
obtenga de cualquier actividad personal ejercida 
en el otro Estado Contratante relacionada con su 
renombre como artista o deportista.

2. No obstante lo dispuesto en los artículos 7, 
14 y 15, cuando las rentas derivadas de las acti-
vidades personales de los artistas del espectáculo 
o los deportistas, en esa calidad, se atribuyan no 
ya al propio artista del espectáculo o deportista si 
no a otra persona, dichas rentas pueden someterse 
a imposición en el Estado Contratante donde se 
realicen las actividades del artista del espectáculo 
o del deportista.

ARTÍCULO 18
PENSIONES

Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del 
artículo 19, las pensiones y demás remuneraciones 
similares pagadas a un residente de un Estado 
Contratante por un trabajo dependiente anterior 
solo pueden someterse a imposición en ese Estado.

ARTÍCULO 19
FUNCIONES PÚBLICAS

1. Los salarios, sueldos y otras remuneraciones 
similares pagadas por un Estado Contratante o por 
una de sus subdivisiones políticas o administrativas 
o entidades locales a una persona natural por los 
servicios prestados a ese Estado o a esa subdivisión 
o entidad, solo pueden someterse a imposición en 
ese Estado. Sin embargo, dichos salarios, sueldos 
y remuneraciones solo pueden someterse a impo-
sición en el otro Estado Contratante si los servicios 
se prestan en ese Estado y la persona natural es un 
residente de ese Estado que:

a) es nacional de ese Estado, o
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b) no ha adquirido la condición de residente de 
ese Estado solamente para prestar los servicios.

No obstante lo dispuesto en el apartado 1, las 
pensiones y otras remuneraciones similares paga-
das por un Estado Contratante o una subdivisión 
política o administrativa o entidades locales de 
este, o con cargo a fondos constituidos por ellos, 
a una persona natural por servicios prestados a ese 
Estado o a esa subdivisión o entidad, solo pueden 
someterse a imposición en ese Estado. Sin embargo, 
las pensiones y otras remuneraciones similares solo 
pueden someterse a imposición en el otro Estado 
Contratante si la persona natural es residente y 
nacional de ese Estado.

3. Lo dispuesto en los artículos 15, 16, 17 y 18 
se aplica a los salarios, sueldos, pensiones y otras 
remuneraciones similares, pagados por los servicios 
prestados en el marco de una actividad o negocio 
realizado por un Estado Contratante o por una de 
sus subdivisiones políticas o administrativas o en-
tidades locales.

ARTÍCULO 20
ESTUDIANTES

Las cantidades que reciba para cubrir sus gastos 
de manutención, estudios o capacitación un estu-
diante o una persona en prácticas que sea, o haya 
sido inmediatamente antes de llegar a un Estado 
Contratante, residente del otro Estado Contratante y 
que se encuentre en el Estado mencionado en primer 
lugar con el único fin de proseguir sus estudios o 
capacitación, no pueden someterse a imposición en 
ese Estado siempre que procedan de fuentes situadas 
fuera de ese Estado.

ARTÍCULO 21
OTRAS RENTAS

Las rentas de un residente de un Estado Contra-
tante no mencionadas en los artículos anteriores del 
presente Convenio y que provengan del otro Estado 
Contratante pueden someterse a imposición en ese 
otro Estado.

CAPÍTULO IV
MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE 

IMPOSICIÓN
ARTÍCULO 22

ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN
1. En Portugal, la doble imposición se eliminará 

de la siguiente manera:
Cuando un residente de Portugal obtenga ren-

tas que, de conformidad con las disposiciones del 
presente Convenio, puedan someterse a imposición 
en Colombia, Portugal permitirá una deducción en 
el impuesto sobre la renta de ese residente por un 
importe igual al impuesto sobre la renta pagado en 
Colombia. Sin embargo, dicha deducción no podrá 
exceder de la parte del impuesto sobre la renta 
calculado antes de la deducción, correspondiente 
a las rentas que pueden someterse a imposición en 
Colombia.

2. En Colombia, la doble imposición se evitará 
de la siguiente manera:

Cuando un residente de Colombia obtenga rentas 
que, de conformidad con las disposiciones de este 

Convenio, puedan someterse a imposición en el otro 
Estado Contratante, Colombia permitirá, dentro de 
las limitaciones impuestas por su legislación interna, 
el descuento del impuesto sobre la renta efectiva-
mente pagado por ese residente por un importe igual 
al impuesto sobre la renta pagado en Portugal.

Sin embargo, dicho descuento no podrá exceder 
de la parte del impuesto sobre la renta, calculado 
antes del descuento, correspondiente a las rentas que 
puedan someterse a imposición en el otro Estado 
Contratante.

Cuando se trate de dividendos, Colombia permitirá 
el descuento del impuesto sobre la renta equivalente 
al resultado de multiplicar el monto total de los di-
videndos, por la tarifa del impuesto de renta a la que 
se hayan sometido las utilidades que los generaron. 
Cuando los dividendos hayan sido gravados en el otro 
Estado Contratante, este descuento se incrementará 
en el monto de tal gravamen. Sin embargo, este 
descuento podrá exceder del monto del impuesto de 
renta generado en Colombia por tales dividendos.

3. Cuando de conformidad con cualquier dis-
posición del Convenio, las rentas obtenidas por un 
residente de un Estado Contratante, estén exentas 
de impuestos en ese Estado, dicho Estado podrá, 
sin embargo, tener en cuenta las rentas exentas a 
efectos de calcular el importe del impuesto sobre 
el resto de las rentas de dicho residente.

CAPÍTULO V
DISPOSICIONES ESPECIALES

ARTÍCULO 23
NO DISCRIMINACIÓN

1. Los nacionales de un Estado Contratante no 
serán sometidos en el otro Estado Contratante a 
ningún impuesto u obligación relativa al mismo que 
no se exijan o que sean más gravosos que aquellos 
a los que estén o puedan estar sometidos los nacio-
nales de ese otro Estado que se encuentren en las 
mismas condiciones, en particular con respecto a la 
residencia. No obstante las disposiciones del artículo 
1, la presente disposición es también aplicable a las 
personas que no sean residentes de uno o de ninguno 
de los Estados Contratantes.

2. Los establecimientos permanentes que una em-
presa de un Estado Contratante tengan en el otro Estado 
Contratante no serán sometidos a imposición en ese 
Estado de manera menos favorable que las empresas 
de ese otro Estado que realicen las mismas actividades. 
Esta disposición no podrá interpretarse en el sentido 
de obligar a un Estado Contratante a conceder a los 
residentes del otro Estado Contratante las deducciones 
personales, desgravaciones y reducciones impositivas 
que otorgue a sus propios residentes en consideración 
a su estado civil o cargas familiares.

3. A menos que se apliquen las disposiciones del 
apartado 1 del artículo 9°, del apartado 6 del artículo 
11 o del apartado 6 del artículo 12, los intereses, 
regalías y demás gastos pagados por una empresa de 
un Estado Contratante a un residente del otro Estado 
Contratante serán deducibles para determinar las 
utilidades sujetas a imposición de dicha empresa, en 
las mismas condiciones que si se hubieran pagado a 
un residente del Estado mencionado en primer lugar.
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4. Las empresas de un Estado Contratante cuyo 
capital este, total o parcialmente, poseído o contro-
lado, directa o indirectamente, por uno o varios resi-
dentes del otro Estado Contratante, no se someterán 
en el Estado mencionado en primer lugar a ningún 
impuesto u obligación relativa al mismo que no se 
exijan o que sean más gravosos que aquellos a los 
que estén o puedan estar sometidas otras empresas 
similares del Estado mencionado en primer lugar.

5. No obstante las disposiciones del artículo 2, las 
disposiciones del presente artículo son aplicables a 
todos los impuestos, cualquiera que sea su naturaleza 
o denominación.

ARTÍCULO 24
PROCEDIMIENTO DE ACUERDO MUTUO
1. Cuando una persona considere que las medidas 

adoptadas por uno o por ambos Estados Contratantes 
implican o pueden implicar para ella una imposi-
ción que no esté conforme con las disposiciones 
del presente Convenio podrá, con independencia 
de los recursos previstos por el derecho interno de 
esos Estados, someter su caso a la autoridad com-
petente del Estado Contratante del que sea residente 
o, si fuera aplicable el apartado 1 del artículo 23, a 
la del Estado Contratante del que sea nacional. El 
caso deberá ser planteado dentro de los tres años 
siguientes a la primera notificación de la medida 
que implique una imposición no conforme a las 
disposiciones del Convenio.

2. La autoridad competente, si la reclamación 
le parece fundada y si no puede por si misma en-
contrar una solución satisfactoria, hará lo posible 
por resolver la cuestión por medio de un acuerdo 
mutuo con la autoridad competente del otro Estado 
Contratante, a fin de evitar una imposición que no 
se ajuste a este Convenio. El acuerdo será aplicable 
independientemente de los plazos previstos por el 
derecho interno de los Estados Contratantes.

3. Las autoridades competentes de los Estados 
Contratantes harán lo posible por resolver las difi-
cultades o las dudas que plantee la interpretación o 
aplicación del Convenio por medio de un acuerdo 
mutuo.

4. A fin de llegar a un acuerdo en el sentido de 
los apartados anteriores, las autoridades competentes 
de los Estados Contratantes podrán comunicarse 
directamente.

5. La aplicación de un acuerdo mutuo estará su-
bordinada a la aceptación de este acuerdo amistoso 
por el contribuyente y al desistimiento por este de 
reclamaciones judiciales en relación con los puntos 
resueltos en el procedimiento de acuerdo mutuo.

ARTÍCULO 25
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1. Las autoridades competentes de los Estados 
Contratantes intercambiarán la información previ-
siblemente pertinente para aplicar lo dispuesto en 
el presente Convenio o para administrar y exigir lo 
dispuesto en la legislación interna de los Estados 
Contratantes relativa a los impuesto de toda clase 
y naturaleza percibidos por los Estados Contratan-
tes, sus subdivisiones políticas o administrativas o 
entidades locales en la medida en que la imposición 

prevista en el mismo no sea contraria al Convenio. 
El intercambio de información no vendrá limitado 
por los artículos 1 y 2.

2. La información recibida por un Estado Contra-
tante en virtud del apartado 1 será mantenida secreta 
de la misma forma que la información obtenida en 
virtud del Derecho interno de ese Estado y solo se 
desvelará a las personas o autoridades (incluidos los 
tribunales y órganos administrativos) encargadas de 
la liquidación o recaudación de los impuestos a los 
que hace referencia el apartado 1, de su aplicación 
efectiva o de la persecución del incumplimiento 
relativo a los mismos, de la resolución de los recur-
sos en relación con los mismos o de la supervisión 
de las funciones anteriores. Dichas personas o 
autoridades solo utilizarán esta información para 
estos fines. Podrán desvelar la información en las 
audiencias públicas de los tribunales o en las sen-
tencias judiciales.

3. En ningún caso las disposiciones de los apar-
tados 1 y 2 podrán interpretarse en el sentido de 
obligar a un Estado Contratante a:

a) adoptar medidas administrativas contrarias a 
su legislación o práctica administrativa, o a las del 
otro Estado Contratante;

b) suministrar información que no se pueda 
obtener sobre la base de su propia legislación o en 
el ejercicio de su práctica administrativa normal, o 
de las del otro Estado Contratante;

c) suministrar información que revele secretos 
comerciales, gerenciales, industriales o profesiona-
les, procedimientos comerciales o informaciones 
cuya comunicación sea contraria al orden público.

4. Si un Estado Contratante solicita información 
conforme al presente artículo, el otro Estado Contra-
tante utilizará las medidas para recabar información 
de que disponga con el fin de obtener la información 
solicitada, aun cuando ese otro Estado pueda no 
necesitar dicha información para sus propios fines 
tributarios. La obligación precedente esta limitada 
por lo dispuesto en el apartado 3 siempre y cuando 
este apartado no sea interpretado para impedir a 
un Estado Contratante proporcionar información 
exclusivamente por la ausencia de interés nacional 
en la misma.

5. En ningún caso las disposiciones el apartado 3 
se interpretarán en el sentido de permitir a un Estado 
Contratante negarse a proporcionar información úni-
camente porque esta obre en poder de bancos, otras 
instituciones financieras o de cualquier persona que 
actúe en calidad representativa o fiduciaria o porque 
esa información haga referencia a la participación 
en la titularidad de una persona.

ARTÍCULO 26
DERECHO A LOS BENEFICIOS  

DEL CONVENIO
1. Se entiende que las disposiciones del presente 

Convenio no deberán interpretarse para impedir la 
aplicación por un Estado Contratante de las disposi-
ciones contra la evasión previstas por su legislación 
interna.

2. Se entiende que los beneficios previstos en este 
Convenio no podrán ser concedidos a un residente 
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de un Estado Contratante que no sea el beneficiario 
efectivo de las rentas procedentes del otro Estado 
Contratante.

3. Las disposiciones del presente Convenio no se 
aplicarán si el propósito principal o uno de los pro-
pósitos principales de cualquier persona relacionada 
con la creación o asignación de la propiedad o de 
un derecho con respecto de los cuales se pagan las 
rentas fue el de tomar ventaja de estas disposiciones 
por medio de dicha creación o asignación.

ARTÍCULO 27
ASISTENCIA EN LA RECAUDACIÓN  

DE IMPUESTOS
1. Los Estados Contratantes se prestarán asis-

tencia mutua en la recaudación de sus créditos 
tributarios. Esta asistencia no está limitada por los 
artículos 1 y 2. Las autoridades competentes de los 
Estados Contratantes podrán establecer de mutuo 
acuerdo el modo de aplicación de este artículo.

2. El término “crédito tributario” en el sentido 
de este artículo, significa todo importe debido en 
concepto de impuestos de toda clase y naturaleza 
exigibles por los Estados Contratantes, sus subdi-
visiones políticas o administrativas o sus entidades 
locales, en la medida en que esta imposición no sea 
contraria al presente Convenio o a cualquier otro 
instrumento del que los Estados Contratantes sean 
parte; la expresión comprende igualmente los inte-
reses, sanciones administrativas y costes de recau-
dación o de establecimiento de medidas cautelares 
relacionados con dicho importe.

3. Cuando un crédito tributario de un Estado 
Contratante sea exigible en virtud del Derecho de 
ese Estado y el deudor sea una persona que con-
forme al Derecho de ese Estado no pueda impedir 
en ese momento su recaudación, las autoridades 
competentes del otro Estado Contratante, a petición 
de las autoridades competentes del primer Estado, 
aceptarán dicho crédito tributario para los fines de 
su recaudación por ese otro Estado.

Dicho otro Estado recaudará el crédito tributario 
de acuerdo con lo dispuesto en su legislación relativa 
a la aplicación y recaudación de sus propios impues-
tos como si se tratara de un crédito tributario propio.

4. Cuando un crédito tributario de un Estado Con-
tratante sea de naturaleza tal que ese Estado pueda, 
en virtud de su Derecho interno, adoptar medidas 
cautelares que aseguren su recaudación, las autori-
dades competentes del otro Estado Contratante, a 
petición de las autoridades competentes del primer 
Estado, aceptarán dicho crédito tributario para los 
fines de adoptar tales medidas cautelares. Ese otro 
Estado adoptará las medidas cautelares de acuerdo 
con lo dispuesto en su legislación como si se tratara 
de un crédito tributario propio, aun cuando en el 
momento de aplicación de dichas medidas el crédito 
tributario no fuera exigible en el Estado mencionado 
en primer lugar o su deudor fuera una persona con 
derecho a impedir su recaudación.

5. No obstante lo dispuesto en los apartados 3 
y 4, un crédito tributario aceptado por un Estado 
Contratante a los efectos de dichos apartados, no 
estará sujeto en ese Estado a la prescripción o pre-
lación aplicables a los créditos tributarios conforme 

a su Derecho interno por razón de su naturaleza de 
crédito tributario. Asimismo, un crédito tributario 
aceptado por un Estado Contratante a los efectos 
de los apartados 3 o 4 no disfrutará en ese Estado 
de las prelaciones aplicables los créditos tributarios 
en virtud del Derecho del otro Estado Contratante.

6. Ningún procedimiento relativo a la asistencia, 
validez o cuantía del crédito tributario de un Estado 
Contratante podrá incoarse ante los tribunales u ór-
ganos administrativos del otro Estado Contratante.

7. Cuando en un momento posterior a la solicitud 
de recaudación realizada por un Estado Contratante 
en virtud de los apartados 3 o 4, y previo a su recau-
dación y remisión por el otro Estado Contratante, 
el crédito tributario dejará de ser:

a) en el caso de una solicitud presentada en vir-
tud del apartado 3, un crédito exigible conforme al 
Derecho interno del Estado mencionado en primer 
lugar y cuyo deudor fuera una persona que en ese 
momento y según el Derecho de ese Estado no 
pudiera impedir su recaudación, o

b) en el caso de una solicitud presentada en virtud 
del apartado 4, un crédito con respecto al cual, con-
forme al Derecho interno del Estado mencionado en 
primer lugar, pudieran adoptarse medidas cautelares 
para asegurar su recaudación.

Las autoridades competentes del Estado mencio-
nado en primer lugar notificarán sin dilación a las 
autoridades competentes del otro Estado ese hecho y, 
según decida ese otro Estado, el Estado mencionado 
en primer lugar suspenderá o retirará su solicitud.

8. En ningún caso las disposiciones de este ar-
tículo se interpretarán en el sentido de obligar a un 
Estado Contratante a:

a) adoptar medidas administrativas contrarias a 
su legislación o práctica administrativa o a las del 
otro Estado Contratante;

b) adoptar medidas contrarias al orden público;
c) suministrar asistencia cuando el otro Estado 

Contratante no haya aplicado, razonablemente, 
todas las medidas cautelares o para la recaudación, 
según sea el caso, de que disponga conforme a su 
legislación o práctica administrativa;

d) suministrar asistencia en aquellos casos en que 
la carga administrativa para ese Estado esté clara-
mente desproporcionada con respecto al beneficio 
que vaya a obtener el otro Estado Contratante.

ARTÍCULO 28
MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS 

Y DE OFICINAS CONSULARES
Las disposiciones del presente Convenio no 

afectarán a los privilegios fiscales de que disfruten 
los miembros de las misiones diplomáticas o de las 
oficinas consulares de acuerdo con los principios 
generales del derecho internacional o en virtud de 
las disposiciones de acuerdos especiales.

CAPÍTULO VI
DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 29
ENTRADA EN VIGOR

El presente Convenio entrará en vigor treinta días 
después de la fecha de recibo de la última notifica-
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ción, por escrito y a través de la vía diplomática, 
manifestando que todos los procedimientos internos 
de cada Estado Contratante para dicho efecto han 
sido cumplidos.

Las disposiciones del presente Convenio surtirán 
efecto en Colombia y en Portugal:

a) respecto de los impuestos retenidos en la fuente, 
por el hecho generador que ocurra en o después del 
primer día de enero del año calendario siguiente en 
el cual el presente Convenio entre en vigor;

b) respecto a los demás impuestos, para las rentas 
obtenidas en cualquier año fiscal que comience en o 
después del primer día de enero del año calendario 
siguiente en el cual el presente Convenio entre en 
vigor.

ARTÍCULO 30
VIGENCIA Y TERMINACIÓN

1. Una vez transcurrido un periodo inicial de 
cinco años, el presente Convenio permanecerá en 
vigor durante un periodo indeterminado.

2. Una vez transcurrido un periodo inicial de cinco 
años, cualquier Estado Contratante podrá denunciar 
el presente Convenio notificándolo por escrito y a 
través de la vía diplomática, antes del primer día de 
julio de un año calendario.

3. En caso de denuncia, el presente Convenio 
cesará de surtir efectos, en Colombia y en Portugal:

a) respecto de los impuesto retenidos en la fuente, 
por el hecho generador que ocurra en o después del 
primer día de enero del año calendario siguiente 
especificado en el aviso de terminación;

b) respecto a los demás impuestos, para las rentas 
obtenidas en el año fiscal que comience en o después 
del primer día de enero del año calendario siguiente 
especificado en el aviso de terminación.

EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, de-
bidamente autorizados para ello, firman el presente 
Convenio.

HECHO por duplicado en Bogotá el día 30 de 
agosto, 2010, en idioma español, portugués e inglés, 
siendo todos los textos igualmente auténticos. En 
caso de cualquier divergencia en la interpretación 
del texto del presente Convenio, prevalecerá el 
texto en inglés.

PROTOCOLO DEL CONVENIO ENTRE LA 
REPÚBLICA PORTUGUESA Y LA REPÚBLI-
CA DE COLOMBIA PARA EVITAR LA DOBLE 
IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN 
FISCAL EN RELACIÓN CON EL IMPUESTO 

SOBRE LA RENTA
Al firmar el Convenio entre la República Por-

tuguesa y la República de Colombia para Evitar 
la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión 
Fiscal en relación con el Impuesto sobre la Renta 
(en lo sucesivo “el Convenio”), los firmantes han 
convenido que las siguientes disposiciones forman 
parte integrante del Convenio:

1. En relación con el apartado 3 del artículo 5
A los efectos del cálculo de los límites establecidos 

en el apartado 3 del artículo 5 del presente Convenio, 
las actividades realizadas por una empresa asociada 
a otra empresa en el sentido del artículo 9, serán 
agregadas al periodo durante el cual son realizadas 
las actividades por la empresa de la que es asociada, 
si las actividades de ambas empresas son idénticas 
o sustancialmente similares y son realizadas en 
relación con el mismo sitio o proyecto.

2. En relación con el apartado 3 del artículo 7
Para la aplicación del apartado 3 del artículo 7 del 

Convenio, la deducibilidad de gastos se determinará 
de acuerdo con la legislación interna del Estado 
Contratante en el cual esta ubicado el establecimiento 
permanente siempre que se cumplan los requisitos, 
condiciones y limitaciones a las cuales están sujetos.

3. En relación con el apartado 3 del artículo 8
Se acuerda que cuando sociedades de diferentes 

países han acordado llevar a cabo actividades de 
transporte aéreo por medio de un consorcio o una 
forma similar de asociación, las disposiciones del 
apartado 1 del artículo 8 del Convenio aplicarán a 
la parte de las utilidades del consorcio o asociación 
como corresponda a la participación que tenga en 
ese consorcio o asociación una sociedad que es 
residente de un Estado Contratante.

4. En relación con el artículo 10
Para el caso de Colombia, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el apartado 2 del artículo 10 del Con-
venio, cuando la sociedad residente en Colombia 
no haya pagado el impuesto sobre la renta sobre las 
utilidades que se reportan a los socios o accionistas 
en exceso del límite máximo no gravado contenido 
en el artículo 49 y en el parágrafo 1 de artículo 245 
del Estatuto Tributario, el dividendo que se reparta 
podrá someterse en Colombia a la tarifa del 33%, 
si el beneficiario efectivo del dividendo es un socio 
o accionista residente en Portugal.

5. En relación con el artículo 12
a) Si, después de la firma el Convenio, Colombia 

concluye con un tercer Estado un Convenio que 
incluya disposiciones relativas a la asistencia téc-
nica, servicios técnicos o servicios de consultoría 
que son más favorables que los previstos por el 
artículo 12 del Convenio, dichas disposiciones se 
aplicarán automáticamente al Convenio, bajo las 
mismas condiciones como si ellas hubieran sido 
incluidas en el Convenio. Dichas disposiciones se 
aplicarán al Convenio desde la fecha de entrada 
en vigor del Convenio con el tercer Estado. La 
autoridad competente de Colombia informará sin 
demora a la autoridad competente de Portugal 
que las condiciones de aplicación del presente 
apartado se han cumplido.

b) Con relación al apartado 3 del artículo 12, se 
acuerda que el término “regalías” también incluye 
las ganancias derivadas de la enajenación de los 
derechos o propiedad mencionada en el apartado 3 
del artículo 12 del Convenio en la medida en que 
estas ganancias dependen de la productividad, uso 
o disposición de los mismos.
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EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, de-
bidamente autorizados para ello, firman el presente 
Protocolo.

HECHO por duplicado en Bogotá el día 30 de 
agosto 2010, en idioma español, portugués e inglés, 
siendo todos los textos igualmente auténticos. En 
caso de cualquier divergencia en la interpretación 
del texto del presente Protocolo, prevalecerá el 
texto en inglés.

LA SUSCRITA COORDINADORA DEL GRU-
PO INTERNO DE TRABAJO DE TRATADOS 
DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 
INTERNACIONALES DEL MINISTERIO DE 
RELACIONES EXTERIORES,

CERTIFICA:
Que, la reproducción del texto que antecede es 

copia fiel y completa de la copia que reposa en el 
archivo del Grupo Interno de Trabajo de Tratados 
de la Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales 
del texto del “Convenio entre la República Portu-
guesa y la República de Colombia para evitar la 
doble imposición y para prevenir la evasión fiscal 
en relación con el impuesto sobre la renta” y su 
“Protocolo”, suscritos en Bogotá D. C., República 
de Colombia, el 30 de agosto de 2010 y del “Canje 
de Notas entre la República Portuguesa y la Repú-
blica de Colombia por medio del cual se corrigen 
imprecisiones en la traducción en las versiones en 
español, inglés y portugués del Convenio entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia 
para evitar la doble imposición y para prevenir la 
evasión fiscal en relación con el impuesto sobre la 
renta” .

Dada en Bogotá, D. C., a los dieciocho (18) días 
del mes de septiembre de dos mil doce (2012).

La Coordinadora del Grupo Interno de Trabajo 
de Tratados, Dirección de Asuntos Jurídicos Inter-
nacionales,

Alejandra Valencia Gärtner.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cum-

plimiento de los artículos 150 numeral 16 y 189 
numeral 2 y 224 de la Constitución Política de Co-
lombia, presentamos a consideración del honorable 
Congreso de la República el proyecto de ley “por 
medio de la cual se aprueba el ‘Convenio entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia’ 
para evitar la doble imposición y para prevenir la 
evasión fiscal en relación con el impuesto sobre la 
renta” y su ‘Protocolo’, suscritos en Bogotá D. C., 
el 30 de agosto de 2010 y el ‘Canje de Notas entre 
la República Portuguesa y la República de Colom-
bia por medio del cual se corrigen imprecisiones 
en la traducción en las versiones en español, inglés 
y portugués del Convenio entre la República Por-
tuguesa y la República de Colombia para evitar la 

doble imposición y para prevenir la evasión fiscal 
en relación con el impuesto sobre la renta”.

I. LA DOBLE TRIBUTACIÓN  
INTERNACIONAL

La doble Tributación Internacional puede defi-
nirse, en términos generales, como la tributación 
de impuestos similares (concurrencia de normas 
impositivas), en dos o más Estados, a un mismo 
sujeto pasivo (contribuyente), respecto de un mis-
mo hecho generador (materia imponible), durante 
un mismo periodo de tiempo. Esta situación surge 
en gran parte debido a que, con fundamento en el 
poder impositivo propio de su soberanía, los Esta-
dos suelen determinar su relación jurídica tributaria 
con los sujetos pasivos con base tanto en criterios 
subjetivos como objetivos.

Tradicionalmente, siguiendo un criterio subjetivo, 
los Estados han buscado someter a imposición a 
sus residentes sobre la totalidad de su renta (renta 
mundial) y de su patrimonio, es decir sobre ingresos 
y activos tanto de fuente nacional como de fuente 
extranjera. Adicionalmente, adoptando un criterio 
objetivo, los Estados suelen a gravar todo negocio 
o actividad desarrollada en su territorio, sometien-
do a imposición las rentas allí generadas (renta de 
fuente nacional) y el patrimonio situado allí. Es así 
como, al haberse simultáneamente adoptado por la 
generalidad de los países un criterio que atiende a 
la residencia, con el fin de gravar toda renta que se 
produzca dentro y fuera de su territorio, y otro que 
apela al territorio, para someter a imposición la renta 
obtenida por residentes y no residentes en el mismo, 
se puede configurar el fenómeno más representativo 
de la doble tributación internacional, el denominado 
conflicto fuente- residencia.

Los llamados conflictos fuente-fuente y residen-
cia-residencia se refieren a las otras dos posibles 
causas de la doble tributación internacional. El 
primero de dichos conflictos surge, principalmente, 
por la diferente conceptualización de la renta en los 
distintos sistemas legales, cuestión que ha llevado 
a dos o más Estados a caracterizar como de fuente 
nacional una misma renta o patrimonio, de tal suerte 
que su titular termina estando sometido a tributación 
en dos o más Estados que tratan dicha renta y/o 
patrimonio como habiendo surgido en cado uno de 
ellos. El segundo de los mencionados conflictos se 
presenta por la existencia de múltiples definiciones 
del concepto de residencia en distintas jurisdicciones, 
situación que ha suscitado que dos o más Estados 
consideren a un mismo sujeto pasivo como residente 
de su territorio y sometan a imposición la totalidad 
de su renta y/o de su patrimonio.

II. LOS ACUERDOS PARA EVITAR  
LA DOBLE TRIBUTACIÓN  

Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL
Desde comienzos del siglo XX, los Estados con 

mayor flujo de transacciones transfronterizas y sus 
residentes empezaron a reconocer que la existencia 
de la doble tributación internacional constituía un 
obstáculo a los flujos de rentas y a los movimientos 
de capital, bienes, servicios y personas de un Estado a 
otro. En efecto, la doble carga fiscal, sumada a la in-
certidumbre generada por la frecuente modificación 
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de las reglas aplicables en materia impositiva, no solo 
desestimula la inversión extranjera y distorsiona el 
comercio internacional, sino que determina la deci-
sión de inversionistas, exportadores e importadores 
de reinvertir y continuar canalizando sus bienes y 
servicios a través de un mercado particular.

Con el objeto de mitigar los efectos adversos 
asociados a la sobreimposición internacional, los 
Estados comenzaron a generar nuevas reglas de de-
recho. Esta normativa se fue implementando a través 
de dos mecanismos, uno unilateral, consagrado en 
la legislación interna de los Estados, y otro bilateral, 
desplegado a través de los acuerdos internacionales 
para evitar la doble tributación y prevenir la evasión 
fiscal [en adelante ADT].

Uno de los mecanismos unilaterales más común-
mente utilizados para eliminar la doble tributación 
internacional es el de imputación, crédito o descuento 
tributario. Conforme a este, los impuestos pagados 
en un Estado por un residente de otro Estado pueden 
ser descontados (restados) del impuesto a pagar 
sobre esas mismas rentas o patrimonio en ese otro 
Estado. Este mecanismo alivia la doble tributación 
exclusivamente con cargo al recaudo del Estado de 
la residencia, y en muchas ocasiones solo parcial-
mente, pues el descuento del impuesto pagado en 
el extranjero solo es procedente para ciertos con-
tribuyentes y para cierta clase de ingresos, y solo 
se permite hasta cierto límite (que generalmente 
corresponde al monto del impuesto generado so-
bre esa misma renta o patrimonio en el Estado de 
residencia). El mecanismo de crédito o descuento 
tributario se encuentra actualmente contemplado 
en la legislación colombiana en el artículo 254 del 
Estatuto Tributario.

Ahora, con el fin de compartir la carga asumida 
al aliviar la doble tributación y buscando garantizar 
mayor seguridad jurídica en materia impositiva 
respecto de las operaciones transfronterizas, los 
Estados –entre los cuales se destacan los miembros 
de la Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económico, (OCDE)– han preferido optar 
por solucionar los problemas más frecuentemente 
encontrados en materia de doble tributación inter-
nacional mediante el uso de mecanismos bilaterales 
consignados en los ADT. En efecto, dichos ADT 
se han erigido, en torno a modelos institucionales 
y han proliferado en las últimas décadas gracias a 
que no solo permiten aclarar, normalizar y garantizar 
la situación fiscal de los sujetos pasivos mediante 
instrumentos con alta vocación de permanencia, 
sino que además facultan a los Estados para imple-
mentar soluciones comunes en idénticos supuestos 
de doble tributación, en condiciones de equidad y 
reciprocidad atendiendo a la conveniencia.

Es así como los ADT han mostrado ser instru-
mentos muy eficaces para la eliminación de la doble 
tributación internacional, toda vez que mediante 
ellos se pueden establecer eventos en los que un 
solo Estado grava determinada renta, eliminando 
la doble imposición de plano, o pactar una tribu-
tación compartida limitando la tarifa del impuesto 
generado en el Estado de la fuente, caso en el cual 
el contribuyente puede en el Estado de la residencia 
pedir el descuento hasta de la totalidad del impuesto 

pagado en el otro Estado, eliminándose también 
así la doble tributación. Asimismo, en los casos en 
los que se pacta tributación compartida sometida a 
un límite en el Estado de la fuente, se proporciona 
estabilidad jurídica a los inversionistas extranjeros y 
a los inversionistas de Colombia en el exterior. Por 
último, a través de los ADT se establecen reglas para 
determinar la residencia de las personas, de manera 
que se reducen de forma notable los casos en que se 
puede presentar la doble tributación internacional 
producto de las diferentes definiciones de residencia 
que tienen los distintos Estados.

Ahora, tradicionalmente los ADT se han suscrito 
sobre la base de dos fines principales: 1) evitar la 
doble tributación respecto de sujetos pasivos in-
volucrados en transacciones transfronterizas y 2) 
mitigar los riesgos de subimposición promoviendo 
la cooperación y el intercambio de información 
entre Estados.

En cuanto al primer objetivo, merece la pena 
aclarar que, con el propósito de mitigar la doble 
tributación, partiendo de una base de reciprocidad, 
equidad y conveniencia, los ADT indefectiblemente 
delimitan el alcance de la potestad tributaria de los 
Estados. Así, como mencionado anteriormente, en 
algunos casos se asigna el derecho de imposición 
exclusiva a uno de los Estados contratantes, mientras 
que en otros se acuerda que los Estados parte del 
ADT compartan jurisdicción para gravar, limitan-
do las tarifas de los impuestos que se generen con 
el fin de minimizar o eliminar el doble gravamen 
internacional. En este sentido, los ADT no tienen 
incidencia en los elementos de determinación del 
tributo, tales como costos o deducciones, ni pueden 
interpretarse o utilizarse para crear exenciones de 
impuestos ni, por efecto del tratado, generar una 
doble no imposición en ambos Estados contratan-
tes, pues su designio es que una determinada renta 
o patrimonio no sea objeto, de doble tributación.

En relación con la segunda finalidad, debe subra-
yarse que los ADT generalmente contienen disposi-
ciones contra la no discriminación entre nacionales 
y extranjeros, así como mecanismos de resolución 
de controversias mediante un procedimiento amis-
toso. Además, regulan la cooperación internacional 
a través de mecanismos como el intercambio de 
información tributaría entre administraciones fisca-
les con el objeto de combatir la evasión y el fraude 
fiscal. Así, con la suscripción de los ADT se busca 
alcanzar un justo medio entre el control tributario 
y el ofrecimiento de mecanismos fiscales para ami-
norar los efectos adversos al comercio producto de 
la excesiva imposición.

III. LOS ADT EN COLOMBIA
Durante el anterior Gobierno, el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, (MHCP), y la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales, (DIAN), ini-
ciaron el análisis de los temas que atañen a la doble 
tributación internacional, habiendo logrado negociar 
y firmar los primeros ADT suscritos por Colombia, 
principalmente partiendo del modelo auspiciado por 
la OCDE y usando como base en ciertos aspectos 
puntuales el modelo acogido por la Organización de 
Naciones Unidas, ONU. Estos modelos han tenido 
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una gran influencia en la negociación, aplicación e 
interpretación de los ADT a nivel mundial y su uso 
se ha extendido prácticamente a todos los Estados, 
en tanto son permanentemente estudiados, anali-
zados, considerados, discutidos y actualizados, en 
respuesta a los continuos procesos de globalización 
y liberalización de las economías a nivel mundial.

Recientemente además, los ADT fueron reconoci-
dos como uno de los instrumentos para contribuir en 
la promoción tanto del flujo de inversión extranjera 
hacia Colombia, como de inversión de colombianos 
en el exterior, flujos de inversión ambos que fueron 
señalados como uno de los lineamientos estratégicos 
dentro de la política de inserción y relevancia interna-
cional del país, trazada para el periodo comprendido 
entre 2010 y 20141. No obstante lo anterior, Colombia 
ha concluido relativamente pocos ADT, contando 
hasta ahora con solo 5 Acuerdos en vigor –los ADT 
con la CAN (Decisión 578 de 2004), España (Ley 
1082 de 2006), Chile (Ley 1261 de 2008), Suiza 
(Ley 1344 de 2009) y Canadá (Ley 1459 de 2011). 
Mientras países de la región como México, Brasil, 
Venezuela, Chile y Argentina cuentan cada uno con 
una importante red de ADT, con los que se ha buscado 
eliminar la barrera de la sobreimposición en 38, 31, 31, 
27 y 17 mercados respectivamente, la participación 
de Colombia en la eliminación de la doble imposi-
ción representa tan solo el 0.16% del stock mundial 
(estimando que en el mundo actualmente existen 
aproximadamente más de 3.000 ADT en vigor)2. Esta 
situación, teniendo presente la política de inserción 
y relevancia internacional que ha sido permanente 
desde la promulgación de la Constitución Política 
de 1991 y que actualmente se encuentra plasmada 
en el Plan Nacional de Desarrollo vigente, crea una 
desventaja para Colombia no solo a nivel regional 
sino mundial, ya que la mayoría de inversionistas 
extranjeros se están viendo obligados a competir en 
el mercado colombiano con los sobrecostos asociados 
a la doble imposición, a la vez que inversionistas co-
lombianos en el exterior se encuentran compitiendo 
en la mayoría de mercados del mundo en condiciones 
desfavorables y de distorsión.

Así las cosas, Colombia ha emprendido la bús-
queda de mercados relevantes para los inversionistas 
colombianos, mercados cuyos inversionistas a su 
vez también se estén viendo o vayan a verse abo-
cados a competir en condiciones de distorsión en 
Colombia y cuyos gobiernos estén interesados y 
dispuestos a trabajar en torno a objetivos afines en 
términos de equidad y reciprocidad, tanto de jure 
como de facto. De tal manera que, inspirado en los 
modelos de la OCDE y la ONU, y sus comentarios 
oficiales, el Gobierno elaboró una propuesta de 
ADT que incluye algunas variaciones con el fin 
de responder adecuadamente a los intereses y al 
sistema tributario colombiano, texto que en esta 
oportunidad sirvió de base para negociar un ADT 
con Portugal.
1	 Dirección Nacional de Planeación. Bases del Plan 

Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para 
Todos”, Bogotá. 2011. pp. 513-514.

2	 Kobetsky, Michael. International Taxation of Permanent 
Establishments: Principies and Policy. Cambridge 
University Press, Cambridge, 2011. p. 1.

Portugal es una República con una economía de 
tamaño medio –similar en tamaño a la economía 
colombiana– que en términos comparativos ostenta 
un poder adquisitivo importante, en tanto su PIB per 
cápita es casi tres y media veces el colombiano3. 
El Gobierno estima que la suscripción de un ADT 
con la República de Portugal, habida cuenta las 
limitaciones actuales, constituye un paso correcto 
en el camino hacia la eliminación de la barrera de 
la sobreimposición, concordante con el objetivo 
de promover la inversión, y fundamental para la 
política de inserción y relevancia internacional de 
Colombia, puesto que tanto los flujos comerciales 
y de capital desde y hacia Portugal, como los movi-
mientos de rentas, sugieren que mejores condiciones 
de mercado con esta nación y con sus inversionistas 
podrían ser muy atractivos para el crecimiento de 
la economía Colombiana y viceversa.

El stock de inversión extranjera directa en 
Portugal es un 33% mayor al stock de inversión 
extranjera directa en Colombia, al tiempo que la 
inversión directa de portugueses en el exterior casi 
triplica el stock de inversión directa de colombianos 
en el exterior4. Adicionalmente, las exportaciones 
de Colombia hacia Portugal han crecido durante los 
últimos 5 años un total de 14,56%5. Estos movi-
mientos sugieren no solo que el mercado portugués 
es relevante en el contexto internacional, sino que 
es además importante para Colombia y viceversa. 
En el año 2010, más de 23 mil millones de dólares 
salieron del territorio portugués hacia el resto del 
mundo por concepto de rentas, cifra que representa 
más del 10% del PIB de dicho país6 y que indica no 
solo que las rentas internacionales son importantes 
en Portugal, sino que esta es una de las economías 
respecto de las cuales la eliminación de la doble 
tributación cobra mayor trascendencia. Si se tiene 
en cuenta que Portugal ha suscrito aproximadamente 
unos 56 ADT7, la carencia de un instrumento similar 
con respecto a Colombia revela que los inversionis-
tas Colombianos están con respecto a sus pares de 
56 otros mercados sujetos a competir en condiciones 
desfavorables, de modo que la suscripción de un 
ADT con Portugal es un paso requerido.

IV. “Convenio entre la República Portuguesa 
y la República de Colombia para evitar la doble 
imposición y para prevenir la evasión fiscal en 
relación con el Impuesto sobre la Renta”, su 
“Protocolo” y “Canje de notas entre la Repú-
blica Portuguesa y la República de Colombia 
por medio del cual se corrigen imprecisiones 
en la traducción en español, inglés y portugués 
del Convenio entre la República Portuguesa y 
la República de Colombia para evitar la doble 
imposición y para prevenir la evasión fiscal en 
relación con el impuesto sobre la renta”.

El Convenio entre la República Portuguesa y 
la República de Colombia para evitar la doble 
imposición y para prevenir la evasión fiscal en 
3	 Banco Mundial (2010).
4	 Centro de Comercio Internacional (2010).
5	 DANE (2011).
6	 Banco Mundial (2010).
7	 Oficina Internacional de Documentación Fiscal (2012).
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relación con el impuesto sobre la renta consta de 
seis capítulos, a saber:

• Capítulo I: Ámbito de aplicación del Convenio
• Capítulo II: Definiciones
• Capítulo III: Imposición de las rentas
• Capítulo IV: Métodos para eliminar la doble 

imposición
• Capítulo V: Disposiciones especiales
• Capítulo VI: Disposiciones finales.
El Convenio viene además acompañado del 

Protocolo del Convenio entre la República Portu-
guesa y la República de Colombia para evitar la 
doble imposición y para prevenir la evasión fiscal 
en relación con el impuesto sobre la renta, instru-
mento cuyas disposiciones forman parte integrante 
del Convenio.

El primer capítulo del Convenio está conformado 
por los artículos 1° y 2° que contemplan el ámbito 
de aplicación del Convenio; en él se identifican las 
personas a quienes cubre el Convenio y se relacio-
nan expresamente los impuestos sobre los cuales 
se aplicará.

En el capítulo segundo se define en detalle 
algunos términos y expresiones para efectos del 
Convenio. En este sentido, en él se encuentran 
definiciones sobre los Estados firmantes, así como 
términos o expresiones utilizados en el texto del 
Convenio, tales como “un Estado Contratante”, “el 
otro Estado Contratante”, “impuesto”, “persona”, 
“sociedad”, “empresa de un Estado Contratante”, 
“empresa del otro Estado Contratante”, “tráfico in-
ternacional”, “autoridad competente” y “nacional”. 
Además, se aclara que cualquier término o expresión 
no definido en el Convenio tendrá, a menos que de 
su contexto se infiera una interpretación diferente, 
el significado que en ese momento se le atribuya 
en virtud de la legislación del correspondiente 
Estado relativa a los impuestos que son objeto del 
Convenio. De igual manera, este capítulo contiene 
un artículo en el que se define la residencia y se 
establecen las reglas para resolver los conflictos 
que en relación con este punto surjan entre los 
Estados Contratantes. Adicionalmente, se define 
el concepto de “establecimiento permanente”, el 
cual es de particular importancia en el ámbito de los 
ADT, pues determina el poder de imposición de un 
Estado cuando en el mismo se realizan actividades 
empresariales permanentes por parte de un residente 
del otro Estado Contratante.

El tercer capítulo del Convenio comprende los 
artículos 6° a 21, en los cuales se define y delimita 
la potestad impositiva de los Estados contratantes en 
relación con el impuesto sobre la renta. Se destacan 
las siguientes disposiciones:

• Artículo 6° - “Rentas de bienes inmuebles”, 
que por su estrecho vínculo con el Estado en el 
que se encuentran ubicados los bienes inmuebles, 
se gravan principalmente en el Estado en el que 
se encuentran ubicados dichos bienes inmuebles;

• Artículo 7° - “Utilidades empresariales”, las 
cuales son gravadas por el país de residencia de la 
persona que ejerce la actividad empresarial, excepto 
cuando dicha actividad se lleva a cabo mediante 

un establecimiento permanente situado en el otro 
Estado Contratante, caso en el cual ese otro Estado 
podrá gravarlas;

• Artículo 8° - “Transporte marítimo y aéreo”, 
artículo que le asigna la facultad de gravar las rentas 
del transporte internacional únicamente al país de 
residencia de la empresa que ejerza la actividad de 
transporte internacional.

• Artículo 9° - “Empresas asociadas”, artículo 
que contiene disposiciones de control fiscal inter-
nacional, que buscan evitar la manipulación de 
precios entre empresas relacionadas con el fin de 
menoscabar la tributación de alguno de los Estados 
Contratantes;

• Artículo 10 - “Dividendos”, los cuales, al ser 
obtenidos por un residente de un Estado Contratante 
y distribuidos por parte de una sociedad residente 
del otro Estado Contratante pueden ser gravados 
por el Estado de residencia de tal sociedad a una 
tarifa reducida o limitada del 10%. Asimismo, el 
Estado de residencia del beneficiario de los divi-
dendos conserva facultad para gravarlos, pero con 
la obligación de otorgar un descuento tributario 
por el impuesto pagado en el Estado de la fuente, 
por lo que en este caso el Estado de la residencia y 
el Estado de la fuente comparten jurisdicción para 
gravar. Por último, en relación con los dividendos 
resulta pertinente resaltar que en los casos en que, 
por efectos de la legislación interna colombiana, 
la utilidad obtenida por una sociedad no resulte 
gravada en cabeza suya, en el Protocolo se previó 
la posibilidad de que, en aras de la reciprocidad, 
Colombia grave los dividendos repartidos con cargo 
a dichas utilidades a una tarifa del 33%;

• Artículo 11 - “Intereses”, los cuales, en 
general, se gravan de forma compartida entre el 
Estado de la residencia de quien percibe el interés 
y el Estado de la fuente, estando la tributación en 
el Estado de la fuente (Estado de residencia del 
deudor) sometida a un límite máximo del 10%;

• Artículo 12 - “Regalías”, artículo según el cual 
la jurisdicción para gravar las regalías (que corres-
ponden a las rentas provenientes de la explotación 
de marcas, patentes y toda clase de propiedad in-
dustrial y comercial) es compartida por el Estado de 
la residencia de quien percibe la regalía y el Estado 
de la fuente (Estado de residencia del pagador o 
usuario del derecho de autor o propiedad industrial 
etc.), estando la tributación en el Estado de la fuente 
sometida a un límite máximo del 10%. Esta tarifa, 
así como las demás consagradas en el Convenio, 
son las que en general pactan los países en vías de 
desarrollo con los países desarrollados. Por último, 
dentro de la definición de regalías se incluyeron 
otras rentas originadas en la prestación de servicios 
técnicos, asistencia técnica y consultoría, cuestión 
que en el Protocolo se sujetó al trato de nación más 
favorecida. En virtud de la mencionada cláusula de 
nación más favorecida las disposiciones más favora-
bles de otros ADT se aplicarán automáticamente al 
Convenio con Portugal, como si ellas hubiesen sido 
pactadas en este último Convenio, en el momento 
en que para Colombia entre en vigor el ADT que 
contenga las disposiciones más favorables;
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• Artículo 13 - “Ganancias de capital”, artículo 
que consagra diferentes reglas relativas a la tribu-
tación de las ganancias de capital, dependiendo del 
tipo de bien objeto de enajenación. Es así como en 
el artículo consagran las siguientes reglas:

(i) En el caso de los bienes inmuebles, la juris-
dicción para gravar es principalmente del Estado 
en el que se encuentra ubicado el bien;

(ii) En el caso de la enajenación de acciones en las 
que más de la mitad de su valor proceda de bienes 
inmuebles situados en el Estado de residencia de la 
sociedad emisora de las mismas, la jurisdicción para 
gravar es compartida por el Estado de la residencia 
del enajenante y el Estado de la fuente (Estado de 
residencia de la sociedad emisora de las acciones) 
sin sujeción, en el caso de este último, a ningún 
límite en cuanto a la tarifa;

(iii) En el caso de enajenación de buques y 
aeronaves explotados en tráfico internacional, la 
jurisdicción para gravar es exclusivamente del 
Estado en el que reside el enajenante; y

(iv) En el caso de la enajenación de acciones u 
otros derechos representativos del capital de socie-
dades distintas a las mencionadas en el punto (ii) 
anterior, la jurisdicción para gravar es compartida 
entre el Estado de residencia del enajenante y el Es-
tado de la fuente (Estado de residencia de la sociedad 
emisora de las acciones o derechos), siempre que 
el enajenante haya poseído en cualquier momento 
de los 12 meses anteriores a la enajenación más 
del 25% del capital de la sociedad. En este último 
evento, la tarifa del impuesto generado en el Estado 
de la fuente no podrá superar el 20%.

Artículo 15 - “Servicios personales dependien-
tes”, artículo en virtud del cual las rentas prove-
nientes del trabajo dependiente se gravan en el 
Estado de residencia del beneficiario, siempre y 
cuando dicho beneficiario no permanezca en el otro 
Estado Contratante por un periodo o periodos cuya 
duración exceda en conjunto 183 días en cualquier 
lapso de doce meses, que comience o termine en 
el año fiscal considerado, y su remuneración no le 
sea pagada por o por cuenta de un residente de ese 
otro Estado Contratante o de un establecimiento 
permanente situado en él.

El capítulo cuarto del Convenio consagra los 
métodos para eliminar la doble tributación en 
cada Estado Contratante y el capítulo quinto, 
correspondiente a los artículos 23 a 28, contiene 
disposiciones especiales. En este último conviene 
destacar el artículo 26 que consagra una cláusula de 
limitación de beneficios, instrumento para la lucha 
contra el fraude o la evasión fiscal que impide el 
abuso del Convenio y propende por la colaboración 
entre las autoridades administrativas mediante el 
uso del mecanismo de consultas, cuyo objetivo 
es negar los beneficios del Convenio a cualquier 
persona o con respecto a cualquier transacción 
que se considere abusiva. Este capítulo también 
contiene una disposición de no discriminación que 
garantiza igual tratamiento para los nacionales de 
un Estado contratante con respecto a los nacio-
nales del otro Estado Contratante. Es pertinente 
subrayar también la inclusión de la disposición que 

consagra el intercambio de información tributaria 
de acuerdo con los estándares internacionalmente 
aceptados, la cual resulta de vital importancia 
para las administraciones tributarias en su labor 
de prevención y lucha contra la evasión fiscal 
internacional.

Por último, el capítulo final del Convenio con-
tiene dos disposiciones sobre su entrada en vigor 
y terminación.

Por su parte, el Canje de Notas entre la República 
Portuguesa y la República de Colombia por medio 
del cual se corrigen imprecisiones en la traducción 
en las versiones en español, inglés y portugués 
del Convenio, propende por la clarificación de 
términos en las mencionadas lenguas con miras a 
que las tres versiones del citado instrumento sean 
verdaderamente equivalentes en lo que atiende a 
su significado e interpretación.

De los honorables Congresistas,
María Ángela Holguín Cuéllar,

Ministra de Relaciones Exteriores.
Mauricio Cárdenas Santamaría,

Ministro de Hacienda y Crédito Público.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C. 3 de octubre de 2012
Autorizado. Sométase a la consideración del 

honorable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Convenio entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia 
para evitar la doble imposición y para prevenir la 
evasión fiscal en relación con el Impuesto Sobre 
la Renta” y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá, 
D. C., República de Colombia, el 30 de agosto 
de 2010 y el “Canje de Notas entre la República 
Portuguesa y la República de Colombia por medio 
del cual se corrigen imprecisiones en la traducción 
en las versiones en español, inglés y portugués del 
Convenio entre la República Portuguesa y la Repú-
blica de Colombia para evitar la doble imposición 
y para prevenir la evasión fiscal en relación con el 
Impuesto sobre la Renta”.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Convenio 
entre la República Portuguesa y la República de 
Colombia para evitar la doble imposición y para 
prevenir la evasión fiscal en relación con el Im-
puesto sobre la Renta” y su “Protocolo”, suscritos 
en Bogotá, D .C., República de Colombia, el 30 
de agosto de 2010 y, el “Canje de notas entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia 
por medio del cual se corrigen imprecisiones en 
la traducción en las versiones en español, inglés 
y portugués del Convenio entre la República Por-
tuguesa y la República de Colombia para evitar la 
doble imposición y para prevenir la evasión fiscal 
en relación con el impuesto sobre la renta”, que por 
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el artículo 1° de esta ley que se aprueba, obligarán 
a la República de Colombia a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los…
Presentado al honorable Congreso de la Repú-

blica por la Ministra de Relaciones Exteriores y el 
Ministro de Hacienda y Crédito Público.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Ángela Holguín Cuéllar.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público.
Mauricio Cárdenas Santamaría.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 3 de octubre de 2012
Autorizado. Sométanse a la consideración del 

honorable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) María Ángela Holguín Cuéllar.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Convenio entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia 
para evitar la doble imposición y para prevenir la 
evasión fiscal en relación con el Impuesto sobre la 
Renta” y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá, D. C., 
República de Colombia, el 30 de agosto de 2010, 
y el canje de notas entre la República Portuguesa 
y la República de Colombia por medio del cual 
se corrigen imprecisiones en la traducción en las 
versiones en español, inglés y portugués del “Con-
venio entre la República Portuguesa y la República 
de Colombia” para evitar la doble imposición y 
para prevenir la evasión fiscal en relación con el 
Impuesto sobre la Renta.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Convenio entre 
la República Portuguesa y la República de Colombia 
para evitar la doble imposición y para prevenir la 

evasión fiscal en relación con el Impuesto sobre la 
Renta” y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá, D. C., 
República de Colombia, el 30 de agosto de 2010, y 
el Canje de notas entre la República Portuguesa y la 
República de Colombia por medio del cual se corrigen 
imprecisiones en la traducción en las versiones en 
español, inglés y portugués del “Convenio entre la 
República Portuguesa y la República de Colombia 
para evitar la doble imposición y para prevenir la 
evasión fiscal en relación con el Impuesto sobre la 
Renta” que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, 
obligarán a la República de Colombia a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO 
NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Consti-

tucional, conforme al artículo 241-10 de la Cons-
titución Política.

Dada en Bogotá, D. C., a los 17 de diciembre 
de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín Cuéllar.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

*  *  * 

LEY 1693 DE 2013
(diciembre 17)

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo Sustitutorio del Convenio  
Simón Rodríguez”, suscrito en Valencia, República Bolivariana de Venezuela, 

el 23 de junio de 2001.

El Congreso de la República
Visto el texto del “Protocolo Sustitutivo del 

Convenio Simón Rodríguez”, suscrito en Valen-
cia, República Bolivariana de Venezuela, el 23 
de junio de 2001.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia fiel y 
completa en castellano del Protocolo, el cual cons-
ta de cinco (5) folios, certificados por el Director 
General de la Secretaría General de la Comunidad 
Andina, documento que reposa en el Archivo del 
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Grupo Interno de Trabajo de Tratados de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministerio 
de Relaciones Exteriores).

Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón 
Rodríguez

Los Gobiernos de las Repúblicas de Bolivia, 
Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela; Conven-
cidos de la necesidad de impulsar la coordinación 
de políticas en los asuntos sociolaborales que 
serán fundamentales en la marcha del Mercado 
Común Andino y la Agenda Social Subregional, 
según las directrices emanadas del Consejo Pre-
sidencial Andino;

Animados por el propósito de orientar estos 
asuntos sociolaborales dentro de un marco de acción 
subregional concertada, fomentando, asimismo, la 
activa participación de los sectores empresarial y 
laboral andinos en este esfuerzo;

Decididos a establecer una base institucional que 
permita contribuir efectivamente con el desarrollo 
de estos asuntos sociolaborales en el marco del 
Sistema Andino de Integración;

Reconociendo la importancia de la figura del 
ilustre humanista don Simón Rodríguez, maestro 
del Libertador Simón Bolívar, en cuyo homenaje 
este Convenio lleva su nombre;

Han resuelto sustituir el texto del Convenio 
Simón Rodríguez en los términos siguientes:

Capítulo I
Definición

Artículo 1°. El Convenio Simón Rodríguez es el 
Foro de Debate, Participación y Coordinación para 
los temas sociolaborales de la Comunidad Andina 
y forma parte del Sistema Andino de Integración.

Capítulo II
Objetivos

Artículo 2°. Son objetivos del Convenio Simón 
Rodríguez:

a) Proponer y debatir iniciativas en los temas 
vinculados al ámbito sociolaboral que signifiquen un 
aporte efectivo al desarrollo de la Agenda Social de 
la Subregión, contribuyendo con la actividad de los 
demás órganos del Sistema Andino de Integración;

b) Definir y coordinar las políticas comunitarias 
referentes al fomento del empleo, la formación y 
capacitación laboral, la salud y seguridad en el tra-
bajo, la seguridad social, las migraciones laborales; 
así como otros temas que puedan determinar los 
países Miembros; y

c) Proponer y diseñar acciones de cooperación 
y coordinación entre los países Miembros en la 
temática sociolaboral andina.

Capítulo III
Órganos

Artículo 3°. El Convenio Simón Rodríguez está 
conformado por:

a) La Conferencia;
b) Las Comisiones Especializadas de Trabajo; y
c) La Secretaría Técnica.
Artículo 4°. La Conferencia es la instancia 

máxima del Convenio y se expresa mediante Re-
comendaciones adoptadas por consenso. Dicha 
Conferencia está integrada por:

a) Los Ministros de Trabajo de los países 
Miembros de la Comunidad Andina o sus repre-
sentantes;

b) Los Coordinadores de los Capítulos Nacio-
nales del Consejo Consultivo Empresarial Andino;

c) Los Coordinadores de los Capítulos Naciona-
les del Consejo Consultivo Laboral Andino.

Artículo 5°. La Conferencia será presidida por 
el Ministro de Trabajo del país que ocupa la Presi-
dencia del Consejo Presidencial Andino.

Artículo 6°. Son funciones de la Conferencia:
a) Adoptar Recomendaciones conducentes al 

logro de los objetivos señalados en este Convenio;
b) Evaluar la marcha del Convenio;
c) Estudiar y proponer modificaciones al Con-

venio;
d) Aprobar o modificar su propio Reglamento 

y el de las Comisiones Especializadas de Trabajo;
e) Aprobar el Programa Anual de actividades 

del Convenio;
f) Revisar y proponer anualmente el presupuesto 

para el funcionamiento del Convenio y remitirlo 
ante el Consejo Andino de Ministros de Relaciones 
Exteriores, el cual procederá a su consideración y 
aprobación;

g) Constituir las Comisiones Especializadas de 
Trabajo y evaluar sus informes;

h) Identificar los temas sociolaborales de la 
Agenda Social Subregional que pueden ser objeto 
de cooperación internacional; e

i) Conocer todos los demás asuntos referidos a 
los ámbitos de su competencia.

En el cumplimiento de las funciones menciona-
das, la Conferencia actuará por consenso.

Artículo 7°. La Conferencia celebrará Reuniones 
Ordinarias por lo menos una vez al año y Extraordi-
narias cuantas veces sean necesarias, según el proce-
dimiento fijado por el Reglamento de la Conferencia. 
Las Reuniones ordinarias y extraordinarias serán 
convocadas por la Secretaría Técnica, por encargo 
de la Presidencia de la Conferencia, y se celebrarán 
de preferencia en la sede de dicha Secretaría.

Artículo 8°. Las Recomendaciones adoptadas por 
la Conferencia y que esta solicite sean incorporadas 
a la legislación comunitaria andina, se remitirán al 
Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exte-
riores, por intermedio de la Secretaría General de la 
Comunidad Andina, a fin que se evalúe la adopción 
de las correspondientes Decisiones.

El Reglamento determinará el quórum y demás 
requisitos que debe observar la Conferencia para 
la adopción de las Recomendaciones.

Artículo 9°. Las Comisiones Especializadas de 
Trabajo se constituirán por decisión de la Confe-
rencia y brindarán asesoría al Convenio. Estarán 
integradas, de manera tripartita, por representantes 
designados por los Ministerios de Trabajo y por los 
Consejos Consultivos Empresarial y Laboral Andi-
nos, según procedimiento fijado por el Reglamento 
de dichas Comisiones.

Cada Comisión Especializada de Trabajo de-
signará un Coordinador y se reunirá las veces que 
señale la Conferencia.
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Artículo 10. Las Comisiones Especializadas de 
Trabajo podrán invitar a participar en sus debates, 
sin derecho a voto, a organismos internacionales, 
así como a organizaciones e instituciones de la so-
ciedad vinculadas con los temas objeto de análisis.

El Reglamento de las Comisiones Especializadas 
determinará las condiciones y modalidades de la 
participación más amplia de estas instituciones.

Artículo 11. Son funciones de las Comisiones 
Especializadas de Trabajo:

a) Preparar los documentos e informes que so-
licite la Conferencia;

b) Celebrar sus reuniones de trabajo según pro-
cedimiento fijado en su Reglamento;

c) Presentar a la Conferencia informes periódicos 
sobre el desarrollo de sus actividades; y

d) Realizar las demás actividades y estudios que 
la Conferencia le encomiende.

Artículo 12. La Secretaría Técnica es la instan-
cia de coordinación y apoyo del Convenio Simón 
Rodríguez. Sus funciones son:

a) Apoyar a la Conferencia en la elaboración de 
las propuestas de Recomendaciones conducentes al 
logro de los objetivos señalados en este Convenio;

b) Apoyar a la Conferencia en la evaluación de 
la marcha del Convenio;

c) Atender los encargos de la Conferencia y de 
las Comisiones Especializadas de Trabajo, mante-
niendo para ello vinculación permanente con los 
Ministerios de Trabajo y los Consejos Consultivos 
Empresarial y Laboral Andinos;

d) Proponer a la Conferencia las medidas necesa-
rias para el adecuado cumplimiento de los objetivos 
de este Convenio;

e) Elaborar el proyecto de presupuesto, el 
programa anual de actividades del Convenio y el 
informe de su ejecución, para consideración de la 
Conferencia;

f) Mantener vínculos de trabajo con organis-
mos internacionales, regionales, subregionales, 
organismos no gubernamentales, así como otros 
países, con la finalidad de intensificar sus relaciones, 
cooperación y asistencia técnica;

g) Elaborar, en coordinación con la Conferencia 
y con las Comisiones Especializadas de Trabajo, la 
agenda tentativa de sus reuniones y llevar las actas 
correspondientes; y

h) Las otras funciones que le encomiende la 
Conferencia.

Disposiciones Finales
Artículo 13. Cada País Miembro ratificará el 

presente Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón 
Rodríguez, conforme a sus respectivos ordenamien-
tos legales. Entrará en vigencia cuando todos los 
Países Miembros hayan efectuado el depósito del 
instrumento de ratificación.

Los instrumentos de ratificación serán deposi-
tados ante la Secretaría General de la Comunidad 
Andina, la cual comunicará la fecha de cada depósito 
a los Gobiernos de los Países Miembros.

Artículo 14. El Convenio Simón Rodríguez, 
como parte integrante del Sistema Andino de In-
tegración, regirá indefinidamente y no podrá ser 

denunciado independientemente del Acuerdo de 
Cartagena.

En caso de denuncia el País Miembro involucrado 
deberá cumplir con las obligaciones económicas 
contraídas que se encontraren pendientes de pago 
por dicho país respecto del Convenio.

Artículo 15. El presente Protocolo Sustitutorio 
del Convenio Simón Rodríguez no podrá ser suscrito 
ni ratificado con reservas.

Artículo 16. Después de su entrada en vigencia, 
el Presente Protocolo Sustitutorio del Convenio 
Simón Rodríguez quedará abierto a la adhesión 
de cualquier otro país que alcance la condición 
de País Miembro Asociado de la Comunidad 
Andina, teniéndose en cuenta los procedimientos 
que oportunamente señale el Consejo Andino de 
Ministros de Relaciones Exteriores y la Comisión 
de la Comunidad Andina.

Artículo 17. Sustitúyase el texto del Convenio 
Simón Rodríguez firmado en 1973 así como el texto 
de su Protocolo firmado en 1976, por el texto del 
presente Protocolo Sustitutorio.

Disposiciones Transitorias
Primera: La Secretaría General de la Comu-

nidad Andina asumirá las funciones de Secretaría 
Técnica del Convenio Simón Rodríguez, la Confe-
rencia podrá someter a consideración del Consejo 
Andino de Ministros de Relaciones Exteriores la 
conveniencia de establecer la sede permanente del 
Convenio en Quito, Ecuador.

En tanto persista lo señalado en el párrafo 
anterior, la Secretaría General de la Comunidad 
Andina administrará los recursos del Convenio. En 
tal sentido, elevará anualmente al Presidente de la 
Conferencia para su remisión al Consejo Andino 
de Ministros de Relaciones Exteriores, un informe 
sobre la ejecución del presupuesto del Convenio, 
la Secretaría General de la Comunidad Andina 
informará a la Conferencia, en cada una de sus re-
uniones, sobre el uso de los recursos del Convenio.

Segunda: La Secretaría General de la Comuni-
dad Andina presentará los proyectos de Reglamento 
de la Conferencia y de las Comisiones Especiali-
zadas de Trabajo en la primera reunión que celebre 
la Conferencia, para su consideración.

En fe de lo cual y habiendo encontrado sus Ple-
nos Poderes suficientes y en buena y debida forma, 
los respectivos Ministros de Relaciones Exteriores 
firman el presente instrumento.

Hecho en la ciudad de Valencia, República 
Bolivariana de Venezuela, a los veintitrés días del 
mes de junio del año dos mil uno.

Por el Gobierno de Bolivia
Javier Murillo de la Rocha.

Por el Gobierno de Colombia
Guillermo Fernández de Soto.

Por el Gobierno de Ecuador
Heinz Moeller Freile.

Por el Gobierno de Perú
Javier Pérez de Cuéllar.

Por el Gobierno de Venezuela
Luis Alfonso Dávila García.
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PROTOCOLO SUSTITUTORIO  
DEL CONVENIO SIMÓN RODRÍGUEZ

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento 

de lo dispuesto en los artículos 150 numeral 16, 189 
numeral 2 y 224 de la Constitución Política Colombiana, 
presentamos a consideración del honorable Congreso de 
la República, el proyecto de ley por medio de la cual se 
aprueba el “Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón 
Rodríguez” firmado el 23 de junio de 2001 en la ciudad 
de Valencia, República Bolivariana de Venezuela.

Antecedentes
Colombia forma parte de la Comunidad Andina 

de Naciones (CAN), la cual es una comunidad de 
cuatro países (Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú) 
que decidieron unirse voluntariamente con el objetivo 
de alcanzar un desarrollo más acelerado, más equi-
librado y autónomo, mediante la integración andina, 
suramericana y latinoamericana.

La CAN se rige por el Acuerdo de Cartagena firma-
do en Cartagena de Indias, Colombia, el 26 de mayo 
de 1969 y por el cual se crea la Comunidad Andina, 
teniendo como objetivos:

1. Promover el desarrollo equilibrado y armónico 
de los Países Miembros en condiciones de equidad, 
mediante la integración y la cooperación económica 
y social.

2. Acelerar su crecimiento y la generación de 
ocupación.

3. Facilitar su participación en el proceso de in-
tegración regional, con miras a la formación gradual 
de un mercado común latinoamericano.

4. Disminuir la vulnerabilidad externa y mejorar 
la posición de los Países Miembros en el contexto 
económico internacional.

5. Fortalecer la solidaridad subregional y reducir 
las diferencias de desarrollo existentes entre los Países 
Miembros.

Estos objetivos tienen la finalidad de procurar un 
mejoramiento persistente en el nivel de vida de los 
habitantes de la Subregión.

Para el desarrollo del tema Sociolaboral, se creó 
el Consejo Asesor de Ministros de Trabajo de la Co-
munidad Andina (CAMT), el cual nace por acuerdo 
de los Presidentes Andinos, con ocasión de su XII 
Consejo Presidencial, celebrado en Lima en junio de 
2000. Dicho acuerdo institucionalizó las actividades 
que ya venían desarrollando los Ministerios de Trabajo 
desde mayo de 1999.

En estos años se han logrado importantes avances 
en el seno de este Consejo Asesor, siendo uno de los 
resultados más destacados el apoyo técnico para la 
aprobación del Plan Integrado de Desarrollo Social de 
la Comunidad Andina (PIDS) así como de los Instru-

mentos Sociolaborales relativos a Migración Laboral, 
Seguridad y Salud en el Trabajo y Seguridad Social. 
También puede destacarse entre sus acciones, lograr 
que la Subregión cuente con un Observatorio Laboral 
Andino, propuesta integral en coordinación con los 
Consejos Consultivos Empresarial y Laboral Andinos.

Según lo establecido por la Decisión 666 de junio 
de 2007, el Ministerio de Trabajo y Previsión Social 
de Chile es invitado a participar de las actividades de 
este Consejo Asesor en su condición de País Miembro 
Asociado de la Comunidad Andina.

Siguiendo la normativa comunitaria andina, la 
Presidencia de este Consejo Asesor rota anualmente 
recayendo dicho encargo en el país que alfabéticamente 
le corresponde asumir la presidencia comunitaria.

Objetivo General
El Consejo Asesor de Ministros de Trabajo de la 

Comunidad Andina busca promover la dimensión 
sociolaboral del proceso de integración a través de 
una efectiva articulación de sus acciones con los 
Ministerios de Trabajo de la Subregión así como con 
los demás órganos e instituciones del Sistema Andino 
de Integración.

El Convenio Simón Rodríguez, fue suscrito en 
Caracas el 26 de octubre de 1973, este Convenio tenía 
por objeto: “adoptar estrategias y planes de acción que 
orienten la actividad de los organismos subregionales 
y nacionales, de modo que las medidas tendientes a 
alcanzar los objetivos del Acuerdo de Cartagena con-
duzcan al mejoramiento integral de las condiciones 
de vida y de trabajo en los países del Grupo Andino”.

En reunión del Consejo de Ministros de Trabajo 
realizada en Cartagena en 1999, Colombia propone 
la modificación del Convenio, para dar un espacio de 
participación tripartita en los temas sociolaborales, y 
ajustarlo a las normas laborales vigentes.

El Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón Ro-
dríguez fue suscrito por los Ministros de Relaciones 
Exteriores de los Países Miembros de la Comunidad 
Andina en la ciudad de Valencia, República Boliva-
riana de Venezuela, el 23 de julio de 2001, luego de 
más de dos años de trabajos del CAMT y sus equipos 
técnicos. El Protocolo sustituye los textos del Convenio 
firmado en el año 1973 así como su modificación del 
año 1976. Para esta época el Convenio Simón Rodrí-
guez funcionó como un foro exclusivo de Ministros 
de Trabajo de los países andinos.

El actual Protocolo Sustitutorio convierte el 
Convenio Simón Rodríguez en un Foro de Debate, 
de Participación y Coordinación para los temas 
sociolaborales de la CAN, forma parte del Sistema 
Andino de Integración (SAI). Participando de sus 
acciones los representantes del Consejo Asesor de 
Ministros de Trabajo y de los Consejos Consultivos 
Empresarial y Laboral Andinos.

La situación Actual del Protocolo Sustitutorio 
del Convenio Sociolaboral Simón Rodríguez en 
Colombia se resume de la siguiente manera:

En reunión en Cancillería efectuada el día 17 
de octubre de 2006, se pone a consideración del 
Ministerio de Relaciones Exteriores el Protocolo 
Sustitutorio del Convenio Simón Rodríguez, y donde 
este ministerio manifiesta que este Protocolo puede 
ser certificado siempre y cuando:
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“Exista la Voluntad Política del Ministerio de la 
Protección Social de su ratificación, situación que se 
dará en la medida en que se analice la conveniencia 
de nuestra participación”.

En agosto de 2009, se envió a la Comunidad 
Andina de Naciones, una carta de intención firmada 
por el Ministro de la Protección Social de Colombia, 
donde se manifiesta nuestro propósito de ratificar 
el Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón 
Rodríguez.

Colombia es el único país que no lo ha ratificado 
en el momento, los demás países lo hicieron en las 
siguientes fechas:

Perú 5 de diciembre de 2001
Ecuador 14 de abril de 2003
Bolivia 3 de diciembre de 2004
De acuerdo a lo anteriormente expresado y 

teniendo en cuenta que:
Que los Gobiernos de las Repúblicas de Bolivia, 

Colombia, Ecuador y Perú; convencidos de la 
necesidad de impulsar la coordinación de políticas en 
los asuntos sociolaborales que serán fundamentales 
en la marcha del Mercado Común Andino y la 
Agenda Social Subregional, según las directrices 
emanadas del Consejo Presidencial Andino;

Animados por el propósito de orientar estos 
asuntos sociolaborales dentro de un marco de acción 
Subregional concertada, fomentando asimismo la 
activa participación de los sectores empresariales y 
laborales en este esfuerzo;

Decididos a establecer una base institucional que 
permita contribuir efectivamente con el desarrollo de 
estos asuntos sociolaborales en el marco del Sistema 
Andino de Integración;

Reconociendo la importancia de la figura del 
ilustre humanista don Simón Rodríguez, maestro del 
Libertador Simón Bolívar, en cuyo homenaje este 
Convenio lleva su nombre;

Se ha resuelto sustituir el texto del Convenio Simón 
Rodríguez.

Adopción del Protocolo Sustitutorio
El Protocolo Sustitutorio se suscribió el 23 de junio 

de 2001, por Javier Murillo de la Roca, Gobierno de 
Bolivia; Guillermo Fernández de Soto, Gobierno de 
Colombia; Heinz Moeller Freile, Gobierno del Ecua-
dor; Javier Pérez de Cuéllar, Gobierno de Perú; Luis 
Alfonso Dávila García.

Objetivos del Convenio
Proponer y debatir iniciativas en los temas vin-

culados al ámbito sociolaboral que signifiquen un 
aporte efectivo al desarrollo de la Agenda Social de 
la Subregión, contribuyendo con la actividad de los 
demás órganos del Sistema Andino de Integración.

Definir y coordinar las políticas comunitarias 
referentes al fomento del empleo, la formación y ca-
pacitación laboral, la salud y seguridad en el trabajo, 
la seguridad social, las migraciones laborales; así 
como otros temas que puedan determinar los Países 
Miembros.

Promover y diseñar acciones de cooperación y 
coordinación entre los Países Miembros en la temática 
sociolaboral andina.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacio-
nal, a través de sus Ministerios de Relaciones Exte-
riores y de la Protección Social, solicita al honorable 
Congreso de la República, aprobar el “Protocolo 
Sustitutorio del Convenio Simón Rodríguez” firma-
do el 23 de junio de 2001 en la ciudad de Valencia, 
República Bolivariana de Venezuela.

Honorables Congresistas,
La Ministra de Relaciones Exteriores (Fdo.),

María Ángela Holguín Cuéllar.
El Ministro del Trabajo (Fdo.),

Rafael Pardo Rueda.
LA SUSCRITA COORDINADORA DEL GRUPO 

INTERNO DE TRABAJO DE TRATADOS DE LA 
DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS INTER-
NACIONALES DEL MINISTERIO DE RELACIO-
NES EXTERIORES,

CERTIFICA:
Que, la reproducción del texto que antecede es 

copia fiel y completa de la copia que reposa en el 
archivo del Grupo Interno de Trabajo de Tratados 
de la Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales 
del texto del “Protocolo Sustitutorio del Convenio 
Simón Rodríguez”, suscrito en Valencia, República 
Bolivariana de Venezuela, el 23 de junio de 2001.

Dada en Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del 
mes de marzo de dos mil doce (2012).

La Coordinadora del Grupo Interno de Trabajo 
de Tratados

Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales,
Alejandra Valencia Gärtner.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 3 de septiembre de 2003
Autorizado. Sométase a la consideración del ho-

norable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Carolina Barco Isakson.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Protocolo Sustitutorio 
del Convenio Simón Rodríguez”, suscrito en Valencia, 
República Bolivariana de Venezuela, el 23 de junio 
de 2001.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo 
Sustitutorio del Convenio Simón Rodríguez”, suscrito 
en Valencia, República Bolivariana de Venezuela, el 
23 de junio de 2001, que por el artículo primero de 
esta ley que se aprueba, obligará a la República de 
Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República 

por la Ministra de Relaciones Exteriores y el Ministro 
de Trabajo.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Ángela Holguín Cuéllar.

EL Ministro de Trabajo,
Rafael Pardo Rueda.
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 3 septiembre de 2003
Autorizado. Sométanse a la consideración del 

honorable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Carolina Barco Isakson.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Protocolo Sustitutorio 
del Simón Rodríguez” suscrito en Valencia, República 
Bolivariana de Venezuela el 23 de junio de 2001.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo 
Sustitutorio del Convenio Simón Rodríguez”, suscrito 
en Valencia, República Bolivariana de Venezuela, el 
23 de junio de 2001, que por el artículo 1° de esta 
ley se aprueba, obligará a la República de Colombia 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su publicación.

EL Presidente del honorable Senado la República,
Juan Fernando Cristo Bustos.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
El Presidente de la honorable Cámara de Repre-

sentantes,
Hernán Penagos Giraldo.

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucio-

nal, conforme al artículo 241-10 de la Constitución 
Política.

Dada en Bogotá, D. C., a los 17 de diciembre de 
2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín Cuéllar.
El Ministerio del Trabajo,

Rafael Pardo Rueda.

*   *   *

LEY 1695 DE 2013
(diciembre 17)

por medio de la cual se desarrolla el artículo 334 de la Constitución  
Política y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Incidente de impacto fiscal. De conformidad 
con lo señalado en el artículo 334 de la Constitución Política, 
el Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del 
Gobierno, una vez proferida la sentencia o los autos que se 
profieran con posterioridad a la misma, por cualquiera de las 
máximas corporaciones judiciales, podrá solicitar la apertura de 
un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio.

En todo caso, el Ministro de Hacienda y Crédito Pú-
blico será parte dentro del trámite.

Parágrafo. Bajo ninguna circunstancia se podrá invocar la 
sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos, restringir 
su alcance o negar su protección efectiva.

Artículo 2°. Procedencia. El incidente de impacto 
fiscal procederá respecto de todas las sentencias o los 
autos que se profieran con posterioridad a la misma, por 
las máximas corporaciones judiciales, cuando se altere 
la sostenibilidad fiscal, con independencia de la postura 
que haya adoptado dentro del proceso cualquier entidad 
u organismo de naturaleza pública, aun cuando no haya 
participado dentro del mismo.

Parágrafo. Cuando el incidente de impacto fiscal se 
solicite respecto de una sentencia de revisión, procederá 
incluso si en el trámite del respectivo proceso ya se había 
solicitado y tramitado.

Artículo 3°. Competencia. Conocerá del incidente de 
impacto fiscal la Sala Plena de la Corte Constitucional, la 
Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado o la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura, de la que haga parte el magistrado de la alta 
corporación que presentó la ponencia de la sentencia o de 
los autos que se profieran con posterioridad a la misma, 
sobre el cual se solicita el incidente.

Artículo 4°. Partes. Harán parte del procedimiento 
del incidente de impacto fiscal:

1. El solicitante del incidente de impacto fiscal, que 
podrá ser el Procurador General de la Nación o uno de 
los Ministros de Gobierno.

2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público.
3. Los demandantes y demandados dentro del proceso 

que dio origen a la sentencia o a los autos que se profieran 
con posterioridad a la misma, sobre el cual se solicita el 
incidente de impacto fiscal.

Artículo 5°. Presentación y sustentación del incidente. La 
solicitud de apertura del incidente de impacto fiscal deberá 
presentarse ante el magistrado de la alta corporación que 
presentó la ponencia de la sentencia o auto que se profirió con 
posterioridad a la misma, dentro del término de ejecutoria. 
Una vez revisado que se haya presentado en término, el juez 
concederá la apertura del incidente dentro de los cinco (5) 
días hábiles siguientes a la solicitud de apertura del incidente.
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El incidente se sustentará dentro de los treinta (30) 
días hábiles siguientes al día en que fue concedido, para 
que decida la Sala Plena de la Corte Constitucional, la 
Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado o la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura, según corresponda.

Pasado el término de treinta (30) días hábiles sin que 
el incidente se sustente, se declarará desierto.

Artículo 6°. Contenido del incidente. La sustenta-
ción del incidente de impacto fiscal deberá contener lo 
siguiente:

1. Las posibles consecuencias de la providencia en 
la sostenibilidad de las finanzas públicas.

2. Las condiciones específicas que explican dichas 
consecuencias.

3. Los planes concretos para el cumplimiento de la 
sentencia o de los autos que se profieran con posterioridad 
a la misma, que aseguren los derechos reconocidos en ella, 
en un marco de sostenibilidad fiscal.

Parágrafo. A la sustentación del incidente de impacto 
fiscal se acompañará como anexo concepto del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público.

Artículo 7°. Rechazo del incidente. La Corporación 
rechazará incidente, mediante auto susceptible de repo-
sición, y ordenará la devolución de sus anexos en los 
siguientes casos:

1. Cuando se presente por fuera del término previsto 
en la presente ley.

2. Cuando habiendo sido inadmitido no se hubiere 
corregido el incidente dentro de la oportunidad legal-
mente establecida.

Artículo 8°. Inadmisión del incidente. Se inadmitirá 
incidente que no reúna el contenido señalado en la presente 
ley, mediante auto susceptible de reposición, en el que 
se incluirán específica y puntualmente los elementos que 
requieren mayor detalle, los que la Corporación considera 
ausentes o la información que considere relevante, para 
que en los cinco (5) días siguientes a su notificación, el 
solicitante los aporte.

Artículo 9°. Admisión del incidente. Una vez presenta-
do y sustentado el incidente, la respectiva corporación lo 
admitirá, siempre y cuando reúna los requisitos señalados 
en la presente ley, mediante auto que no tendrá recursos.

El auto que admita el incidente dispondrá:
1. Que se notifique por estado al solicitante.
2. Que se notifique por estado al Ministerio de Ha-

cienda y Crédito Público.
3. Que se notifique por estado a las partes que hacían 

parte del proceso, sobre el cual se solicita la apertura del 
incidente de impacto fiscal.

4. Que se fije fecha para la audiencia de impacto fis-
cal, la cual deberá celebrarse dentro de los tres (3) días 
siguientes a la notificación por estado de todas las partes.

La admisión del incidente de impacto fiscal suspenderá 
los efectos de la sentencia o de los autos que se profieran 
con posterioridad a la misma, hasta que la respectiva Cor-
poración decida si procede a modular, modificar o diferir 
sus efectos, salvo que se trate de una acción de tutela.

Artículo 10. Desistimiento del incidente. De confor-
midad con lo señalado en el inciso 4° del artículo 334 
de la Constitución Política, el trámite del incidente de 
impacto fiscal es obligatorio. Razón por la cual, una 

vez sea notificado el auto que admite el incidente, no se 
podrá desistir de este.

Artículo 11. Audiencia de impacto fiscal. Durante la 
audiencia de impacto fiscal, el solicitante explicará las 
consecuencias de la sentencia o del auto que se profiera 
con posterioridad a la misma, en las finanzas públicas y el 
plan concreto para su cumplimiento. En dicha audiencia 
participarán las partes del respectivo proceso, quienes 
podrán presentar su posición respecto de la solicitud 
contenida en el incidente.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público deberá 
participar en la audiencia de que trata el presente artícu-
lo, así la solicitud de apertura del incidente de impacto 
fiscal haya sido presentada por el Procurador General 
de la Nación o un Ministro de Gobierno diferente al de 
Hacienda y Crédito Público.

En los eventos en que el incidente se presente respecto 
de una sentencia de tutela, en la audiencia participará el 
pleno de la sala de la respectiva Corporación. Cuando se 
trate de una sentencia de revisión de tutela participará el 
pleno de la Corte Constitucional.

Parágrafo. Las partes dentro del incidente de impacto 
fiscal no pueden dejar de asistir a la audiencia de impacto 
fiscal.

Artículo 12. Decisión. En los diez (10) días siguien-
tes a la realización de la audiencia a la que se refiere el 
artículo 11 de la presente ley, la Sala Plena de la Corte 
Constitucional, la Sala Plena de la Corte Suprema de 
Justicia, la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado o la Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura, según correspon-
da, decidirá por mayoría de sus miembros si procede a 
modular, modificar o diferir los efectos de la misma, sin 
que puedan cambiar el sentido del fallo, con el objeto 
de evitar alteraciones serias, de la sostenibilidad fiscal. 
Los magistrados podrán en escrito separado aclarar su 
voto o exponer las razones para salvarlo.

En los eventos en que el incidente se presente respec-
to de una sentencia de revisión de tutela, la decisión se 
tomará por mayoría del pleno de la Corporación.

Artículo 13. Recurso de insistencia. En contra de 
la providencia que falle el incidente de impacto fiscal 
procederá recurso de insistencia que suspenderá los 
efectos del fallo.

El recurso deberá interponerse ante la Corporación 
que falle el incidente de impacto fiscal, por escrito den-
tro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la 
providencia que falle el incidente y deberá contener las 
razones que lo sustente.

Artículo 14. Si la decisión que resuelve el incidente 
de impacto fiscal es contraria a la parte que solicita su 
apertura, se acatará el fallo en los términos que determine 
la alta corporación judicial, buscando con ello garantizar 
la primacía de los derechos fundamentales y la autonomía 
e independencia judicial. En todo caso, las máximas cor-
poraciones judiciales tendrán en cuenta el plan concreto 
de cumplimiento presentado por el Gobierno Nacional.

Artículo 15. Intervención del Ministro de Hacienda 
y Crédito Público. Con el fin de evitar alteraciones de 
la sostenibilidad fiscal, cualquiera de las máximas cor-
poraciones judiciales podrá, en cualquier momento del 
trámite de una acción judicial, solicitar la intervención 
del Ministro de Hacienda y Crédito Público, para conocer 
su opinión sobre los efectos de la controversia en la sos-
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tenibilidad de las finanzas públicas. Para tales efectos, la 
Corporación le dará a conocer el expediente del respectivo 
proceso y demás información que considere relevante.

La Corporación podrá adicionalmente plantear inte-
rrogantes puntuales al Ministro de Hacienda y Crédito 
Público en lo relacionado con temas específicos de su 
competencia.

En ningún caso el concepto que emita el Ministro 
de Hacienda y Crédito Público se entenderá como la 
presentación del incidente de impacto fiscal, ni será 
vinculante para la respectiva Corporación.

Artículo 16. Con el fin de evitar alteraciones en la 
sostenibilidad fiscal de las entidades territoriales, el juez 
al momento de proferir una sentencia que condene a un 
municipio o departamento, deberá tener en cuenta la capa-
cidad fiscal de la entidad territorial para dar cumplimiento 
a lo ordenado. Para tal efecto, y de conformidad con las 
condiciones del artículo 15 de la presente ley que resulten 
aplicables, cualquiera de las máximas corporaciones judi-
ciales podrá, durante cualquier etapa del proceso, solicitar 
al representante legal de la entidad territorial vinculada 
dentro del proceso, que emita concepto sobre los efectos 
de una eventual condena en las finanzas públicas.

Sin perjuicio de lo anterior, el Procurador General de 
la Nación o los Ministros del Gobierno podrán solicitar 
la apertura del incidente de impacto fiscal, si se altera 
la sostenibilidad fiscal de un municipio o departamento 

cuando resulte condenado por cualquiera de las máximas 
corporaciones judiciales.

Artículo 17. Vigencia. La presente ley rige a partir de 
la fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Juan Fernando Cristo Bustos.

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

Gregorio Eljach Pacheco.
El Presidente de la honorable Cámara de Represen-

tantes,
Hernán Penagos Giraldo.

El Secretario General de la honorable Cámara de 
Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano
REPÚBLICA DE COLOMBIA  

GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 17 diciembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior,

Aurelio Iragorri Valencia.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Alfonso Gómez Méndez.

*   *   *

LEY 1696 DE 2013
(diciembre 19)

por medio de la cual se dictan disposiciones penales y administrativas  
para sancionar la conducción bajo el influjo del alcohol  

u otras sustancias psicoactivas.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Objeto

Artículo 1°. La presente ley tiene por objeto 
establecer sanciones penales y administrativas a 
la conducción bajo el influjo del alcohol u otras 
sustancias psicoactivas.

CAPÍTULO II
Medidas Penales

Artículo 2°. Adiciónese un numeral al artículo 
110 de la Ley 599 de 2000, Código Penal, el cual 
quedará así:

Artículo 110. Circunstancias de agravación 
punitiva para el homicidio culposo. La pena prevista 
en el artículo anterior se aumentará:

(…)
6. Si al momento de cometer la conducta el 

agente estuviese conduciendo vehículo automotor 
bajo el grado de alcoholemia igual o superior al 
grado 1° o bajo el efecto de droga o sustancia que 

produzca dependencia física o síquica, y ello haya 
sido determinante para su ocurrencia, la pena se 
aumentará de las dos terceras partes al doble, en la 
pena principal y accesoria.

CAPÍTULO III
Medidas administrativas

Artículo 3°. Modifíquese el parágrafo del artí-
culo 26 de la Ley 769 de 2002, artículo modificado 
por el artículo 7° de la Ley 1383 de 2010, el cual 
quedará así: 

Parágrafo. La suspensión o cancelación de 
la Licencia de Conducción implica la entrega 
obligatoria del documento a la autoridad de 
tránsito competente para imponer la sanción 
por el periodo de la suspensión o a partir de la 
cancelación de ella.

La resolución de la autoridad de tránsito que 
establezca la responsabilidad e imponga la suspen-
sión o cancelación de la licencia de conducción, 
deberá contener la prohibición expresa al infrac-
tor de conducir vehículos automotores durante el 
tiempo que se le suspenda o cancele la licencia.
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La notificación de la suspensión o cancelación de 
la licencia de conducción, se realizará de conformi-
dad con las disposiciones aplicables del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.

Una vez se encuentre en firme la resolución de 
la autoridad de tránsito mediante la cual cancela la 
licencia de conducción, por las causales previstas en 
los numerales 6° y 7° de este artículo, se compulsarán 
copias de la actuación administrativa a la Fiscalía 
General de la Nación, para lo de su competencia.

Transcurridos veinticinco (25) años desde la 
cancelación, el conductor podrá volver a solicitar 
una nueva licencia de conducción.

Artículo 4°. Multas. Elimínese el numeral E.3 y 
créese el literal F en el artículo 131 de la Ley 769 
de 2002, modificado por el artículo 21 de la Ley 
1383 de 2010 así:

Artículo 131. Multas. Los infractores de las nor-
mas de tránsito serán sancionados con la imposición 
de multas, de acuerdo con el tipo de infracción, así:

[...]
F. Conducir bajo el influjo del alcohol o bajo 

los efectos de sustancias psicoactivas. Esta con-
ducta será sancionada con las multas establecidas 
en el artículo 152 de este Código. Si se trata de 
conductores de vehículos de servicio público, de 
transporte escolar o de instructor de conducción, 
la multa y el período de suspensión de la licencia 
se duplicarán. En todos los casos de embriaguez 
o alcoholemia el vehículo será inmovilizado.

El estado de embriaguez o alcoholemia se esta-
blecerá mediante una prueba que no cause lesión, la 
cual será determinada por el Instituto de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses.

Artículo 5°. El artículo 152 de la Ley 769 de 
2002, modificado por el artículo 1° de la Ley 1548 
de 2012, quedará así:

Artículo 152. Sanciones y grados de alcohole-
mia. Si hecha la prueba, se establece que el conductor 
se encuentra en alguno de los siguientes grados de 
alcoholemia, incurrirá en las sanciones respectivas, 
según el nivel de reincidencia correspondiente de 
conformidad con lo indicado a continuación para 
cada evento:

1. Grado cero de alcoholemia, entre 20 y 39 
mg de etanol/100 ml de sangre total, se impondrá:

1.1. Primera vez
1.1.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por un (1) año.
1.1.2. Multa correspondiente a noventa (90) 

salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).
1.1.3 Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante veinte 
(20) horas.

1.1.4 Inmovilización del vehículo por un (1) 
día hábil.

1.2. Segunda Vez
1.2.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por un (1) año.

1.2.2. Multa correspondiente a ciento treinta 
y cinco (135) salarios mínimos diarios legales 
vigentes (smdlv).

1.2.3. Realización de acciones comunitarias para 
la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante veinte 
(20) horas.

1.2.4. Inmovilización del vehículo por un (1) 
día hábil.

1.3. Tercera Vez
1.3.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por tres (3) años.
1.3.2. Multa correspondiente a ciento ochenta 

(180) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv).

1.3.3. Realización de acciones comunitarias para 
la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante treinta 
(30) horas.

1.3.4. Inmovilización del vehículo por tres (3) 
días hábiles.

2. Primer grado de embriaguez, entre 40 y 99 
mg de etanol/100 ml de sangre total, se impondrá:

2.1. Primera Vez
2.2.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por tres (3) años.
2.1.2. Multa correspondiente a ciento ochenta 

(180) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv).

2.1.3. Realización de acciones comunitarias para 
la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante treinta 
(30) horas.

2.1.4. Inmovilización del vehículo por tres (3) 
días hábiles.

2.2. Segunda Vez
2.2.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por seis (6) años.
2.2.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante cincuenta 
(50) horas. 

2.2.3. Multa correspondiente a doscientos setenta 
(270) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv). 

2.2.4. Inmovilización del vehículo por cinco (5) 
días hábiles. 

2.3. Tercera Vez 
2.3.1. Cancelación de la licencia de conducción. 
2.3.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante sesenta 
(60) horas. 

2.3.3. Multa correspondiente a trescientos sesen-
ta (360) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv). 

2.3.4. Inmovilización del vehículo por diez (10) 
días hábiles. 
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3. Segundo grado de embriaguez, entre 100 
y 149 mg de etanol/100 ml de sangre total, se 
impondrá: 

3.1. Primera Vez 
3.1.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por cinco (5) años. 
3.1.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante cuarenta 
(40) horas. 

3.1.3. Multa correspondiente a trescientos sesen-
ta (360) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv). 

3.1.4. Inmovilización del vehículo por seis (6) 
días hábiles. 

3.2. Segunda Vez 
3.2.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por diez (10) años. 
3.2.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante sesenta 
(60) horas. 

3.2.3. Multa correspondiente a quinientos 
cuarenta (540) salarios mínimos diarios legales 
vigentes (smdlv). 

3.2.4. Inmovilización del vehículo por diez (10) 
días hábiles. 

3.3. Tercera Vez 
3.3.1. Cancelación de la licencia de conducción. 
3.3.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante ochenta 
(80) horas. 

3.3.3. Multa correspondiente a setecientos veinte 
(720) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv). 

3.3.4 Inmovilización del vehículo por veinte 
(20) días hábiles. 

4. Tercer grado de embriaguez, desde 150 
mg de etanol/100 ml de sangre total en adelante, 
se impondrá: 

4.1. Primera Vez 
4.1.1. Suspensión de la licencia de conducción 

por diez (10) años. 
4.1.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancia psicoactivas, durante cincuenta 
(50) horas. 

4.1.3. Multa correspondiente a setecientos veinte 
(720) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv). 

4.1.4. Inmovilización del vehículo por diez (10) 
días hábiles. 

4.2. Segunda Vez 
4.2.1. Cancelación de la licencia de conducción. 
4.2.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante ochenta 
(80) horas. 

4.2.3. Multa correspondiente a mil ochenta 
(1.080) salarios mínimos diarios legales vigentes 
(smdlv). 

4.2.4. Inmovilización del vehículo por veinte 
(20) días hábiles. 

4.3. Tercera Vez 
4.3.1. Cancelación de la licencia de conducción. 
4.3.2. Realización de acciones comunitarias para 

la prevención de la conducción bajo el influjo del 
alcohol o sustancias psicoactivas, durante noventa 
(90) horas. 

4.3.3. Multa correspondiente a mil cuatrocientos 
cuarenta (1.440) salarios mínimos diarios legales 
vigentes (smdlv). 

4.3.4. Inmovilización del vehículo por veinte 
(20) días hábiles. 

Parágrafo 1°. Si el conductor reincide en un 
grado de alcoholemia distinto a aquel en el que 
fue sorprendido la última vez, se le aplicarán las 
sanciones del grado en el que sea hallado. 

Para determinar el orden de reincidencia que co-
rresponda, será considerado el número de ocasiones 
en que haya sido sancionado con antelación, por 
conducir bajo el influjo de alcohol en cualquiera 
de los grados previstos en este artículo. 

Parágrafo 2°. En todos los casos enunciados, 
la autoridad de tránsito o quien haga sus veces, 
al momento de realizar la orden de comparendo 
procederá a realizar la retención preventiva de la 
licencia de conducción que se mantendrá hasta 
tanto quede en firme el acto administrativo que 
decide sobre la responsabilidad contravencional. La 
retención deberá registrarse de manera inmediata 
en el RUNT. 

Parágrafo 3°. Al conductor del vehículo auto-
motor que pese a ser requerido por las autoridades 
de tránsito, con plenitud de garantías, no permita 
la realización de las pruebas físicas o clínicas a 
que se refiere la presente ley o se dé a la fuga, se 
le cancelará la licencia, se le impondrá multa co-
rrespondiente a mil cuatrocientos cuarenta (1.440) 
salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv) y 
procederá la inmovilización del vehículo por veinte 
(20) días hábiles. 

Parágrafo 4°. En el evento en que la alcoholemia 
sea igual o superior a 20 mg de etanol/100 ml de 
sangre, se aplicará las sanciones establecidas sin 
que sea necesario realizar pruebas adicionales para 
la determinación de la presencia de otras sustancias 
psicoactivas. 

Parágrafo 5°. Para los conductores que incurran 
en las faltas previstas en el presente artículo no 
existirá la reducción de multas de la que trata el 
artículo 136 de la Ley 769 de 2002. 

CAPÍTULO IV
Disposiciones finales

Artículo 6°. Medidas especiales para procedi-
mientos de tránsito. El Gobierno Nacional imple-
mentará los mecanismos tecnológicos necesarios 
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para garantizar que los procedimientos de tránsito, 
adelantados por las autoridades competentes, que-
den registrados en video y/o audio que permita su 
posterior consulta. 

Artículo 7°. Registro de antecedentes de trán-
sito. Para efectos de contabilizar las sanciones 
contempladas en el artículo 152 de la Ley 769 de 
2002 y establecer la posible reincidencia, estos 
datos permanecerán en el RUNT o en el registro 
que haga sus veces. 

Después de cumplidas las sanciones, esta infor-
mación no será de acceso público y solo podrá ser 
consultada por las autoridades de tránsito, el titular 
de la información u orden judicial. 

Artículo 8°. Tratamiento integral a personas 
condenadas penalmente. A quien fuere condena-
do penalmente, y le fuere imputado el agravante 
descrito en el numeral 6 del artículo 110 de la Ley 
599 de 2000, se le brindará tratamiento integral 
contra el alcoholismo, según lo dispuesto en el 
Plan Obligatorio de Salud o el que haga sus veces.

El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 
Artículo 9°. Publicación de sanciones y obliga-

ciones por conducción en estado de embriaguez. 
Las sanciones y obligaciones consignadas en esta 
ley, deberán hacerse notoriamente públicas en todos 
los establecimientos donde se expendan bebidas 
embriagantes y en los parqueaderos de vehículos 
automotores. 

Artículo 10. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 19 de diciembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Alfonso Gómez Méndez.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Alejandro Gaviria Uribe.
La Ministra del Transporte,

Cecilia Álvarez-Correa Glen.

*   *   *

LEY 1698 DE 2013
(diciembre 26)

por la cual se crea y organiza el Sistema de Defensa Técnica y Especializada 
de los miembros de la Fuerza Pública, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. Creación del Sistema de Defensa 

Técnica y Especializada de los Miembros de la 
Fuerza Pública. Créase el Sistema de Defensa Téc-
nica y Especializada de los Miembros de la Fuerza 
Pública como un conjunto de políticas, estrategias, 
programas, medidas preventivas y herramientas 
jurídicas, técnicas, financieras y administrativas 
orientadas a garantizar a favor de los miembros de 
la Fuerza Pública que así lo soliciten, el derecho a la 
defensa y una adecuada representación en instancia 
disciplinaria e instancia penal ordinaria y especial 
en el orden nacional, internacional y de terceros 
estados por excepción, y con ello el acceso efectivo 
a la Administración de Justicia. 

Artículo 2°. Objeto del Sistema de Defensa Técni-
ca y Especializada. El Sistema de Defensa Técnica y 
Especializada de los Miembros de la Fuerza Pública, 

es responsable de financiar los servicios jurídicos 
que garanticen a los miembros activos y retirados 
de la Fuerza Pública una adecuada representación, 
para materializar el derecho fundamental a la de-
fensa en las instancias disciplinarias o jurisdicción 
penal ordinaria y especial en el orden nacional, 
internacional y de terceros Estados por excepción, 
previstas en la ley para cada caso, de conformidad 
con la reglamentación que para tal efecto determine 
el Gobierno Nacional. 

Artículo 3°. Principios que rigen el Sistema de 
Defensa Técnica y Especializada de los Miembros 
de la Fuerza Pública. En la aplicación de esta ley 
se tendrán en cuenta los siguientes principios: 

Continuidad: El servicio que brinda el Sistema 
de Defensa Técnica y Especializada de los Miembros 
de la Fuerza Pública se prestará sin interrupción 
desde el momento mismo en que se autoriza, salvo 
fuerza mayor o caso fortuito. 

Especificidad: Los recursos apropiados para 
financiar el Sistema de Defensa Técnica y Espe-
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cializada de los Miembros de la Fuerza Pública se 
destinarán al cumplimiento del objeto establecido 
en la presente ley y demás actividades conexas, 
complementarias y necesarias que constituyan di-
recta e indirectamente un medio indispensable para 
el cumplimiento adecuado de los fines del Sistema. 

Calidad: El servicio que brinda el Sistema de 
Defensa Técnica y Especializada de los Miembros 
de la Fuerza Pública se prestará con eficiencia y 
calidad, para lo cual sus órganos de administración 
implementarán los mecanismos de control y vigi-
lancia que así lo garanticen. 

Accesibilidad: Los miembros de la Fuerza Públi-
ca, activos o retirados, tendrán el derecho de acceder 
al servicio que brinda el Sistema de Defensa Técnica 
y Especializada, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 5°, 6° y 7° de la presente ley y con 
sujeción a la apropiación presupuestal disponible 
al momento de la solicitud. 

Gratuidad: El servicio que brinda el Sistema 
de Defensa Técnica y Especializada se prestará a 
quien se autorice en forma oportuna y continua sin 
costo alguno, hasta por el monto de los recursos 
apropiados y disponibles. 

Oportunidad e idoneidad: El Sistema de Defen-
sa Técnica y Especializada garantizará el derecho a 
una defensa oportuna, especializada y con personal 
idóneo. 

Imparcialidad: El defendido gozará de indepen-
dencia, sin ninguna clase de restricción, influencia 
o presión. 

Especialidad: Los defensores vinculados al Sis-
tema de Defensoría Técnica deberán tener estudios 
en grado de especialización o maestría en derecho 
disciplinario, penal o procesal penal y experiencia 
en litigio penal o en disciplinario, así como conoci-
mientos en derecho operacional o derechos humanos 
y Derecho Internacional Humanitario. Los defenso-
res seleccionados deberán registrarse en el Registro 
de Abogados del Sistema de Defensoría Técnica y 
Especializada de los Miembros de la Fuerza Pública 
que para tal efecto cree y administre Fondetec. 

Artículo 4°. Creación del Fondo. Créase el Fondo 
de Defensa Técnica y Especializada de los Miembros 
de la Fuerza Pública como una cuenta especial de 
la Nación - Ministerio de Defensa Nacional, que 
hará parte del Ministerio de Defensa Nacional - 
Unidad de Gestión General, sin personería jurídica, 
con independencia patrimonial, el cual funcionará 
bajo la dependencia, orientación y coordinación del 
Ministerio de Defensa Nacional. 

El Fondo de Defensa Técnica y Especializada 
de los Miembros de la Fuerza Pública utilizará la 
sigla Fondetec. 

Fondetec financiará el Sistema de Defensa Téc-
nica y Especializada de los Miembros de la Fuerza 
Pública, siempre y cuando la falta o delito haya sido 
cometido en ejercicio de la misión constitucional 
asignada a la Fuerza Pública o con ocasión de ella. 

Artículo 5°. Financiación del Sistema de Defen-
sa Técnica y Especializada de los Miembros de la 
Fuerza Pública. Para el cumplimiento de los fines 
establecidos en el artículo 1° de la presente ley, el 

Sistema de Defensa Técnica y Especializada de los 
Miembros de la Fuerza Pública se financiará con los 
recursos que se apropien en el Fondo de Defensa 
Técnica y Especializada de los Miembros de la 
Fuerza Pública, creado en virtud de la presente ley. 

TÍTULO II
COBERTURA Y EXCLUSIONES

Artículo 6°. Ámbito de cobertura. El Sistema de 
Defensa Técnica y Especializada financiado por el 
Fondo de Defensa Técnica y Especializada de los 
Miembros de la Fuerza Pública (Fondetec) se en-
cargará de prestar a los miembros activos y retirados 
de la Fuerza Pública los servicios mencionados en el 
artículo 2° de esta ley, cuyo conocimiento sea avocado 
en materia disciplinaria por las autoridades discipli-
narias y en materia penal por la jurisdicción penal 
ordinaria o penal militar y en subsidio la jurisdicción 
internacional vinculante por tratados internacionales 
debidamente ratificados por Colombia. 

Así mismo, podrá prestarse el Servicio de De-
fensoría a los miembros de la Fuerza Pública ante 
terceros Estados. 

En aquellas actuaciones que se encuentren en 
curso a la entrada en vigencia de la presente ley, se 
garantizará el derecho de defensa a los miembros de 
la Fuerza Pública que lo soliciten en los términos aquí 
señalados, de conformidad con la reglamentación 
que para tal efecto expida el Gobierno Nacional. 

El Servicio de Defensa Técnica y Especializada 
que financia Fondetec garantiza, como obligación 
de medio y no de resultado, un servicio oportuno, de 
calidad, continuo, especializado e ininterrumpido. 

Artículo 7°. Exclusiones. Se excluyen de la 
cobertura del Sistema de Defensa Técnica y Espe-
cializada de los miembros de la Fuerza Pública al 
que se refiere la presente ley, entre otras, aquellas 
conductas principales relacionadas con los deli-
tos contra la administración pública, la libertad, 
integridad y formación sexuales, delitos contra 
la familia, violencia intrafamiliar, delitos contra 
la asistencia alimentaria, la extorsión, la estafa, 
lavado de activos, tráfico de estupefacientes, en-
riquecimiento ilícito, delitos contra la fe pública y 
los delitos contra la existencia y la seguridad del 
Estado y contra el régimen constitucional y legal 
definidos en los Títulos XVII y XVIII del Código 
Penal Colombiano, respectivamente. 

TÍTULO III
ADMINISTRACIÓN DEL FONDO

Artículo 8°. Órganos de Administración. El Fon-
do contará para su administración con un Comité 
Directivo y un Director o Gerente. 

Parágrafo. El Director o Gerente del Fondo de 
Defensa Técnica y Especializada de los Miembros 
de la Fuerza Pública (Fondetec) será de libre nom-
bramiento y remoción del Ministro de Defensa 
Nacional. Su remuneración y régimen de prestacio-
nes será el que determine el Gobierno Nacional, de 
conformidad con las normas vigentes. 

Artículo 9°. Comité Directivo. El Comité Direc-
tivo del Fondo de Defensa Técnica y Especializada 
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de los Miembros de la Fuerza Pública (Fondetec) 
estará integrado por: 

1. El Ministro de Defensa Nacional o su delegado, 
quien lo presidirá. 

2. El Comandante General de las Fuerzas Mili-
tares, o su delegado. 

3. El Comandante del Ejército Nacional de Co-
lombia, o su delegado. 

4. El Comandante de la Fuerza Aérea Colombiana, 
o su delegado. 

5. El Comandante de la Armada Nacional, o su 
delegado. 

6. El Director General de la Policía Nacional, o 
su delegado. 

7. Tres (3) representantes del Ministro de Defensa 
Nacional. 

8. El Director o Gerente de Fondetec tendrá a su 
cargo la Secretaría Técnica del Comité, y asistirá 
con voz pero sin voto. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
el funcionamiento de los órganos de administración 
del Fondo. 

TÍTULO IV
RECURSOS Y OPERACIÓN DEL FONDO
Artículo 10. Recursos del Fondo. Los recursos 

del Fondo de Defensa Técnica y Especializada 
(Fondetec) provendrán de:

1. Las partidas que se le asignen en el Presupuesto 
Nacional.

2. Los recursos que para este propósito se des-
tinen por parte del Fondo de Defensa Nacional del 
Ministerio de Defensa Nacional. 

3. Los recursos de cooperación nacional e inter-
nacional que este gestione o se gestionen a su favor. 

4. Las donaciones que reciba. 
5. Los rendimientos financieros derivados de la 

inversión de sus recursos, y 
6. Los demás recursos que obtenga o se le asignen 

a cualquier título. 
Artículo 11. Finalidad de los recursos. Los recur-

sos del Fondo de Defensa Técnica y Especializada 
de los Miembros de la Fuerza Pública (Fondetec) 
destinados a la Defensa de los Miembros de la 
Fuerza Pública, tendrán por finalidad la financiación 
del Sistema de Defensa Técnica y Especializada y 
demás actividades relacionadas que constituyan di-
recta o indirectamente un medio indispensable para 
el cumplimiento adecuado de los fines del Sistema 
y del objeto del Fondo. 

Parágrafo 1°. El Ministerio de Defensa Na-
cional y sus unidades ejecutoras podrán sufragar 
actividades relacionadas que constituyan directa 
o indirectamente un medio indispensable para el 
cumplimiento adecuado del objeto del Fondo y del 
Sistema de Defensa Técnica y Especializada, previo 
estudio de conveniencia elaborado por el Director 
del Fondo y viabilidad técnica y presupuestal expe-
dida por el funcionario competente de la respectiva 
Unidad Ejecutora. 

Parágrafo 2°. Los gastos en que incurra Fondetec 
para la implementación y ejecución de la fiducia 

mercantil de que trata el artículo 12 de esta ley, 
incluida la comisión que se pagará a la fiduciaria, 
serán atendidos con cargo a los recursos del patri-
monio autónomo. 

Parágrafo 3°. Para los efectos previstos en el 
presente artículo, también se podrán celebrar con-
venios con la Defensoría del Pueblo. 

Artículo 12. Fiducia Mercantil. Los recursos del 
Fondo de Defensa Técnica y Especializada de los 
Miembros de la Fuerza Pública (Fondetec) que in-
gresen al patrimonio autónomo serán administrados 
por la Fiduciaria La Previsora S. A., con quien el 
Ministerio de Defensa Nacional suscribirá el contrato 
de fiducia mercantil respectivo, para lo cual queda 
autorizado por la presente disposición. 

Para todos los efectos legales la representación 
de dicho patrimonio autónomo la llevará la sociedad 
fiduciaria. 

Los recursos serán invertidos observando los 
criterios de seguridad, solidez y rentabilidad del 
Estatuto Orgánico del Presupuesto. 

Artículo 13. Administración de los recursos y ré-
gimen de contratación. Para efectos presupuestales, 
los recursos se entenderán ejecutados una vez los 
mismos sean transferidos al respectivo patrimonio 
autónomo, el cual sujetará sus actos y contratos a las 
normas y reglas del derecho privado, observando, 
en todo caso, los principios contenidos en el artículo 
209 de la Constitución Política. 

Artículo 14. Transferencia de otros bienes. Cual-
quier persona natural o jurídica, pública o privada u 
organismos internacionales de cooperación, podrán 
hacer donaciones o entregar bienes, servicios o 
transferir recursos al Fondo de Defensa Técnica y 
Especializada de los miembros de la Fuerza Públi-
ca, a título gratuito sin que se requiera para ello el 
procedimiento de insinuación. 

Estas transferencias no otorgan a quien transfiere 
la condición de fideicomitente. 

Artículo 15. De la extinción del fideicomiso. 
Son causas de extinción del fideicomiso creado 
por esta ley: 

1. La disolución y liquidación estatutaria de la 
sociedad fiduciaria. 

2. La intervención administrativa de la sociedad 
fiduciaria dispuesta por la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia, o la entidad que haga sus veces, 
para administrar sus negocios o para liquidarla. 

3. La revocación decretada por el Ministro de 
Defensa Nacional. 

En el evento de que ocurra cualquiera de las cir-
cunstancias antes enumeradas, el Fondo de Defensa 
Técnica y Especializa (Fondetec) subsistirá y, en 
consecuencia, la sociedad fiduciaria entregará la 
administración del mismo a la institución financiera 
que determine el Ministerio de Defensa Nacional. 

TÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 16. Ejercicio de la defensa por parte de 
personal uniformado. El personal uniformado de 
las Fuerzas Militares que en servicio activo acredite 
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título de abogado y se encuentre debidamente inscrito 
para su ejercicio, podrá ejercer la abogacía, cuando 
con ocasión de su cargo o empleo se le asignen 
funciones relacionadas con la defensa litigiosa de 
los intereses de la Nación - Ministerio de Defensa 
Nacional - Fuerzas Militares ante la respectiva auto-
ridad judicial o administrativa, según corresponda. 

Artículo 17. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga todas las normas que le sean 
contrarias. 

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Hernán Penagos Giraldo. 

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a los 26 de diciembre 

de 2013.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Ministro de Justicia y del Derecho, 
Alfonso Gómez Méndez.

El Ministro de Defensa Nacional, 
Juan Carlos Pinzón Bueno.

La Subdirectora del Departamento de la Función 
Pública, encargada de las funciones del despacho 
de la Directora del Departamento Administrativo 
de la Función Pública, 

María Teresa Russell García.

*   *   *

LEY 1699 DE 2013
(diciembre 27)

por medio de la cual se establecen unos beneficios para los discapacitados, 
viudas, huérfanos o padres de los miembros de la Fuerza Pública  

y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

CONSIDERACIONES GENERALES
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 

tiene por objeto conceder beneficios para garantizar 
los derechos económicos, sociales y culturales a 
la población a que hace mención el artículo 2° de 
la misma, a fin de propiciar de manera solidaria 
un mejoramiento en las condiciones generales de 
vida, con los que se contribuya a elevar su calidad 
y hacer realidad una igualdad material, como con-
secuencia de la fuerza vinculante de los principios 
del Estado Social de Derecho. 

Artículo 2°. Ámbito de aplicación de la ley. El 
ámbito de aplicación de la presente ley comprenderá 
los siguientes beneficiarios: 

1. El cónyuge o compañera(o) permanente y los 
hijos menores de veinticinco (25) años sobrevivien-
tes o, a falta de estos, los padres, de los miembros 
de la Fuerza Pública fallecidos en servicio activo, 
únicamente por hechos o actos ocurridos por causa 
y razón del mismo, o por acción directa del ene-
migo o en combate, y que por ello les haya sido 
reconocida pensión, corno son: 

1.1. Oficiales, Suboficiales, Soldados e Infantes 
de Marina, tanto Voluntarios como Profesionales, 
de las Fuerzas Militares. 

1.2. Oficiales, Suboficiales, miembros del 
Nivel Ejecutivo, Patrulleros, Agentes y Auxi-
liares tanto Regulares como Bachilleres de la 
Policía Nacional. 

1.3. Quienes hayan prestado el servicio militar 
obligatorio, entiéndase por estos a los Soldados e 
Infantes Regulares, Campesinos y Bachilleres y 
Auxiliares Regulares y Bachilleres. 

2. Aquel que se encuentre en situación de dis-
capacidad originada en servicio activo en calidad 
de miembro de la Fuerza Pública, únicamente 
por hechos o actos ocurridos por causa y razón 
del mismo, o por acción directa del enemigo o en 
combate, y que por ello le haya sido reconocida 
pensión. 

Artículo 3°. Acreditación. La población men-
cionada anteriormente acreditará su calidad de 
beneficiario mediante el documento que para tal 
efecto determinen los grupos de prestaciones socia-
les de la Dirección Administrativa del Ministerio 
de Defensa Nacional y de la Policía Nacional o 
quien haga sus veces. 
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TÍTULO II
CAPÍTULO I

De los beneficios económicos
Artículo 4°. Financiación de Estudios. La Na-

ción - Ministerio de Defensa Nacional deberá crear 
con el Instituto Colombiano de Crédito Educativo 
y Estudios Técnicos en el Exterior, Mariano Ospina 
Pérez (Icetex), un fondo en administración cuyo 
fin sea el otorgamiento de créditos para finan-
ciar estudios de pregrado o de educación para el 
trabajo y desarrollo humano de los beneficiarios 
establecidos en el artículo 2° de la presente ley, 
y que se encuentren en cualquiera de los estratos 
socioeconómicos definidos como uno (1), dos (2) 
o tres (3), de acuerdo con la reglamentación que 
para tal efecto expida el Gobierno Nacional. 

Para dar cumplimiento a lo previsto en el inciso 
anterior, la reglamentación deberá establecer los 
criterios que permitan definir el número de créditos 
educativos que serán otorgados por cada periodo 
académico, así como el monto máximo que podrá 
ser reconocido por cada beneficiario, de acuerdo 
con los recursos que hayan sido previstos en la 
respectiva ley anual de presupuesto. 

Autorícese al Gobierno Nacional para que en la 
reglamentación de que trata el inciso anterior, se 
definan con base en el mérito académico, los re-
quisitos que deberán cumplir aquellos beneficiarios 
que se hayan graduado del respectivo programa 
académico de educación superior o de educación 
para el trabajo y desarrollo humano, con el fin de 
que la deuda adquirida con el Icetex en virtud del 
crédito educativo otorgado, pueda ser condonada 
hasta en un noventa por ciento (90%). 

Parágrafo. Tratándose de la educación para el 
trabajo y desarrollo humano, el otorgamiento de 
los créditos educativos previstos en el presente 
artículo, estará condicionado a que el programa o 
la respectiva institución cuente con la certificación 
de calidad de la formación para el trabajo. 

Artículo 5°. Beneficios en los productos básicos 
de primera necesidad. Los beneficiarios a que se 
refiere el artículo 2° de la presente ley, tendrán 
derecho a que se les otorguen descuentos en todos 
los productos básicos de primera necesidad en los 
grandes almacenes de cadena o grandes superficies 
a nivel nacional o quienes hagan sus veces, de 
acuerdo a los convenios u otras modalidades de 
vinculación jurídica a ser definidas y suscritas entre 
las partes, bien sean estas los Gremios, Asociacio-
nes de Empresarios, o de forma individual con los 
grandes almacenes de cadena o grandes superficies, 
con la condición de que los beneficiarios de los 
mismos, incluyan sin excepción alguna a aquellos 
establecidos en el artículo 2° de la presente ley. 

Entiéndase para efectos de la presente ley por 
productos básicos de primera necesidad, los que 
las personas requieren para subsistir tales como los 
principales alimentos, bebidas sin alcohol, artículos 
de limpieza y de tocador. 

Artículo 6°. Beneficios en espectáculos. Los 
beneficiarios a que se refiere el artículo 2° de la 
presente ley, tendrán derecho al descuento del 
cincuenta por ciento (50%) en la boletería para 
espectáculos culturales, deportivos, artísticos y 
recreacionales que se celebren en escenarios públi-
cos que pertenezcan a la Nación o a las entidades 
Distritales o Municipales. 

Podrá limitarse por parte de los empresarios 
de dichos espectáculos este beneficio, siempre y 
cuando se garantice un mínimo del diez por ciento 
(10%) de la boletería expedida para el cumplimien-
to de lo dispuesto en este artículo. El Ministerio 
de Cultura y Coldeportes reglamentarán sobre la 
materia a fin de hacer efectivo tal beneficio. 

Artículo 7°. Beneficios en exhibición cinema-
tográfica en salas de cine. Los exhibidores que 
tengan a cargo la explotación de una sala de cine, 
en calidad de propietario, arrendatario, concesio-
nario o bajo cualquier otra forma que le confiera 
tal derecho, otorgarán descuentos del cincuenta 
por ciento (50%) en la boletería para el ingreso 
de los beneficiarios a que se refiere el artículo 2° 
de la presente ley, a todas las presentaciones por 
exhibición de películas cinematográficas. Para que 
este descuento sea efectivo los beneficiarios del 
mismo deben adquirir personalmente los boletos 
de entrada. 

CAPÍTULO II
Tarifa diferencial

Artículo 8°. Transporte aéreo. Las empresas 
nacionales de transporte aéreo regular concederán 
a los beneficiarios de la presente ley, descuentos 
en las tarifas aéreas en las rutas nacionales de 
pasajeros del diez por ciento (10%) del total de la 
tarifa más económica que se encuentre disponible al 
momento de hacer la reserva, sin incluir impuestos. 
Los tiquetes adquiridos deberán estar a nombre de 
los beneficiarios estipulados en la presente ley y de 
ninguna forma podrán ser cedidos ni transferidos. 

La compra de los tiquetes deberá ser presencial 
en las oficinas de venta de las aerolíneas y se ten-
drá que acreditar la condición de beneficiario en 
los términos que señale el Ministerio de Defensa 
Nacional. 

Artículo 9°. Telefonía e internet fija y móvil, y 
televisión por cable. Los operadores del servicio 
público de telefonía fija y móvil celular e internet 
fija y móvil, y televisión por cable, establecerán 
con destino a los beneficiarios a que hace referencia 
el artículo 2° de esta ley, tarifas diferenciales con 
descuentos del quince por ciento (15%) en todos 
sus planes bajo los siguientes parámetros: 

1°. El descuento otorgado en telefonía fija solo 
aplicará para una línea por núcleo familiar, de los 
beneficiarios a que se hace mención en la presente 
ley. Esta línea deberá estar a nombre de alguno 
de los beneficiarios previstos en la presente ley y 
deberá ser contratada por él mismo. 

2°. El descuento otorgado en telefonía móvil 
celular solo aplicará para una línea pospago por 
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núcleo familiar del beneficiario previsto en la 
presente ley. Esta línea deberá estar a nombre de 
alguno de los beneficiarios previstos en la presente 
ley y ser contratada por el mismo. Igualmente, el 
descuento solo aplicará sobre la tarifa básica del 
plan y no sobre el cobro por minutos adicionales 
en planes abiertos. 

3°. El descuento otorgado en planes de internet 
solo aplicará para un plan por núcleo familiar del 
beneficiario previsto en la presente ley. Este plan 
deberá estar a nombre de alguno de los beneficiarios 
previstos en la presente ley y deberá ser contratado 
por él mismo. 

4°. El descuento otorgado en planes de televisión 
por cable solo aplicará para un plan por núcleo 
familiar del beneficiario previsto en la presente ley. 
Este plan deberá estar a nombre de alguno de los 
beneficiarios previstos en la presente ley y deberá 
ser contratado por él mismo. 

Artículo 10. Operadores de hotelería. Las 
empresas que se dediquen al desarrollo de la 
actividad hotelera deberán fijar con destino a los 
beneficiarios a que hace referencia el artículo 2° 
de esta ley, tarifas diferenciales en baja temporada, 
con descuentos del diez por ciento (10%) del valor 
de la tarifa, rack teniendo en cuenta los siguientes 
parámetros: 

1°. Solo será aplicable para el servicio de aloja-
miento y hospedaje, no para los complementarios de 
ninguna clase como son: lavandería, alimentación, 
transporte, spa, parqueaderos, salones, ni eventos 
o cualquier otro servicio que preste el hotel res-
pectivo, salvo que voluntariamente lo determine 
el establecimiento hotelero. 

2°. El descuento otorgado no es susceptible de 
devolución de ninguna especie en ningún caso, solo 
se devolverá el mismo en caso de incumplimiento 
en la reserva por parte del hotel en cuanto a la suma 
efectivamente pagada por el cliente. 

3°. Los descuentos otorgados solo aplicarán 
cuando el área donde se encuentre el hotel pre-
sente baja ocupación o lo que se denomina baja 
temporada. 

4°. Las reservas de habitaciones con los des-
cuentos otorgados aplicarán solo siempre y cuando 
el hotel cuente con disponibilidad de habitaciones. 
Es entendido que este beneficio no implica trans-
ferencia o disponibilidad de cupos para cuando los 
beneficiarios del descuento soliciten el servicio. 

5°. El beneficio de descuento no es acumula-
ble con otros beneficios, promociones, ofertas o 
planes que otorgue el hotel salvo que el hotel así 
lo determine. Cuando un beneficiario tenga otras 
cualidades que por ley le otorguen descuentos no 
podrá acumularlas, deberá escoger entre ellas la 
que más le convenga. 

6°. De manera voluntaria los hoteles podrán 
extender los presentes beneficios a otros miembros 
de la Fuerza Pública distintos de los beneficiarios. 
En dicho caso tendrán total autonomía para esta-
blecer las condiciones respectivas. 

Artículo 11. Sitios turísticos. Los sitios de interés 
turístico de acceso permitido al público que sean 
de propiedad del Estado, incluidos los parques na-
turales, administrados por este o por particulares, 
deberán establecer una tarifa diferencial en baja 
temporada que otorgue un descuento del treinta 
por ciento (30%) sobre el valor de las tarifas de 
ingreso, para los beneficiarios a que hace referen-
cia el artículo 2° de la presente ley. Los boletos 
de ingreso a estos lugares deberán ser comprados 
directamente por los beneficiarios de la presente 
ley para que aplique el descuento. 

CAPÍTULO III
Otros beneficios

Artículo 12. Entrada gratuita. Los museos, 
bienes de interés cultural y centros culturales de 
la Nación, de los Distritos, Municipios y privados, 
permitirán el ingreso gratuito a sus instalaciones 
a los beneficiarios mencionados en el artículo 2° 
de la presente ley, cuando su finalidad sea atender 
o recibir público. 

Artículo 13. Ventanilla preferencial. Las enti-
dades públicas o privadas que presten servicios 
públicos, deberán establecer un mecanismo que 
permita la atención preferencial del público con el 
fin de facilitar y agilizar las gestiones que realicen 
las personas discapacitadas a que hace referencia 
el artículo 2° de la presente ley. 

Parágrafo. La Superintendencia de Servicios 
Públicos, de Notariado y Registro, y Financiera, 
por ser órganos rectores de inspección, vigilan-
cia y control, supervisarán el cumplimiento de 
la obligación establecida en el presente artículo 
e impondrán las sanciones a que haya lugar de 
conformidad con el ámbito de sus competencias. 

Artículo 14. Financiación otros programas 
de bienestar. El Ministerio de Defensa Nacional, 
así como las entidades que hacen parte del Grupo 
Social y Empresarial del Sector Defensa (GSED), 
podrán destinar recursos para apoyar programas 
de bienestar tales como educación, deporte, re-
creación y otros, para el personal en situación de 
discapacidad de la Fuerza Pública activo. 

TÍTULO III
OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 15. Los miembros de la Fuerza Pública 
que se encuentren asignados a la seguridad en los 
sistemas de transporte masivo terrestre, tendrán 
derecho a transportarse en todo momento en dicho 
sistema, sin pagar contraprestación alguna mientras 
dure el encargo o la comisión. 

Artículo 16. Seguimiento. El Ministerio de 
Defensa Nacional presentará ante el Congreso de 
la República, un informe anual donde se indiquen 
los avances en materia de beneficios a la población 
objeto de la presente ley. 

Artículo 17. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación (con 
excepción del artículo 4° Financiación de estudios, 
que entrará a regir a partir de que el Gobierno Nacional 
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reglamente la materia y de acuerdo con los recursos 
que hayan sido previstos en la respectiva ley anual 
del presupuesto), y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias, y en especial el artículo 12 del 
Decreto número 1073 de 1990 y la Ley 1081 de 2006.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 

2013.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Ministro de Defensa Nacional,
Juan Carlos Pinzón Bueno.

El Ministro de Tecnologías, de la Información 
y las Comunicaciones,

Diego Molano Vega.
La Ministra de Cultura,

Mariana Garcés Córdoba.

*   *   *

LEY 1700 DE 2013
(diciembre 27)

por medio de la cual se reglamentan las actividades de comercialización  
en red o mercadeo multinivel en Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Objeto y definiciones

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto regular el desarrollo y el ejercicio de las 
actividades de mercadeo denominadas multinivel 
incluyendo, entre otros, el mercadeo en red en 
cualquiera de sus formas, de acuerdo con el artículo 
siguiente. 

Al ejercer su potestad reglamentaria respecto 
de la presente ley, el Gobierno buscará preservar 
los siguientes objetivos: la transparencia en las 
actividades multinivel; la buena fe; la defensa de 
los derechos de las personas que participen en la 
venta y distribución de los bienes o servicios que se 
comercializan bajo este método y de los consumido-
res que los adquieran; la protección del ahorro del 
público y, en general, la defensa del interés público. 

Artículo 2°. Definición. Se entenderá que consti-
tuye actividad multinivel, toda actividad organizada 
de mercadeo, de promoción, o de ventas, en la que 
confluyan los siguientes elementos: 

1. La búsqueda o la incorporación de personas 
naturales, para que estas a su vez incorporen a otras 
personas naturales, con el fin último de vender de-
terminados bienes o servicios. 

2. El pago, o la obtención de compensaciones u 
otros beneficios de cualquier índole, por la venta de 
bienes y servicios a través de las personas incorpo-

radas, y/o las ganancias a través de descuentos sobre 
el precio de venta. 

3. La coordinación, dentro de una misma red 
comercial, de las personas incorporadas para la 
respectiva actividad multinivel. 

Parágrafo 1°. Las compañas que ofrezcan 
bienes o servicios en Colombia a través del 
mercadeo multinivel deberán establecerse con 
el lleno de los requisitos legales contemplados 
en la ley vigente y tener como mínimo una ofi-
cina abierta al público de manera permanente. 
En los casos en que esta actividad se realice a 
través de un representante comercial, este último 
deberá tener también, como mínimo, una oficina 
abierta al público de manera permanente y será 
el responsable del cumplimiento de las normas 
establecidas en la normativa colombiana para 
las actividades, productos y servicios ofrecidos. 

CAPÍTULO II
De la red comercial multinivelista

Artículo 3°. Ofertas bajo sistemas multinivel. 
Las compañías que realicen actividades multinivel 
estarán obligadas a cumplir con todos los requisitos 
legales, las obligaciones y las sanciones de la legis-
lación vigente, y en especial de las que se deriven 
de lo dispuesto por la Ley 1480 de 2011 “Estatuto 
del Consumidor” y su reglamentación. 

Artículo 4°. Vendedor Independiente. Se enten-
derá por vendedor independiente la persona natural 
comerciante o persona jurídica que ejerce actividades 
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mercantiles, y que tiene relaciones exclusivamente 
comerciales con las compañías descritas en el artículo 
2° de la presente ley. 

Artículo 5°. Derechos de los Vendedores indepen-
dientes. Además de los derechos que les confieran 
sus contratos y la ley, los vendedores independientes 
tendrán derecho a: 

1. Formular preguntas, consultas y solicitudes 
de aclaración a las compañías multinivel, quienes 
deberán contestarlas de manera precisa, antes, 
durante y después de su vinculación con el respec-
tivo vendedor independiente. Estas deberán versar 
sobre los productos o servicios vendidos, o sobre 
el contenido, alcance y sentido de cualquiera de las 
cláusulas de los contratos que los vinculen con ellas, 
incluyendo toda información relevante relativa a las 
compensaciones o recompensas u otras ventajas de 
cualquier índole previstas en los contratos, y sobre 
los objetivos concretos cuyo logro dará derecho a 
los correspondientes pagos. Asimismo, sobre los 
plazos y fechas de pago o de entrega, cuando se 
trate de compensaciones en especie. 

Las respuestas a las preguntas, consultas, o solici-
tudes de aclaración de que trata el inciso anterior del 
presente numeral, deberán ser remitidas a la dirección, 
correo electrónico u otros medios que suministren los 
vendedores independientes que las formulen, dentro 
de los plazos previstos en las normas vigentes para 
la respuesta a las peticiones de información.

2. Percibir oportuna e inequívocamente de las 
compañías multinivel las compensaciones, o ventajas 
a las que tengan derecho en razón a su actividad, 
incluyendo las que hayan quedado pendientes de 
pago una vez terminado el contrato entre las partes. 

3. Conocer, desde antes de su vinculación, los 
términos del contrato que regirá su relación con la 
respectiva compañía multinivel, independiente de 
la denominación que el mismo tenga. 

4. Ser informado con precisión por parte de la 
compañía multinivel, de las características de los 
bienes y servicios promocionados, y del alcance 
de las garantías que correspondan a dichos bienes 
y servicios. 

5. Mediante escrito dirigido a la compañía mul-
tinivel, terminar en cualquier tiempo, y de forma 
unilateral, el vínculo contractual. 

6. Suscribirse como vendedor independiente de 
una o más compañías multinivelistas. 

7. Recibir una explicación clara y precisa sobre 
los beneficios a que tiene derecho por la inscripción 
a una compañía multinivel de forma que no induzca 
a confusión alguna. 

8. Recibir de la respectiva compañía multinivel, 
información suficiente y satisfactoria sobre las con-
diciones y la naturaleza jurídica del negocio al que 
se vincula con él como vendedor independiente, y 
sobre las obligaciones que el vendedor independiente 
adquiere al vincularse al negocio; al igual que sobre 
la forma operativa del negocio, sedes y oficinas de 
apoyo a las que puede acceder en desarrollo del 
mismo, en términos semejantes a los del numeral 
primero de este artículo. 

9. Recibir de manera oportuna e integral en can-
tidad y calidad, los bienes y servicios ofrecidos por 
la compañía multinivel. 

Parágrafo 1°. Cualquier cláusula del contrato 
que vincule a un vendedor independiente con una 
compañía multinivel, en la cual se prevea la re-
nuncia a alguno de estos derechos o a otros que se 
establezcan en esta ley, o que impida su ejercicio, 
se considerará inexistente. 

Parágrafo 2°. Dentro del costo inicial de parti-
cipación, las compañías multinivel deberán incluir 
materiales de capacitación, así como referencias y 
guías de información en relación a cómo hacer el 
negocio, sobre una base no lucrativa. 

Artículo 6°. Planes de compensación. Para 
efectos de la presente ley, las estipulaciones que 
se refieran al pago, y en general a las recompensas 
que sean ofrecidas a los vendedores indepen-
dientes por parte de las compañías multinivel, se 
denominarán planes de compensación. Igualmente 
se entenderá que las estipulaciones que regulen 
los rangos o cualquier otro cambio de la situa-
ción de los vendedores independientes dentro de 
la respectiva red comercial, harán parte de estos 
planes de compensación. 

En los planes de compensación deberán expre-
sarse con claridad los porcentajes de recompensa o 
pagos ofrecidos; los eventos o logros que darán lugar 
a los premios o bonos económicos que se ofrezcan 
a los vendedores independientes; los hombres, 
íconos u objetos físicos y privilegios a ganar por 
los vendedores independientes dentro del esquema 
de ascensos establecidos en el plan; los requisitos 
en volumen, de productos o dinero, de vinculación 
de nuevos vendedores independientes y logro de 
descendencia, tenida como tal la cadena a través de 
la cual un nuevo distribuidor vincula a otro, este a 
otro y así sucesivamente, para acceder a los rangos, 
premios y reconocimientos. 

Parágrafo 1°. Ningún plan de compensación po-
drá consistir en el disfrute de créditos en puntos, o 
derechos de reconsumo de los productos o servidos 
promovidos, en más allá del cincuenta por ciento 
(50%) de su alcance o cubrimiento, y cuando las 
compensaciones previstas en el respectivo plan 
consistan total o parcialmente en estos, el vendedor 
independiente es libre de rechazarlos. 

CAPÍTULO III
Inspección, Vigilancia y Control

Artículo 7°. Inspección, vigilancia y control. Sin 
perjuicio de las funciones que correspondan a otras 
entidades del Estado respecto de las compañías 
multinivel, su actividad como tal será vigilada por la 
Superintendencia de Sociedades con el fin de preve-
nir y, si es del caso sancionar, el ejercicio irregular o 
indebido de dicha actividad, y de asegurar el cumpli-
mento de lo prescrito en esta ley y en las normas que 
la modifiquen, complementen o desarrollen. 

La Superintendencia de Sociedades será com-
petente para realizar la vigilancia y control de las 
compañías multinivel y sus actividades, y ejercerá 
estas funciones de acuerdo con sus competencias 
legales vigentes y con las demás disposiciones 
aplicables de esta ley. 
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Parágrafo. La Superintendencia de Sociedades 
podrá solicitar conceptos técnicos relacionados con 
bienes y servicios comercializados y/o promovidos 
bajo el esquema multinivel, con el fin de establecer si 
estos corresponden a los bienes o servicios respecto 
de los cuales está prohibido ejercer actividades mul-
tinivel, o para verificar si existe o no una verdadera 
campaña de publicidad. La Superintendencia Finan-
ciera de Colombia, la Superintendencia de Industria y 
Comercio, el Invima y el Viceministerio de Turismo 
en forma preferente y en lo que les corresponda de 
acuerdo a las normas vigentes, tendrán competencia 
para emitir estos conceptos. 

En todo caso, la determinación sobre si una activi-
dad o conjunto de actividades comerciales específicas 
constituyen actividades multinivel, y sobre la verda-
dera naturaleza de los distintos bienes o servicios que 
se promocionen mediante dichas actividades, quedará 
en cabeza de la Superintendencia de Sociedades. 

Artículo 8°. Facultades de la Superintendencia 
de Sociedades. En virtud de la presente ley, la Su-
perintendencia de Sociedades tendrá las siguientes 
facultades, además de las que actualmente posee: 

1. Realizar, de oficio o a solicitud de parte, visitas de 
inspección a las compañías multinivel y a sus puntos 
de acopio, bodegas y oficinas registradas, ejercien-
do, de ser procedente, el principio de coordinación 
administrativa con otras autoridades para este fin. 

2. Revisar los libros de contabilidad de las com-
pañías multinivel y exigirles aclaraciones sobre su 
información contable y su política de contabiliza-
ción, incluidos los soportes, según sea necesario 
para el cumplimiento de sus funciones. 

3. Adelantar los procedimientos administrativos 
y sancionatorios previstos en esta ley, y los demás 
ya existentes y propios de su resorte con respecto a 
las compañías multinivel y sus actividades. 

4. Emitir órdenes de suspensión preventiva de todas 
o algunas de las actividades a determinada compañía 
multinivel, cuando cuente con evidencia que permita 
suponer razonablemente que esta está ejerciendo 
actividades multinivel en sectores o negocios sin dar 
cumplimiento a los requisitos o exigencias legales, 
o contra expresa prohibición legal, o no está dando 
cumplimiento a cualquiera de las previsiones y requi-
sitos establecidos dentro de esta ley, o en las normas 
que la modifiquen, complementen o desarrollen. 

CAPÍTULO IV
Requisitos y prohibiciones

Artículo 9°. Requisitos mínimos contractuales. 
Las compañías multinivel deberán ceñir su relación 
comercial con los vendedores independientes a un 
contrato que deberá constar por escrito y contener 
como mínimo: 

1. Objeto del contrato. 
2. Derechos y obligaciones de cada una de las 

partes. 
3. Tipo de plan de compensación que regirá la 

relación entre las partes. 
4. Requisitos de pago. 
5. Forma y periodicidad de pago. 

6. Datos generales de las partes. 
7. Causales y formas de terminación. 
8. Mecanismos de solución de controversias. 
9. Dirección de la oficina u oficinas abiertas al 

público de la compañía multinivel. 
No se aceptarán direcciones web o virtuales 

o apartados aéreos como únicas indicaciones de 
correspondencia o localización de la compañía 
multinivel. 

Artículo 10. Prohibiciones contractuales Las 
compañías multinivel no podrán incluir en sus 
contratos los siguientes tipos de cláusulas: 

1. Cláusulas de permanencia y/o exclusividad. 
2. Cláusulas abusivas que generen desigualdad 

contractual. 
3. Obligación a los vendedores independientes 

sobre la compra o adquisición de un inventario mí-
nimo, superior al pactado y aceptado previamente. 

Artículo 11. Prohibiciones. Queda prohibido 
desarrollar actividades comerciales en la modalidad 
de Multinivel con los siguientes bienes y/o servicios: 

1. Servicios o productos cuya prestación cons-
tituya la actividad principal de cualquiera de las 
entidades sometidas a la vigilancia de la Superin-
tendencia Financiera. 

2. Venta o colocación de valores, incluyendo tanto 
los que aparecen enumerados en la Ley 964 de 2005, 
como todos los demás valores mediante los cuales se 
capten recursos del público, o en los decretos emitidos 
con base en las facultades establecidas por la misma. 
En todo caso, se entenderá que primará la realidad 
económica sobre la forma jurídica al determinar si 
cualquier instrumento, contrato, bien o servicio que 
se ofrezca mediante actividades multinivel es, o no, 
un valor de naturaleza negociable. 

3. Servicios relacionados con la promoción y la 
negociación de valores. 

4. Alimentos altamente perecederos, u otros que 
deban ser sometidos a cuidados especiales para su 
conservación por razones de salubridad pública. 

5. Bienes o servicios que requieran para su uso, 
aplicación o consumo, prescripción por parte de un 
profesional de la salud. 

CAPÍTULO V
Varios

Artículo 12. Transición. Toda compañía multi-
nivel que actualmente desempeñe estas actividades 
en la República de Colombia, deberá hacer constar 
en su registro mercantil que ejerce actividades de-
nominadas multinivel o de mercadeo en red en un 
término no mayor de dos (2) meses posteriores a la 
promulgación de la presente ley. Esta constancia será 
obligatoria para las nuevas compañías multinivel a 
partir de su constitución. 

Las compañías multinivel que no cumplan con 
esta constancia serán sancionadas de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 7° de la presente ley. 

El mismo término se dispondrá para que las 
relaciones contractuales vigentes entre el vendedor 
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individual y la empresa multinivel se ciñan a lo 
dispuesto en la presente ley. 

Artículo 13. Vigencias y derogatorias. La pre-
sente ley entrará a regir a partir de su publicación 
en el Diario Oficial, y quedan derogadas todas las 
normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

Santiago Rojas Arroyo.

*   *   *

LEY 1701 DE 2013
(diciembre 27)

por medio de la cual se reconoce como Patrimonio Cultural de la Nación  
al Festival Nacional de la Cumbia José Barros de El Banco- Magdalena  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo 1°. La presente ley tiene como objeto 

declarar Patrimonio Cultural Inmaterial de la Na-
ción al Festival Nacional de la Cumbia José Barros 
en el municipio de El Banco, departamento del 
Magdalena. 

Artículo 2°. Facúltese al Gobierno Nacional a 
través del Ministerio de Cultura, para que incluya 
en la Lista Representativa de Patrimonio Cultural 
Inmaterial (LRPCI) del ámbito nacional, al Festival 
Nacional de la Cumbia José Barros. 

Artículo 3°. Autorízase al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Cultura, incluir en el Banco 
de Proyectos del Ministerio de Cultura, el Festival 
Nacional de la Cumbia José Barros. 

Artículo 4°. Autorizar al Gobierno Nacional, a 
través del Ministerio de Cultura, para que se de-
claren bienes de Interés Cultural de la Nación, los 
instrumentos e indumentaria tradicional del baile 
de la Cumbia. 

Artículo 5°. Declárase al Maestro José Barros 
(q.e.p.d.) y a la Fundación José Barros Palomino 
como los creadores, gestores y promotores del 
Festival Nacional de la Cumbia en el municipio de 
El Banco. 

Artículo 6°. La Fundación José Barros, y el 
Consejo Municipal de Cultura, elaborarán la Postu-
lación del Festival Nacional de la Cumbia a la Lista 
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial y 
el Plan Especial de Salvaguardia (PES). 

Artículo 7°. La Nación a través del Ministerio 
de Cultura, contribuirá al fomento, promoción, 
difusión, conservación, protección y desarrollo 
del Patrimonio Cultural Inmaterial del Festival 

Nacional de la Cumbia José Barros en el municipio 
de El Banco, departamento del Magdalena. 

Artículo 8°. A partir de la vigencia de la pre-
sente ley, la Gobernación del departamento del 
Magdalena y la Alcaldía Municipal de El Banco 
estarán autorizadas para asignar partidas presu-
puestales amplias y suficientes de su respectivo 
presupuesto anual, para garantizar la financiación, 
divulgación y desarrollo de las expresiones fol-
clóricas y artísticas que han hecho tradición en el 
Festival Nacional de la Cumbia José Barrios para 
el cumplimiento de las disposiciones consagradas 
en la presente ley.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
La Ministra de Cultura,

Mariana Garcés Córdoba.
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El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Agencia Nacional de Seguridad Vial

Artículo 1°. Creación de la Agencia Nacional de 
Seguridad Vial. Créase la Unidad Administrativa Es-
pecial denominada Agencia Nacional de Seguridad 
Vial (ANSV), entidad descentralizada, del orden 
nacional, que forma parte de la Rama Ejecutiva, 
con personería jurídica, autonomía administrativa, 
financiera y patrimonio propio, adscrita al Ministerio 
de Transporte. 

Artículo 2°. Autoridad. La Agencia Nacional de 
Seguridad Vial (ANSV) es la máxima autoridad para 
la aplicación de las políticas y medidas de seguridad 
vial nacional. Coordina los organismos y entidades 
públicas y privadas comprometidas con la seguridad 
vial e implementa el plan de acción de la seguridad 
vial del Gobierno; su misión es prevenir y reducir 
los accidentes de tránsito. 

Artículo 3°. Objeto. La Agencia Nacional de 
Seguridad Vial (ANSV), tendrá como objeto la 
planificación, articulación y gestión de la seguri-
dad vial del país. Será el soporte institucional y de 
coordinación para la ejecución, el seguimiento y el 
control de las estrategias, los planes y las acciones 
dirigidos a dar cumplimiento a los objetivos de las 
políticas de seguridad vial del Gobierno Nacional 
en todo el territorio nacional. 

Artículo 4°. Régimen Jurídico, Administrativo. 
Los actos unilaterales que expida la Agencia Na-
cional de Segundad Vial son actos administrativos 
y se sujetan a las disposiciones del Código del 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 

Artículo 5°. Definiciones. Para la aplicación de 
la presente ley se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones: 

Seguridad Vial. Entiéndase por seguridad vial el 
conjunto de acciones y políticas dirigidas a prevenir, 
controlar y disminuir el riesgo de muerte o de lesión 
de las personas en sus desplazamientos ya sea en 
medios motorizados o no motorizados. Se trata de 
un enfoque multidisciplinario sobre medidas que 
intervienen en todos los factores que contribuyen a 
los accidentes de tráfico en la vía, desde el diseño de 
la vía y equipamiento vial, el mantenimiento de las 
infraestructuras viales, la regulación del tráfico, el 
diseño de vehículos y los elementos de protección 
activa y pasiva, la inspección vehicular, la formación 
de conductores y los reglamentos de conductores, la 
educación e información de los usuarios de las vías, 
la supervisión policial y las sanciones, la gestión 
institucional hasta la atención a las víctimas. 

Plan Nacional de Seguridad Vial. Se tratará 
de un plan, basado en el diagnóstico de la acci-
dentalidad y del funcionamiento de los sistemas 
de seguridad vial del país. Determinará objetivos, 
acciones y calendarios, de forma que concluyan en 
una la acción multisectorial encaminada a reducir 
de víctimas por siniestros de tránsito. La Agencia 
Nacional de Seguridad Vial (ANSV) será el órgano 
responsable del proceso de elaboración, planifica-
ción, coordinación y seguimiento del Plan Nacional 
de Seguridad Vial, que seguirá vigente hasta que 
se apruebe la ley y se promulgue un nuevo Plan 
Nacional de Seguridad Vial. 

Campañas de Prevención Vial. Decididos inten-
tos de informar, persuadir o motivar a las personas 
en procura de cambiar sus creencias y/o conductas 
para mejorar la seguridad vial en general o en un 
público grande específico y bien definido, típica-
mente en un plazo de tiempo determinado por medio 
de actividades de comunicación organizadas en las 
que participen canales específicos de medios de 
comunicación con el apoyo interpersonal y u otras 
acciones de apoyo como las actividades de las fuer-
zas policiales, educación, legislación, aumento del 
compromiso personal, gratificaciones, entre otros. 

Artículo 6°. Domicilio. La Agencia Nacional 
de Seguridad Vial (ANSV) tendrá como domicilio 
principal la ciudad de Bogotá, D. C. 

Artículo 7°. Fondo Nacional de Seguridad Vial. 
Créase el Fondo Nacional de Seguridad Vial como 
una cuenta especial de la Nación Agencia Nacional 
de Seguridad Vial, sin personería jurídica, ni estruc-
tura administrativa, con independencia patrimonial, 
administrativa, contable y estadística para financiar 
el funcionamiento e inversión de la Agencia Nacio-
nal de Seguridad Vial, el cual sustituye al Fondo 
de Prevención Vial creado por el artículo 244 de la 
Ley 100 de 1993, cuya liquidación se ordena con 
arreglo a la presente ley. 

El Fondo Nacional de Seguridad Vial se integrará 
con los recursos correspondientes al tres por ciento 
(3%) de las primas que recauden las compañías ase-
guradoras que operan el seguro obligatorio de daños 
corporales causados a las personas en accidentes 
de tránsito – SOAT. La Agencia definirá lo corres-
pondiente a los giros por parte de las aseguradoras. 

El Fondo Nacional de Seguridad Vial funcionará 
bajo la dependencia, orientación y coordinación de 
la Agencia Nacional de Seguridad Vial, la que úni-
camente podrá destinar hasta una tercera parte de los 
recursos del Fondo para sus gastos de funcionamiento. 

El Director General de la Agencia Nacional de 
Seguridad Vial será el ordenador del gasto de los 
recursos del Fondo Nacional de Seguridad Vial. 

LEY 1702 DE 2013
(diciembre 27)

por la cual se crea la agencia nacional de seguridad vial  
y se dictan otras disposiciones.
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Parágrafo. Los recursos del Fondo Nacional de 
Seguridad Vial serán administrados por una Fidu-
ciaria; con quien la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial suscribirá el contrato respectivo. 

El patrimonio autónomo que se constituya ejecu-
tará los recursos atendiendo única y exclusivamente 
a la finalidad y funciones asignadas a la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial que operará en materia 
contractual bajo normas y reglas del Derecho privado 
observando en todo los principios contenidos en los 
artículos 209 y 267 de la Constitución Nacional. 

Artículo 8º. Patrimonio. El patrimonio de la 
Agencia Nacional de Seguridad Vial (ANSV) estará 
constituido por: 

1. Las partidas que se le asignen dentro del Pre-
supuesto General de la Nación 

2. Los recursos que reciba a título de donacio-
nes, legados y asignaciones de personas naturales 
o jurídicas nacionales o extranjeras, gobiernos o 
entidades gubernamentales extranjeros, organismos 
internacionales u organizaciones de cualquier natu-
raleza local, nacional o internacional. 

3. Los recursos que a través de convenios se 
reciban de entidades públicas o privadas para el 
desarrollo de los programas de la Agencia o su 
funcionamiento. 

4. Los bienes que la Agencia adquiera a cualquier 
título. 

5. Los Fondos provenientes de los servicios 
prestados a terceros. 

6. Los recursos que componen el Fondo Nacional 
de Seguridad Vial, correspondientes al 3% de las 
primas que recauden las compañías aseguradoras 
que operan el seguro obligatorio de daños cor-
porales causados a las personas en accidentes de 
tránsito – SOAT 

7. Los rendimientos financieros obtenidos de sus 
propios recursos. 

8. El patrimonio con el cual cuente el Fondo de 
Prevención Vial creado por el artículo 244 de la 
Ley 100 de 1993 al momento de que el mismo sea 
liquidado. 

9. Los aportes de cualquier clase provenientes 
de recursos de cooperación internacional para el 
cumplimiento del objetivo de la ANSV. 

10. Los demás que reciba en desarrollo de su 
objeto. 

Artículo 9°. Funciones. La Agencia Nacional 
de Seguridad Vial (ANSV) ejercerá las siguientes 
funciones: 

1. De planificación 
1.1 Ser el soporte interinstitucional y el organis-

mo responsable dentro del Gobierno Nacional de la 
planeación, gestión, ejecución, seguimiento y control 
de las estrategias, planes y acciones dirigidos a dar 
cumplimiento a las políticas de seguridad vial en 
todo el país. 

1.2 Diseñar y promulgar en nombre del Gobierno 
Nacional el Plan Nacional de Seguridad Vial Plu-
rianual, con revisión cada dos (2) años. 

1.3 Desarrollar la estrategia de seguridad vial 
respaldada por esquemas de cooperación horizontal 

intergubernamental y de coordinación vertical de la 
actividad nacional, regional y local, generando las 
alianzas necesarias con los sectores profesionales, 
empresariales y sociales. 

1.4 Coordinar y administrar el Observatorio Na-
cional de Seguridad Vial, que tendrá como función 
el diseño e implementación de la metodología para 
la recopilación, procesamiento, análisis e interpre-
tación de los datos relacionados con la seguridad 
vial en Colombia. 

1.5 Servir de órgano consultor del Gobierno 
Nacional y de los Gobiernos Locales y Regionales 
para la adecuada aplicación de las políticas, instru-
mentos y herramientas de seguridad vial dentro del 
marco del Plan Nacional y de los Planes Locales y 
Regionales de Seguridad Vial. 

1.6 Recopilar, procesar, analizar e interpretar 
toda la información necesaria que sobre el tema de 
la seguridad vial, permita desarrollar investigación 
sobre causas y circunstancias de la accidentalidad 
vial para planear, ejecutar y evaluar la política de 
seguridad vial. 

2. De regulación 
2.1 Presentar al Gobierno Nacional a través del 

Ministerio de Transporte iniciativas normativas 
(legislativas y reglamentarias) relativas al Tránsito 
con incidencia en la seguridad vial, con base en la 
evaluación de la normatividad existente. 

2.2 Evaluar la efectividad de las normas reglamen-
tarias asociadas con la seguridad vial y promover su 
modificación, actualización, o derogación, cuando 
corresponda; si son de orden legal las propondrá al 
Ministerio de Transporte para que se presenten a 
consideración del Congreso de la República. 

2.3 Definir con el apoyo técnico del INVIAS y la 
ANI, en un plazo no mayor de un (1) año posterior a 
la promulgación de esta ley, un manual de elementos 
de protección para las vías del país, obedeciendo a 
criterios técnicos relacionados con las condiciones 
y categoría de la vía. 

2.4 Definir una estrategia, en un plazo no mayor 
de doscientos cuarenta (240) días posteriores a la 
sanción de esta ley, para los actores más vulnerables 
del tránsito, llámense peatones, motociclistas, ciclis-
tas y pasajeros del servicio público de transporte en 
la infraestructura vial de mayor riesgo, llámese vías 
troncales y principales en las ciudades y en toda 
la red nacional de vías primarias y concesionadas, 
dobles calzadas. 

2.5 Definir en un plazo no mayor de ciento 
ochenta (180) días posteriores a la promulgación de 
esta ley, las obligaciones que en cuanto a seguridad 
vial corresponderán a los organismos de tránsito de 
acuerdo con su categorización y con el tipo de servi-
cios de tránsito que puedan ofrecer, los que deberá 
cumplir en adelante cada uno de estos organismos 
para mantener su habilitación y funcionamiento. La 
Superintendencia de Puertos y Transporte mantendrá 
su función de vigilancia sobre ellos. 

2.6 Definir, con los Ministerios de Transporte, 
Comercio y Relaciones Exteriores, la agenda para 
el desarrollo de los reglamentos técnicos de equipos 
y vehículos en cuanto a elementos de seguridad, así 
como establecer las condiciones de participación en 
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los organismos internacionales de normalización y 
evaluación de la conformidad de dichos elementos, 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la promul-
gación de esta ley. 

2.7 Definir, dentro del marco del derecho fun-
damental a la libre circulación, los reglamentos, 
las acciones y requisitos necesarios en seguridad 
vial que deban adoptarse para la reducción de los 
accidentes de tránsito en el territorio nacional. 

2.8 Definir los contenidos generales de los cursos 
sobre normas de tránsito para los infractores. 

3. De información 
3.1 Desarrollar, comentar y promover mecanis-

mos tecnológicos y de información que permitan 
modelar e investigar las causas y circunstancias de 
los siniestros viales, para sustentar la planificación, 
preparación, ejecución y evaluación de políticas de 
seguridad vial. 

3.2 Utilizar, evaluar y procesar la información 
que produzcan y administren las entidades públicas 
y particulares que ejerzan funciones públicas y/o de 
operadores de los sistemas de control de infracciones 
de tránsito como base para proponer al Ministerio 
de Transporte la adopción de políticas y la actuali-
zación y modificación de normas que contribuyan a 
la seguridad vial, y/o para solicitar la intervención 
de la Superintendencia de Puertos y Transporte. 

3.3 Ser el órgano institucional de información a 
los ciudadanos y al público en general de todas las 
medidas adoptadas por el Gobierno en materia de 
seguridad vial. 

3.4 Desarrollar, fomentar la investigación sobre 
las causas y circunstancias de los siniestros viales 
por medio del Observatorio Nacional de Seguridad 
Vial, para sustentar la planificación, preparación, 
ejecución y evaluación de políticas de seguridad 
vial. Toda investigación técnica sobre accidentes de 
tránsito que contraten, ordenen o realicen directa-
mente entidades públicas o privadas, deberá remitirse 
en copia a la Agencia Nacional de Seguridad Vial, 
para que esta formule las recomendaciones ten-
dientes a la superación o mitigación de los riesgos 
identificados. Se considerará de interés público la 
investigación técnica de accidentes de tránsito en 
el territorio nacional. 

3.5 Diseñar e implementar un sistema de medi-
ción de indicadores de seguridad vial, conforme a 
la metodología definida y empleada por organismos 
internacionales del ramo, que retroalimente el di-
seño de las políticas, e informar sobre los avances 
y logros, por medio del Observatorio Nacional de 
Seguridad Vial. 

3.6 Representar al Gobierno Nacional en acti-
vidades y escenarios académicos internacionales 
y ante organismos multilaterales en lo relacionado 
con la promoción de la seguridad vial. 

4. De control 
4.1. Definir las estrategias para el control del 

cumplimiento de las normas de tránsito y coordinar 
las acciones intersectoriales en este ámbito. 

4.2 Diseñar, coordinar y adoptar con la Policía 
Nacional y otras autoridades competentes, las prio-
ridades y planes de acción de vigilancia y control 

de las normas de tránsito y seguridad vial en todo 
el territorio Nacional. 

4.3 Coordinar e implementar con las entidades 
públicas competentes, los mecanismos para solicitar 
la información que estime conveniente para evaluar 
periódicamente el cumplimiento de las normas en 
materia de seguridad vial. 

4.4 Implementar estrategias y diseñar medidas e 
instrumentos para mejorar la efectividad del sistema 
sancionatorio en materia de infracciones de tránsito, 
buscando disminuir la impunidad frente a las mismas, 
la cual se ve directamente reflejada en la acciden-
talidad vial, las cuales deben contener la solicitud 
a la Superintendencia de Puertos y Transporte de 
suspensión de la habilitación de los organismos de 
tránsito o de apoyo que incurran en malas prácticas 
o de la licencia de conducción por reincidencia. El 
Ministerio de Transporte reglamentará la forma en 
que se ejercerá esta función. 

4.5 Formular, para su adopción por el Ministe-
rio de Educación y el Ministerio de Transporte, la 
política de educación en materia de seguridad vial, 
y establecer los contenidos, metodologías, mecanis-
mos y metas para su ejecución, a lo largo de todos 
los niveles de formación. 

4.6 Definir los criterios de evaluación y las mo-
dificaciones que sean necesarias desde el punto de 
vista de la seguridad vial, para actualizar las reglas 
y condiciones en la formación académica y la rea-
lización de los exámenes de evaluación física y de 
conocimientos teóricos y prácticos, que deberán 
cumplir los aspirantes a obtener, recategorizar o 
revalidar una licencia de conducción. 

4.7 Promover la implementación y uso de las 
tecnologías de la información y las telecomunica-
ciones (TIC) con el fin de generar soluciones que 
propicien la efectividad y competitividad de las 
políticas de seguridad vial. 

4.8 Definir y reglamentar la política en materia de 
sistemas automáticos y semiautomáticos de control 
e imposición de estas infracciones de tránsito. 

4.9 Reglamentar los requisitos de capacitación 
que deben cumplir los funcionarios de los Orga-
nismos de Tránsito en aspectos técnicos y jurídicos 
que garanticen la legalidad de los procesos contra-
vencionales que se apliquen en el desarrollo de sus 
funciones. 

5. Campañas de concientización y educación 
5.1 Realizar campañas de información, formación 

y sensibilización en seguridad vial para el país. 
5.2 Promover instancias de capacitación y/o ca-

pacitar a técnicos y funcionarios nacionales y locales 
cuyo desempeño se vincule o pueda vincularse con 
la seguridad vial. 

5.3 Promocionar y apoyar el conocimiento de 
la seguridad vial en la formación de profesionales, 
de tal forma que se pueda exigir la vinculación de 
profesionales especializados en seguridad vial para 
el diseño y construcción de proyectos de infraes-
tructura vial. 

5.4 Definir, de acuerdo con lo establecido en el 
Código Nacional de Tránsito, los contenidos que 
en cuanto a seguridad vial, dispositivos y compor-
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tamiento, deba contener la información al público 
para los vehículos nuevos que se vendan en el país 
y la que deban llevar los manuales de propietario. 

5.5 Coordinar con el Ministerio de Educación 
el diseño e implementación de los contenidos y 
metodologías de la educación vial, en los términos  
dispuestos por la Ley 1503 de 2011. 

6. Infraestructura 
6.1 Promover el diseño e implementación de 

sistemas de evaluación de los niveles de seguridad 
vial de la infraestructura, por medio de auditorías 
o inspecciones de seguridad vial. 

6.2 Definir las condiciones de conformación del 
inventario local, departamental y nacional de las 
señales de tránsito a cargo de las autoridades de esos 
mismos órdenes, quienes estarán obligadas a sumi-
nistrar y a mantener actualizada esa información. 

7. Coordinación y consulta 
7.1 Coordinar, articular y apoyar las acciones 

de los diferentes Ministerios para garantizar la 
coherencia y alineamiento con el Plan Nacional de 
Seguridad Vial. 

7.2 Articular acciones con las entidades territo-
riales para garantizar la coherencia y alineamiento 
con el Plan Nacional de Seguridad Vial. 

7.3 Promover, a través de la consulta y partici-
pación, la colaboración de los agentes económicos, 
sociales y académicos implicados en la política de 
seguridad vial. 

7.4 Formular indicadores de desempeño para 
todos los actores de la seguridad vial en el país 
enfocados a la disminución efectiva en las cifras de 
mortalidad y morbilidad en accidentes de tránsito. 

7.5 Presentar un informe anual de cumplimiento 
de los indicadores de desempeño de la seguridad vial 
en el país al Congreso de la República y publicarlo 
en diarios escritos de amplia circulación y en su 
página web, a más tardar el último día del mes de 
junio del año siguiente. 

7.6 Coordinar con el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social la creación de un programa o sistema 
de atención a víctimas en accidentes de tránsito con 
cargo a los recursos de la subcuenta de enfermeda-
des catastróficas y accidentes de tránsito – ECAT–. 

8. Consultivas 
8.1 Emitir concepto respecto de cualquier pro-

yecto normativo de autoridad nacional o territorial 
cuya aplicación pueda tener relación o implicaciones 
con la seguridad vial. 

8.2 Proponer y  concertar las condiciones de segu-
ridad activa y pasiva mínimas para la homologación 
de vehículos automotores por parte de la autoridad 
competente, en concordancia con los reglamentos 
técnicos internacionales que en cada caso apliquen, 
así como las condiciones de verificación por parte de 
los Ministerios de Industria, Comercio y Turismo. 

8.3 Promover, a través de la consulta y partici-
pación, la colaboración de los sectores industriales, 
empresariales, sociales y académicos implicados en 
la política de seguridad vial. La consulta y partici-
pación de estos sectores será obligatoria y se hará 
efectiva tanto como por convocatoria de la Agencia 

Nacional de Seguridad Vial como por solicitud de 
estos mismos. 

9. Otras 
9.1 Promover el desarrollo de la instituciones y 

autoridades públicas o privadas de control de calidad 
que evalúen permanentemente los productos que se 
utilizan en la seguridad vial tanto en el equipamiento 
de los vehículos, el amoblamiento de la infraestruc-
tura, las ayudas tecnológicas y la protección de los 
conductores peatones y pasajeros. 

9.2 Gestionar su propia financiación y posibles 
recursos adicionales. 

9.3 Las demás que le asigne la ley o que sean 
necesarias para el normal funcionamiento de la 
Agencia Nacional de Seguridad Vial (ANSV). 

CAPÍTULO II
Organización y Estructura de la Agencia  

Nacional de Seguridad Vial (ANSV)
Artículo 10. Estructura. La Agencia Nacional de 

Seguridad Vial (ANSV) tendrá la siguiente estruc-
tura para el cumplimiento de su objeto y funciones: 

1. Consejo Directivo 
2. Dirección General 
3. Secretaría General 
4. Dirección de Comportamiento 
5. Dirección de Infraestructura y Vehículos 
6. Dirección de Coordinación Interinstitucional 
7. Dirección del Observatorio Nacional de Se-

guridad Vial 
Artículo 11. Órganos de Dirección y Administra-

ción. La Dirección y Administración de la ANSV 
estará a cargo del Consejo Directivo y del Director 
General, quien será de libre nombramiento y remo-
ción del Presidente de la República y quien actuará 
como representante legal. 

Artículo 12. Integración del Consejo Directivo. 
El Consejo Directivo de la Agencia Nacional de 
Seguridad Vial (ANSV) estará integrado por los 
siguientes miembros: 

Consejo Directivo. 
1. El Secretario General de la Presidencia de la 

República, quien lo presidirá. 
2. El Ministro de Transporte, o su delegado. 
3. El Ministro de Salud, o su delegado. 
4. El Ministro de Educación, o su delegado. 
5. El Viceministro de Transporte. 
6. El Director de Planeación Nacional 
7. El Director de la Policía de Tránsito y Trans-

porte. 
8. Un Gobernador. 
9. Un Alcalde. 
Parágrafo 1°. Los Ministros solo podrán delegar 

en los Viceministros respectivos su representación 
en las reuniones del Consejo Directivo, a excepción 
del Viceministro de Transporte. 

Parágrafo 2°. A las reuniones del Consejo Di-
rectivo asistirá, con voz pero sin voto, el Director 
General de la Agencia Nacional de Seguridad Vial 
(ANSV), quien actuará como Secretario del Consejo. 
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Parágrafo 3°. A las reuniones del Consejo Di-
rectivo podrán concurrir otros servidores públicos 
que el Consejo Directivo o el Director General 
determinen, cuando los temas a tratar lo requieran, 
participarán con voz pero sin voto. 

Parágrafo 4°. El Consejo Directivo se reunirá 
por lo menos una vez al mes, en la fecha que sea 
convocado por el Director General de la Agencia Na-
cional de Seguridad Vial, y podrá reunirse en forma 
extraordinaria, cuando sus miembros lo soliciten. 

Parágrafo 5°. El Gobernador y el Alcalde elegidos 
lo serán para periodos máximos de dos (2) años. 

Artículo 13. Director de la Agencia. La Dirección 
de la Agencia Nacional de Seguridad Vial (ANSV) 
estará a cargo de su Director General, quien será 
nombrado por el Presidente de la República. 

El Director de la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial es la cabeza visible del discurso y objetivos de 
la política de seguridad vial, es el principal interlo-
cutor con la sociedad civil, las administraciones y 
los órganos del Estado implicados, para promover la 
cooperación y la coordinación en todo lo relacionado 
con la seguridad vial. 

Artículo 14. Funciones para el Consejo Directivo 
y del Director de la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 76 de 
la Ley 489 de 1998, y las demás leyes concordantes, 
el Gobierno Nacional reglamentará en un plazo no 
mayor a ciento veinte (120) días contados a partir 
de la aprobación de la presente ley, las funciones 
del Consejo Directivo y del Director de la Agencia, 
así como los demás aspectos relacionados con el 
funcionamiento y operación de la misma. 

Artículo 15. Comisiones, Consejos y Comités. 
Se crearán los siguientes Consejos y Comités como 
instrumentos de apoyo y facilitadores de las activi-
dades de la Agencia: 

15.1 Comisiones Interministeriales: El Consejo 
Directivo podrá crear las comisiones interministeria-
les que requiera para resolver temas específicos que 
se definan y para planificar los proyectos de acción 
intersectorial que contemple el Plan Nacional de 
Seguridad Vial. En estas comisiones participarán 
representantes de los Ministerios relacionados di-
rectamente con el tema específico a resolver. 

Estas comisiones interministeriales serán de 
carácter temporal y trabajarán solo por el periodo 
de tiempo que les defina el Consejo Directivo, 
el cual será el necesario para resolver el tema en 
cuestión. 

15.2 El Consejo Territorial de Seguridad Vial 
será de carácter permanente, y será el ámbito de 
concertación territorial y acuerdo de la política de 
seguridad vial de la República de Colombia. 

Estará integrado por: 
– El Gobernador del departamento o su delegado. 
– Un representante del Viceministerio de Trans-

porte. 
– Un delegado de la Agencia Nacional de Segu-

ridad Vial (ANSV) 
– El Comandante de la Dirección de Tránsito y 

Transporte de la Policía Nacional 

– El alcalde de la capital del departamento o su 
delegado y cuatro (4) alcaldes de municipios del de-
partamento o sus delegados. Dos (2) de los alcaldes 
serán postulados por la Federación Colombiana de 
Municipios y los dos (2) restantes de conformidad 
a la reglamentación que por efecto expida el Mi-
nisterio de Transporte. 

Parágrafo 1°. La representación de los Munici-
pios y el Departamento corresponderá exclusivamen-
te a la primera Autoridad de Tránsito y Transporte 
de cada uno de ellos respectivamente. 

Parágrafo 2°. La representación del Director del 
Área Metropolitana será durante la permanencia de 
su periodo. 

15.3 Comité Operativo. La Agencia Nacional 
de Seguridad Vial (ANSV) será asistida por un 
Comité Operativo, que tendrá como función coor-
dinar operaciones o puesta en marcha de medidas 
regulares o contingentes, en materia de Seguridad 
Vial en las carreteras del país. Estará integrado por 
representantes del Ministerio de Transporte, de la 
Policía Nacional, de la Agencia Nacional de Infraes-
tructura, y del Instituto Nacional de Vías–Invías. 

15.4 Consejo Consultivo de Seguridad Vial. 
El Consejo Consultivo de Seguridad Vial será un 
órgano consultivo y de participación público-privado 
en el que son miembros los representantes de todos 
los agentes sociales, en especial representantes de 
las víctimas, de los distintos colectivos de usuarios, 
de los agentes económicos del sector de ensamblaje 
automotor, autoridades de tránsito, organismo de 
apoyo y académicos expertos en la seguridad vial. 
Su función es la de informar los planes y las estra-
tegias de seguridad vial, proponer acciones, debatir 
propuestas y lograr el compromiso y alineamiento 
con estos sectores público-privados en los objetivos 
y estrategias nacionales de seguridad vial. 

Parágrafo 1°. Asistirán de manera permanente, 
el presidente de la Federación de Aseguradores Co-
lombianos Fasecolda o, su delegado, y el presidente 
del comité de representación del capítulo técnico de 
autoridades de tránsito o su delegado. 

Parágrafo 2°. Cada uno de los agentes sociales 
y económicos, autoridades de tránsito y organismo 
de apoyo enunciados elegirá un (1) delegado al 
Consejo consultivo. 

Artículo 16. Observatorio Nacional de Seguri-
dad Vial. El Observatorio Nacional de Seguridad 
Vial, hará parte de la estructura administrativa de la 
Agencia Nacional de Seguridad Vial (ANSV).Tendrá 
como función principal apoyar a la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial en la planificación y evaluación de 
la política, planes y estrategias de seguridad vial por 
medio del diagnóstico, análisis y la investigación. 
Las funciones de la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial (ANSV) relacionadas con el manejo y gestión 
de información serán desarrolladas por medio del 
Observatorio Nacional de Seguridad Vial. 

Parágrafo. Los representantes de los gremios 
del transporte público terrestre automotor, serán 
invitados a las sesiones en que se divulguen cifras 
relativas a cada modalidad en la proporción o núme-
ro de delegados que determine el Director General 
de la Agencia Nacional de Seguridad Vial. De la 
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misma manera se procederá con representantes del 
transporte terrestre automotor diferente al transporte 
público. 

Artículo 17. Seguimiento a efectividad de campa-
ñas. Las campañas de prevención vial, información, 
formación y sensibilización en seguridad vial, los 
estudios técnicos para la calidad de los elementos 
de protección, previstos en el Plan Nacional de 
Seguridad Vial y en los planes y estrategias a desa-
rrollar, serán objeto de seguimiento y evaluación de 
impacto por el Observatorio Nacional de Seguridad 
Vial para determinar su eficacia y/o necesidad de 
ajuste por parte de la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial (ANSV). 

Artículo 18. Acceso de la agencia a los registros 
públicos. La Agencia Nacional de Seguridad Vial 
(ANSV), como autoridad nacional rectora de la se-
guridad vial en el país, podrá tener acceso gratuito 
a todo registro público, bases de datos, o sistemas 
de información, que manejen las entidades públicas 
o privadas, y que requiera para el debido ejercicio 
de sus funciones, en especial las de su Observatorio 
Nacional de Seguridad Vial. La información que se 
suministre deberá ser completa y permitir la indivi-
dualización de cada registro. 

La Agencia por su parte, deberá asegurar la reserva 
y la seguridad de las informaciones y documentos 
que lleguen a conocer en desarrollo de lo previsto en 
este artículo y su uso para sus funciones misionales. 

CAPÍTULO III
Otras Disposiciones

Se corrige la numeración de las faltas por no 
ser consecutiva, se incorpora la nueva falta que 
fue incorporado como proposición en el segundo 
debate de Cámara como numeral 19 y se incluye 
la referencia al numeral 19 para fines de reinci-
dencia y como falta aplicable a los organismos 
de tránsito 

Artículo 19. Causales de Suspensión y Cancela-
ción de la Habilitación de Organismos de Apoyo y 
de Tránsito. Procederá la suspensión y cancelación 
de la habilitación de los organismos de apoyo por 
parte de la autoridad que la haya otorgado o por su 
superior inmediato cuando se incurra en cualquiera 
de las siguientes faltas: 

1. No mantener la totalidad de condiciones de la 
habilitación, no obtener las certificaciones de calidad 
o perder temporalmente alguna de las exigencias 
previas a la habilitación. 

2. Cuando su actividad u omisión haya puesto 
en riesgo o causado daños a personas y/o bienes. 

3. Cuando la actuación de sus empleados durante 
el servicio encuadre en delitos contra la Adminis-
tración Pública y estas actuaciones no hayan objeto 
de control interno del organismo, se entenderá por 
pública todas las funciones a cargo de la entidad, 
para efectos administrativos, fiscales, disciplinarios 
y penales. 

4. Alterar o modificar la información reportada 
al RUNT o poner en riesgo la información de este. 

5. Expedir certificados en categorías o servicios 
no autorizados. 

6. Facilitar a terceros los documentos, equipos o 
implementos destinados al servicio o permitir el uso 
a aquellos de su razón social por terceros. 

7. Abstenerse injustificadamente de prestar el 
servicio. 

8. Expedir certificados sin comparecencia del 
usuario. 

9. Vincular personal que no reúna los requi-
sitos de formación académica y de experiencia 
exigidos, cuando los documentos presentados no 
sean verídicos, reemplazar el personal sin aviso al 
Ministerio de Transporte o mantenerlo en servicio 
durante suspensiones administrativas, judiciales o 
profesionales. 

10. Reportar información desde sitios o instala-
ciones no autorizados. 

11. No hacer los reportes e informes obligatorios 
de acuerdo con lo que sobre el particular señalen el 
Ministerio de Transporte y la Superintendencia de 
Puertos Transporte. 

12. Alterar los resultados obtenidos por los as-
pirantes. 

13. No reportar la información de los certificados 
de los usuarios en forma injustificada. 

14. Variar las tarifas sin informarlo públicamente 
y previamente en sus instalaciones y al Ministerio 
de Transporte. En este caso procederá multa de 
entre 1 y 5 salarios mínimos legales mensuales por 
cada caso. 

15. Mantenerse en servicio a pesar de encontrarse 
en firme sanción de suspensión de la habilitación. 
Procederá además multa entre 50 y 100 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 

16. Abstenerse de reportar por escrito a las au-
toridades competentes las inconsistencias que se 
presenten en la información aportada por el usuario 
o en la percibida durante los servicios. 

17. No atender el régimen de prohibiciones 
señalado en las normas legales y reglamentarias. 

18. No atender los planes de mejoramiento que 
señalen las autoridades de control y vigilancia. 

19. Permitir la realización de trámites de tránsito 
sin el paz y salvo expedido por el Sistema Integrado 
de Información de Multas y Sanciones por Infrac-
ciones de Tránsito. 

La suspensión podrá ordenarse también preven-
tivamente cuando se haya producido alteración del 
servicio y la continuidad del mismo ofrezca riesgo 
a los usuarios o pueda facilitar la supresión o alte-
ración del material probatorio para la investigación. 

La suspensión de la habilitación acarrea la 
suspensión del servicio al usuario -la cual deberá 
anunciar públicamente en sus instalaciones- y la 
pérdida de la interconexión con el Registro Único 
Nacional de Tránsito RUNT para cada sede en que 
se haya cometido la falta. 

La cancelación procederá en caso de reincidencia 
en cualquiera de las faltas señaladas en los numerales 
2, 4, 5, 6, 8, 10, 12, 14, 15 y 19 del presente artículo. 
En firme la cancelación, ella tendrá efectos sobre 
todas las sedes del organismo, para lo cual se dis-
pondrá el cierre de los establecimientos de comercio. 
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Las personas naturales o jurídicas que hayan dado 
lugar a la cancelación, sus asociados y parientes 
hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad y primero civil, no podrán constituir 
nuevos organismos de apoyo en cualquiera de sus 
modalidades ni asociarse o hacer parte a cualquier 
título de organismos habilitados durante los cinco 
(5) años siguientes. 

El procedimiento sancionatorio será el señalado 
en el Código Contencioso Administrativo. 

La comisión de algunas de las faltas señaladas en 
los numerales 2, 4, 5, 6, 7, 11, 14 y 19 del presente 
artículo se entenderá falta de los organismos de 
tránsito y facultará a la Superintendencia de Puertos 
y Transporte para intervenirlos. 

Artículo 20. Determinación de tarifas por ser-
vicios que presten los organismos de apoyo. El 
Ministerio de Transporte definirá mediante reso-
lución, en un plazo no mayor a noventa (90) días, 
las condiciones, características de seguridad y el 
rango de precios al usuario dentro del cual se deben 
ofrecer los servicios que prestan los Centros de 
Enseñanza Automovilística, los de Reconocimiento 
y Evaluación de Conductores y los de Diagnóstico 
Automotor, expresado en salarios mínimos diarios 
vigentes. Se efectuará un estudio de costos direc-
tos e indirectos considerando las particularidades, 
infraestructura y requerimientos de cada servicio, 
incluyendo los correspondientes a los valores que 
por cada servicio, deban transferirse a la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial. 

Artículo 21. Régimen de transición. Con el propó-
sito de asegurar la continuidad en la prestación de los 
servicios públicos y el desarrollo de las actividades 
relacionados con la seguridad vial en el país que 
viene desempeñando el Fondo de Prevención Vial, 
creado por el artículo 244 de la Ley 100 de 1993, 
reglamentado por el artículo 9º del Decreto 3990 
de 2007, se adoptan las siguientes disposiciones 
transitorias: 

1. El Fondo de que trata el numeral 1 del artículo 
244 de la Ley 100 de 1993, reglamentado por el 
artículo 9° del Decreto 3990 de 2007 conservará 
su actual competencia y continuará ejerciendo las 
funciones a él encomendadas, con el propósito de 
asegurar la continuidad en la prestación de los ser-
vicios a su cargo y adelantar el procedimiento de 
entrega a la Agencia Nacional de Seguridad Vial, 
hasta que se constituya al mecanismo fiduciario 
de administración, lo cual le será informado por el 
Ministerio de Transporte o por la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial. 

2. El Ministerio de Transporte contará con un pla-
zo máximo de ciento ochenta (180) días, siguientes 
a la promulgación de la presente ley, para efectuar 
los trámites necesarios conducentes a la creación de 
la Agencia Nacional de Seguridad Vial. 

3. Durante el citado lapso, el Ministerio de 
Transporte suministrará el soporte administrativo y 
logístico que requiera la implementación y puesta 
en funcionamiento de la Agencia Nacional de Segu-
ridad Vial y, en virtud de ello, queda expresamente 
facultado para: 

3.l Adoptar el procedimiento de entrada en fun-
cionamiento de la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial, el cual deberá publicar en el Diario Oficial. 

3.2 Suscribir en nombre de la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial el contrato de fiducia pública 
para el manejo de los recursos del Fondo Nacional 
de Seguridad Vial, al que se refiere la presente ley. 

3.3 En caso de que los estudios de conveniencia 
así lo determinen y de común acuerdo con la Fidu-
ciaria, solicitará al fondo de que trata el numeral 1 
del artículo 244 de la Ley 100 de 1993, reglamen-
tado por el artículo 9º del Decreto 3990 de 2007, 
la cesión del actual encargo fiduciario a la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial – Fondo Nacional de 
Seguridad Vial y a la Fiduciaria. 

4. Preparar los actos administrativos que requie-
ra la Agencia Nacional de Seguridad Vial para su 
entrada en operación. 

4.1 Adoptar un procedimiento para que el fondo 
de que trata el numeral 1 del artículo 244 de la Ley 
100 de 1993, reglamentado por el artículo 9º del 
Decreto 3990 de 2007, entre otras acciones: 

4.2 Transfiera los recursos causados y endose los 
títulos valores que se hayan adquirido con cargo a 
los recursos a los que se refiere el citado numeral 
del artículo 244 de la Ley 100 de 1993, así como 
sus respectivos rendimientos, al Fondo Nacional 
de Seguridad Vial, al que se refiere la presente ley. 

4.3 Entregar un balance administrativo, presu-
puestal, técnico y jurídico del Fondo de Prevención 
Vial. 

4.4 Se subrogue en los derechos y obligaciones 
derivados de los contratos y negocios jurídicos que 
requiera la Agencia Nacional Seguridad Vial para 
garantizar la continuidad del negocio. 

5. Transfiérase a la Agencia Nacional de Seguri-
dad Vial, los activos y bienes adquiridos con cargo 
a sus recursos, una vez erogado lo que corresponda 
a pasivos exigibles. 

6. Se transferirá al Fondo Nacional de Seguridad 
Vial, los activos y bienes adquiridos por el Fondo de 
Prevención Vial a través de los mecanismos que este 
hubiese dispuesto, con cargo a sus recursos y una 
vez erogado los que corresponda a pasivos exigibles, 
en relación con las obligaciones contractuales y la-
borales adquiridas con antelación a la presente ley, 
como gastos inherentes a su proceso de liquidación. 

7. Implementar las medidas necesarias para ga-
rantizar que las contingencias jurídicas del fondo de 
que trata el numeral 1 del artículo 244 de la Ley 100 
de 1993, reglamentado por el artículo 9° del Decreto 
3390 de 2007, a la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial, se mantengan en cabeza de los actuales admi-
nistradores y no se transfieran, a ninguna entidad. 

Artículo 22. Reglamentación. El Gobierno Na-
cional tendrá un plazo no mayor a seis (6) meses 
para expedir los Actos Administrativos requeridos 
para la reglamentación de la presente ley y para 
implementar y poner en funcionamiento la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial (ANSV). 

Artículo 23. Consejo Nacional de Segundad del 
Transporte (CONSET). 
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Las funciones que en materia de transporte terres-
tre corresponden al Consejo Nacional de Seguridad 
del Transporte creado por el artículo 40 y siguientes 
de la Ley 336 de 1996 serán ejercidas por la Agencia 
Nacional de Seguridad Vial. 

Corresponderá al Ministerio de Transporte 
determinar la dependencia que se encargará de la 
coordinación del Consejo en cuanto a las modali-
dades restantes. 

Artículo 24. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. Modifica 
en lo pertinente, el numeral 1 del artículo 244 de la 
Ley 100 de 1993 y los artículos 40 a 42 de la Ley 
336 de 1996. 

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de 

la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara 

de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
La Ministra de Transporte,

Cecilia Álvarez–Correa Glen.
La Subdirectora del Departamento Administrati-

vo de la Función Pública, encargada de las funciones 
del Despacho de la Directora del Departamento  
Administrativo de la Función Pública,

María Teresa Russell García. IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2014
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